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III. políticas y prÁcticas comerciales, por medidas

1) Panorama general

1. Los Estados Unidos otorgan trato arancelario NMF a todos los Miembros de la OMC excepto Cuba.  Todas las líneas arancelarias, menos dos, están consolidadas, generalmente a tipos bajos, lo que aporta previsibilidad al régimen comercial estadounidense.  En 2007 el arancel NMF medio aplicado fue del 4,8 por ciento, prácticamente el mismo que en 2004 (4,9 por ciento).  El tipo NMF aplicado a la agricultura (definición de la OMC) disminuyó del 9,7 por ciento en 2004 al 8,9 por ciento en 2007, lo cual refleja el aumento de los precios de los productos básicos y el recorte resultante de los tipos equivalentes ad valorem.  El tipo NMF medio aplicado a los productos no agropecuarios, del 4 por ciento, se mantuvo sin cambios.  Cerca del 2 por ciento de todas las líneas está sujeto a contingentes arancelarios;  una de las formas principales de protección de determinados productos agropecuarios frente a las importaciones es la aplicación de unos aranceles elevados a las realizadas fuera de contingente.  Los Estados Unidos pueden otorgar preferencias arancelarias ya sea unilateralmente o en el contexto de acuerdos bilaterales o regionales de libre comercio (capítulo II).

2. Además de los aranceles, las importaciones están sujetas a los gravámenes ad valorem de mantenimiento de puertos y por tramitación de mercancías;  el segundo no se aplica a las importaciones procedentes de algunos socios preferenciales.  Se debe depositar una fianza aduanera para cada importación de mercancías en los Estados Unidos.  El volumen de producción inicial de los pequeños productores nacionales de vino y cerveza se beneficia de un tipo reducido del impuesto federal sobre el consumo o una reducción por impuestos indirectos pagados.  Este beneficio no es extensivo a los productos importados.

3. Las consideraciones relativas a la seguridad han seguido promoviendo cambios significativos relacionados con los procedimientos aduaneros.  La Ley de Seguridad Portuaria de 2006 codificó y amplió los programas existentes de seguridad de la carga y la cadena de suministro, y estableció prescripciones adicionales en materia de registro para los importadores.  Con arreglo a la Ley, a partir de mediados de 2012, todos los contenedores deben ser escaneados antes de ser cargados en un buque destinado a los Estados Unidos.  No obstante, la Ley reconoce que este requisito podría tener un impacto significativo en el comercio y ofrece la posibilidad de posponer la aplicación para puertos específicos.

4. Se mantienen restricciones no arancelarias a la importación principalmente con fines no comerciales.  Éstas incluyen una prohibición de las importaciones de productos de mamíferos marinos, camarones y atunes procedentes de países que se ha constatado que no cumplen las disposiciones ambientales estadounidenses.

5. El Acuerdo Antidumping sigue siendo un instrumento de política comercial fundamental para los Estados Unidos.  A finales de 2007, los Estados Unidos mantenían en vigor unas 232 medidas antidumping, que afectaban a las importaciones procedentes de 39 interlocutores comerciales.  Durante el período 2005-2007, los Estados Unidos iniciaron cerca de 33 investigaciones y aplicaron 19 medidas provisionales, pero impusieron solamente 11 derechos definitivos.  Los derechos antidumping aplicados pueden ser sustanciales, hasta del 280 por ciento y, por lo tanto, afectan de forma significativa a los precios nacionales de los Estados Unidos.  Dado que la mayoría de las medidas antidumping se imponen a los productos intermedios como los productos químicos y de acero, aumentan los costos para los productores de las fases ulteriores del proceso productivo y los consumidores.  Aun siendo temporales, un 40 por ciento de las medidas antidumping en vigor en la práctica han otorgado protección durante más de 10 años.  El porcentaje de importaciones estadounidenses directamente afectadas por medidas antidumping es inferior al 0,1 por ciento y el número de órdenes antidumping dictadas desde 2005 ha sido menor que en años anteriores.  No obstante, sería importante asegurar que las medidas antidumping no retrasen la adaptación a las condiciones cambiantes de los mercados internacionales.

6. A finales de 2007, los Estados Unidos no mantenían medidas de salvaguardia pero había en vigor 31 órdenes en materia de derechos compensatorios correspondientes a 13 interlocutores comerciales.  Aunque la Ley de compensación por continuación del dumping y mantenimiento de las subvenciones de 2000 (la Enmienda Byrd) fue revocada en 2005, los derechos antidumping y compensatorios establecidos antes de octubre de 2007 se siguen distribuyendo a los productores estadounidenses que hayan apoyado la solicitud de investigación.  Se estima que los desembolsos totales fueron de aproximadamente 1.900 millones de dólares EE.UU. desde la entrada en vigor de la Enmienda Byrd hasta finales de 2007.
7. No se han producido cambios importantes en el marco institucional que rige la elaboración de reglamentos técnicos, procedimientos de evaluación de la conformidad y medidas sanitarias y fitosanitarias a nivel federal desde el último examen de los Estados Unidos.  Durante el período objeto de examen, los Estados Unidos notificaron, por primera vez desde la creación de la OMC, los reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad propuestos por los organismos subfederales.  En agosto de 2007 entró en vigor un nuevo proceso de aprobación para las importaciones que se realizan por primera vez de frutas y hortalizas sujetas a determinadas medidas fitosanitarias.  Éste sustituye al proceso de aprobación basado en la promulgación de reglamentos, que de otro modo se aplica a todas las importaciones que se realizan por primera vez de plantas, animales, y sus productos, y que pueden llevar hasta tres años.

8. Dos Miembros de la OMC, Cuba y Myanmar, son objeto de sanciones económicas.  Los Estados Unidos mantienen restricciones y controles de las exportaciones por razones de seguridad nacional y de política extranjera, o para paliar la escasez de materiales escasos.  Las entidades estadounidenses están obligadas a solicitar una licencia de exportación en determinados casos cuando tratan de transferir tecnologías controladas a nacionales extranjeros en los Estados Unidos.

9. Otra ayuda a los productos nacionales adopta la forma de exenciones fiscales federales y subfederales, desembolsos financieros y programas de crédito.  En su última notificación a la OMC, correspondiente a los ejercicios fiscales 2003 y 2004, los Estados Unidos enumeran unos 430 programas de subvenciones, 42 a nivel federal y el resto a nivel subfederal.  El sector agrícola y energético son con diferencia los principales beneficiarios de la ayuda federal notificada.  La ayuda interna de los Estados Unidos, aunque no está dirigida al comercio, puede afectar a los mercados mundiales habida cuenta de que los Estados Unidos se encuentran entre los principales productores y consumidores mundiales de numerosos productos.

10. Los Estados Unidos utilizan la política de competencia para promover la eficiencia y aumentar el bienestar de los consumidores.  La legislación federal antimonopolio abarca todos los sectores y el comercio interestatal y exterior, con sujeción a algunas excepciones.  La aplicación de la política de competencia ha seguido centrándose en las actividades de los cárteles internacionales, las fusiones anticompetitivas y la observancia de las disposiciones contrarias a las fusiones.  En abril de 2007, la Comisión de Modernización de la Legislación Antimonopolio presentó un informe al Congreso en el que recomendaba, entre otras cosas, simplificar y unificar los procedimientos de autorización de fusiones y armonizar la labor de los organismos antimonopolio estatales y federales, especialmente con respecto a las fusiones.

11. La política estadounidense relativa al acceso a los mercados a efectos de contratación pública consiste en otorgar trato nacional sobre la base del principio de reciprocidad.  Para contrataciones no abarcadas por el ACP u otros acuerdos internacionales, los Estados Unidos mantienen una serie de prescripciones en materia de compras nacionales, como las previstas en la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses.  La política estadounidense de contratación pública también tiene por objeto aumentar la participación de las pequeñas empresas y otros tipos de empresas mediante programas de reserva de contratos.  En algunos Estados, los reglamentos subfederales otorgan preferencias a los proveedores locales, e imponen prescripciones en materia de contenido nacional en determinadas condiciones.  Aunque estas medidas puedan ayudar a los grupos destinatarios, también pueden aumentar el costo de la contratación pública.

12. Los Estados Unidos son un importante productor y exportador de bienes y servicios que llevan incorporados conocimientos y otros elementos intelectuales.  Los Estados Unidos tratan de promover una mayor protección y observancia de los derechos de propiedad intelectual a través de varios mecanismos, incluidos los acuerdos de libre comercio, los acuerdos bilaterales sobre propiedad intelectual y tratados bilaterales sobre inversiones.  Asimismo, aplican rigurosas normas de protección de los derechos de propiedad intelectual a través de su participación en las actividades y negociaciones de la OMC.

2) Medidas que afectan directamente a las importaciones
i) Régimen aduanero

13. El Servicio de Aduanas y Protección de Fronteras (CBP), parte del Departamento de Seguridad Interior, se ocupa de la administración y aplicación de la reglamentación aduanera.  La principal misión de la CBP es impedir la entrada en los Estados Unidos de terroristas y armas para terroristas, facilitando al mismo tiempo el flujo legítimo de viajeros y comercio.

14. Como parte de su programa de modernización en curso, la CBP ha seguido desarrollando el Entorno Comercial Automatizado (ACE), un sistema de tramitación de la carga destinado a operar como un único punto de acceso en línea para tramitar las formalidades de importación (y exportación) sobre la base de una cuenta, en lugar de envío por envío.
  En marzo de 2008 había cerca de 15.000 cuentas ACE.  El ACE ha sido extendido a cada uno de los 99 puertos terrestres de los Estados Unidos, y la CBP tiene intención de extenderlo a todos los puertos marítimos y aéreos.  Está previsto que el desarrollo del ACE concluya para fines de 2010, en lugar de para 2009, la fecha señalada en el informe de la Secretaría correspondiente al anterior examen de los Estados Unidos.  Según las autoridades estadounidenses, la demora es consecuencia del mayor desarrollo de los sistemas y la ampliación de los plazos de prueba.  En virtud de la Ley de Seguridad Portuaria la participación en el concepto de ventanilla única es obligatoria para los organismos federales con responsabilidades en materia de importación y exportación, aunque la Oficina de Gestión y Presupuesto puede eximir a determinados organismos.

15. Las importaciones de mercancías en los Estados Unidos deben ir acompañadas de los documentos de entrada previstos en el Reglamento de Aduanas.

16. Se debe depositar una fianza aduanera para cada importación de mercancías.
  El importador podrá solicitar una fianza aduanera por cada transacción que abarca solamente una entrada de importaciones, o una fianza aduanera continuada, que permanece en vigor durante un año y abarca múltiples transacciones en cualquier distrito o puerto aduanero de los Estados Unidos.  En general, la fianza de entrada única debe abarcar el valor de la mercancía importada más los derechos, impuestos y tasas de importación.  Si la mercancía importada está sujeta a los requisitos impuestos por organismos distintos de la CBP, la cuantía de la fianza debe ser el triple de este valor.  La cuantía mínima para las fianzas continuadas es generalmente de 50.000 dólares EE.UU. o el 10 por ciento del total de derechos, impuestos y tasas de importación pagados en los 12 meses anteriores, si esta última cantidad fuera mayor.  Según la CBP, las fianzas permiten a los importadores tomar posesión de su mercancía antes de que se hayan completado todos los trámites de la CBP, facilitando de este modo el comercio.

17. El principal avance en los procedimientos aduaneros desde mediados de 2005 ha sido la promulgación de la Ley de Seguridad Portuaria en octubre de 2006.
  La Ley autoriza y amplía la Iniciativa de Seguridad de los Contenedores (CSI) y la Asociación Aduanera y Comercial contra el Terrorismo (C-TPAT), y establece requisitos de importación adicionales a efectos de seguridad.

a)
Información electrónica anticipada sobre carga

18. Con arreglo a la Ley de Comercio Exterior de 2002, la CBP deberá recibir, por medio de un sistema electrónico de intercambio de datos aprobado por la CBP, información concerniente a la carga antes de que ésta entre en los Estados Unidos (o se envíe desde los Estados Unidos) por cualquier medio de transporte comercial (mar, aire, camión o ferrocarril).
  El tiempo límite para enviar la información sobre carga a la CBP depende del medio de transporte utilizado (cuadro III.1).  La carga que atraviese los Estados Unidos sin estar destinada a descarga en un puerto estadounidense está también sujeta a la obligación.  Para los envíos que llegan por mar, aire o ferrocarril, la información pertinente sobre la carga debe ser transmitida a la CBP a través del Sistema de Manifiestos Automatizados (AMS) apropiado;  para los envíos que llegan por carretera, la información relativa a la carga debe ser transmitida a la CBP a través del sistema de manifiestos para camiones del ACE.

19. Aparte de la información requerida en virtud de la Ley de Comercio Exterior de 2002, la Ley de Seguridad Portuaria exige que otras determinadas informaciones relativas a la carga sean transmitidas electrónicamente a la CBP.
  A comienzos de 2008, este requisito no estaba en vigor, en espera de la adopción de los reglamentos.  Con miras a elaborar esos reglamentos, la CBP dictó un aviso de intención de formular normas.
  Según la CBP, la información anticipada adicional que propone solicitar "mejoraría considerablemente el proceso de evaluación del riesgo permitiendo a la CBP separar mejor las expediciones de mayor riesgo de las de menor riesgo que deberían ser objeto de decisiones más rápidas en materia de despacho".
  Con arreglo al análisis reglamentario realizado en el contexto del aviso de intención de formular normas, la CBP calcula que los costos anualizados asociados con la obligación propuesta en materia de solicitud de registro oscilan entre 380 millones de dólares EE.UU. y 640 millones de dólares EE.UU.

Cuadro III.1

Prescripciones para la transmisión previa de información electrónica sobre carga

	Medio de transporte
	Sistema de transmisión
	Tiempo límite para la recepción por la CBP
	Partes a las que incumbe la transmisión

	Marítimo
	Sistema de Manifiestos Automatizados para Buques (AMS)a
	Contenedores y carga fraccionada a granel no exenta:  24 horas antes de la carga en un puerto extranjerob
Carga a granel y carga fraccionada a granel exenta:  24 horas antes de la llegada del buque si el viaje es de más de 24 horas;  si no, a la salida del buque
	Transportista, transportista común que no explota buques

	Aéreo
	Sistema de Manifiestos Aéreos Automatizados (AMS)
	4 horas antes de la llegada a los Estados Unidos, o al "subir el tren de aterrizaje" desde aeropuertos del hemisferio occidental al norte del Ecuador
	Transportista, importador o agente de aduanas, transitario, servicio de entrega urgente, otros transportistas aéreos

	Camión
	Sistema de Manifiestos para Camiones del ACE 
	Una hora antes de la llegada a los Estados Unidos;  30 minutos antes de la llegada para los envíos que se benefician del programa de Comercio Libre y Seguro c
	Transportista, importador, agente de aduanas

	Ferroviario
	AMS para ferrocarriles
	2 horas antes de la llegada a los Estados Unidos
	Transportista


a
El AMS es un sistema de notificación del despacho y control de existencias de la carga para transportistas marítimos, aéreos y ferroviarios.

b
Los transportistas de carga fraccionada a granel pueden solicitar a la CBP una exención de las obligaciones de solicitud de registro con arreglo a la norma de 24 horas.

c
En el marco del programa de Comercio Libre y Seguro, los envíos por carretera del Canadá y México que reúnen las condiciones necesarias se benefician del despacho acelerado.

Fuente:
Federal Register, 68 FR 68140, 5 de diciembre de 2003, y 71 FR 62922, 27 de octubre de 2006.

20. Como parte de su Iniciativa de Seguridad de la Carga, la CBP está considerando la viabilidad de establecer el Intercambio de Comercio Mundial, una base de datos gestionada por el sector privado para mejorar la evaluación del riesgo de la carga internacional.

b)
Iniciativa de Seguridad de los Contenedores (CSI) e Iniciativa de Seguridad de la Carga

21. En octubre de 2006, la Ley de Seguridad Portuaria autorizó la CSI, que venía funcionando sobre la base de la autoridad ejecutiva desde su creación en 2002.  La CSI consiste en la selección e inspección de contenedores de alto riesgo destinados a los Estados Unidos en el puerto de partida.
  En el marco de la CSI se destacan funcionarios de la CBP a los puertos extranjeros participantes, donde identifican contenedores de alto riesgo.  Los funcionarios del país anfitrión inspeccionan esos contenedores utilizando equipo de inspección no intrusivo, inspección física, o ambas cosas, y los funcionarios de la CBP observan las inspecciones.  Según la CBP, la carga destinada a los Estados Unidos inspeccionada en un puerto CSI extranjero no se inspeccionará a su llegada a los Estados Unidos, salvo que información adicional modifique la evaluación inicial de los riesgos, o la integridad del sello de un contenedor sea dudosa.

22. La Ley de Seguridad Portuaria enumera los factores que debe considerar la CBP al designar los puertos susceptibles de beneficiarse de la CSI.
  Éstos incluyen el "nivel de riesgo de que los contenedores puedan verse comprometidos por acciones realizadas por terroristas", el volumen de la carga con los Estados Unidos, los resultados de las evaluaciones realizadas por el Servicio de Guardacostas y la medida en que el gobierno anfitrión está comprometido a compartir información fundamental con la CBP.  La CSI estaba operacional en 58 puertos marítimos extranjeros a finales de 2007, frente a 35 en abril de 2005.
  Aproximadamente el 90 por ciento de los contenedores de carga destinados a los Estados Unidos proceden de un puerto CSI o han transitado por él.

23. La Ley de Seguridad Portuaria requiere que la CBP aplique un programa piloto para escanear todos los contenedores destinados a los Estados Unidos en los puertos marítimos extranjeros, y no solamente los considerados de "alto riesgo".
  Como parte de su Iniciativa de Seguridad de la Carga, la CBP estaba aplicando ese programa en los puertos de Honduras, el Pakistán y el Reino Unido, y de manera más limitada, en Hong Kong, China;  Corea;  Omán;  y Singapur.  Estos siete puertos también participan en la CSI.  La CBP debe presentar al Congreso una evaluación de la viabilidad y el costo de ampliación de este programa a otros puertos extranjeros en el plazo de 180 días contados a partir de la plena aplicación del programa.  Las autoridades señalan que el programa debería introducirse en los siete puertos para julio de 2008.

24. Además, las Recomendaciones de Aplicación de la Ley de la Comisión del 11-S de 2007 prohíbe que los contenedores sean cargados en un buque destinado a los Estados Unidos a menos que hayan sido escaneados utilizando equipo no intrusivo de visualización y de detección de radiaciones.
  Esta prohibición entrará en vigor el 1º de julio de 2012, o en una fecha anterior que establezca el Secretario de Seguridad Interior basándose en las lecciones extraídas del programa piloto prescrito por la Ley de Seguridad Portuaria.
  El Secretario podrá posponer la aplicación para puertos específicos por períodos renovables de dos años después de certificar que cumplen al menos dos de las seis condiciones establecidas en la Ley.  Para cumplir una de esas condiciones es preciso que el "uso de sistemas de los que se dispone para escanear los contenedores ... tenga una considerable repercusión en la capacidad comercial y el flujo de la carga".
  El Comisario de la CBP ha señalado que la obligación de someter todos los contenedores destinados a los Estados Unidos a vigilancia mediante el escaneado de imágenes y la detección de radiaciones en los puertos marítimos extranjeros tendría una "gran" repercusión en el comercio, y se traduciría en "menores ganancias y mayores costos de transporte para los importadores estadounidenses".

c)
C-TPAT

25. En 2007 la Ley de Seguridad Portuaria autorizó la C-TPAT, un programa voluntario que venía funcionando sobre la base de la autoridad ejecutiva desde su creación en 2002.  En el marco de la C-TPAT, las empresas realizan autoevaluaciones exhaustivas de su cadena de suministro según criterios mínimos de seguridad, y presentan información pertinente a la CBP para obtener la certificación de la C-TPAT.  La CBP efectúa luego una evaluación in situ para validar la participación en la C-TPAT, normalmente en el plazo del año siguiente a la certificación.
  La CBP debería revalidar la participación en la C-TPAT al menos una vez cada cuatro años.
  La CBP ha publicado los criterios mínimos para los importadores;  las empresas de transporte por vía marítima, ferroviaria y por carretera (con criterios especiales para las empresas de transporte por carretera de larga distancia procedentes de México);  agentes de aduanas;  operadores de puertos marinos y operadores terminales;  y fabricantes extranjeros.

26. La participación en la C-TPAT está abierta a importadores estadounidenses
;  transportistas internacionales aéreos, marítimos y ferroviarios;  agentes de aduana con licencia en los Estados Unidos;  transitarios estadounidenses de carga aérea, intermediarios de transporte transoceánico, y transportistas comunes que no explotan buques;  transportistas terrestres que cruzan las fronteras de los Estados Unidos, el Canadá y México;  y puertos y operadores terminales en los Estados Unidos.  Los fabricantes mexicanos y canadienses también pueden participar;  otros fabricantes extranjeros sólo pueden participar por invitación de la CBP.  Se hacen invitaciones sobre la base de factores relacionados con la cadena de suministro, entre ellos las preocupaciones específicas en materia de seguridad, las amenazas estratégicas planteadas por regiones geográficas o los volúmenes de importación estratégicos.  A finales de 2007 participaban en la C-TPAT 608 fabricantes mexicanos y canadienses.

27. Los participantes en la C-TPAT se benefician de reducciones en el índice de riesgo asignado a sus expediciones por la CBP.  Por lo tanto, sus expediciones son objeto de inspecciones menos frecuentes que las expediciones con un perfil de riesgo similar de los agentes que no participan en la C-TPAT.  Los participantes validados en la C-TPAT reciben mayores reducciones en sus índices de riesgo que los participantes autorizados.  Las reducciones más significativas se reservan para los participantes en la C-TPAT cuyas medidas de seguridad exceden los criterios mínimos de seguridad y son compatibles con las "mejores prácticas".  Según la CBP, los participantes en esta categoría están sujetos a "exámenes muy infrecuentes por motivos de seguridad".

28. A fines de 2007 habían obtenido la certificación de la C-TPAT 7.915 empresas;  de éstas, cerca del 85 por ciento habían sido validadas y el 3 por ciento habían adoptado las mejores prácticas en materia de seguridad.

29. En julio de 2007, la CBP y el Servicio de Aduanas de Nueva Zelandia firmaron un acuerdo de seguridad según el cual, los participantes en el Plan de Exportaciones Seguras de Nueva Zelandia recibirán beneficios de la C-TPAT al exportar a los Estados Unidos "una vez de que [los Estados Unidos y Nueva Zelandia] hayan establecido la compatibilidad de los niveles de participación entre sus programas de cadenas de suministro".
  A mediados de 2007, los Estados Unidos estaban elaborando acuerdos de seguridad similares con las CE y Jordania.

ii) Valoración en aduana

30. En 1996, los Estados Unidos notificaron a la OMC que su legislación en materia de valoración en aduana, notificada al GATT, seguía siendo válida en el marco del Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC.
  Anteriormente, los Estados Unidos habían notificado las modificaciones para incorporar en la legislación estadounidense las disposiciones del Acuerdo relativo a la Aplicación del Artículo VII del GATT.

31. Las disciplinas en materia de valoración en aduana aplicadas por los Estados Unidos figuran en la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979.  En general, el valor en aduana de las importaciones es el valor de transacción, que excluye el transporte internacional, el seguro y otras cargas c.i.f.  En los casos en que no se puede utilizar el valor de transacción, la legislación establece cinco métodos de valoración alternativos y su orden de aplicación, que refleja la jerarquía establecida por el Acuerdo sobre Valoración en Aduana de la OMC.  Las autoridades estadounidenses señalan que no recogen la frecuencia de uso de cada método de valoración y no utilizan precios de referencia.

32. A fines de aplicar el método del valor de transacción en las transacciones que conllevan una serie de ventas, la CBP normalmente utiliza el precio pagado en la "primera o anterior" venta, es decir, la venta entre el fabricante y el intermediario extranjero.  En enero de 2008, la CBP solicitó observaciones públicas sobre su propuesta de utilizar el precio pagado en la última venta anterior a la importación en los Estados Unidos.
  Si se adoptara la propuesta de la CBP, el valor de transacción se determinaría sobre la base del precio pagado por el comprador en los Estados Unidos, en lugar de a un intermediario extranjero.

33. La CBP determina el valor final de las importaciones después de que el importador haya presentado el valor declarado.  El importador puede solicitar una explicación por escrito de cómo determinó la CBP el valor final, en el plazo de 90 días.  Además, los importadores pueden impugnar el valor final de la CBP presentando una reclamación y una solicitud de nuevo examen en el plazo de 180 días.  Se puede recurrir contra la denegación de una reclamación ante el Tribunal de Comercio Internacional de los Estados Unidos, cuyas decisiones pueden a su vez ser impugnadas ante el Tribunal Federal de Apelación, y luego, ante el Tribunal Supremo de los Estados Unidos.  Las autoridades estadounidenses indican que no mantienen datos sobre el número de reclamaciones relativas a la valoración presentadas a los puertos;  a fines de 2007 había cerca de 150 casos pendientes en materia de valoración en el Tribunal de Comercio Internacional de los Estados Unidos.

34. El valor declarado por el importador debe estar expresado en moneda estadounidense.  Los importadores deben utilizar los tipos de cambio certificados por el Banco de la Reserva Federal de Nueva York, generalmente el primer día hábil del trimestre civil en el que tuvo lugar la exportación a los Estados Unidos.

iii) Normas de origen

35. Los Estados Unidos aplican normas de origen no preferenciales y preferenciales.  Las normas de origen preferenciales mantenidas en el marco de varios acuerdos bilaterales de libre comercio concertados después de 1997 aún no se han notificado a la OMC (marzo de 2008).
  La determinación del origen se basa en la autocertificación.

36. Se aplican normas de origen no preferenciales a efectos de trato NMF, contratación pública y marcado del país de origen, y también pueden utilizarse en relación con medidas antidumping y compensatorias.
  En general, se considera que un artículo se ha producido en un país si ha sido fabricado, producido o cultivado íntegramente en ese país o si ha sido sustancialmente transformado en un artículo de comercio nuevo y distinto con un nombre, característica o uso distintos de los del artículo o los artículos a partir de los cuales ha sido transformado.
  No obstante, organismos distintos de la CBP pueden adaptar e interpretar con más detalle esos criterios generales para ajustarlos a las necesidades y fines del contexto específico en el que se aplican las normas no preferenciales.

37. Se mantienen normas de origen preferenciales en el marco de acuerdos de libre comercio y concesiones arancelarias unilaterales (cuadro AIII.1).  Los acuerdos de libre comercio estadounidenses, incluidos los que han entrado en vigor después del último examen de los Estados Unidos, aplican el criterio "obtenido íntegramente".  Para las mercancías que no cumplen este criterio, la mayoría de los acuerdos establece cambios especificados de clasificación arancelaria para determinar si se satisfacen los requisitos establecidos y, en menor medida, en criterios de contenido de valor regional, ya sea por separado o en combinación.  Para algunos productos esas normas pueden establecer también determinadas prescripciones en materia de producción.

38. En general, las normas de origen en el marco de concesiones arancelarias unilaterales requieren que las mercancías que no satisfacen el criterio "obtenido íntegramente" cumplan requisitos de contenido local para poder disfrutar de trato arancelario preferencial.  El valor de los insumos importados puede contarse para cumplir el requisito de contenido local si los insumos han sido sustancialmente transformados en un artículo de comercio nuevo y diferente antes de utilizarse para producir la mercancía que se importa en los Estados Unidos.  Este criterio se denomina transformación sustancial doble.  Se aplican disposiciones especiales a las prendas de vestir con arreglo a la Ley sobre Crecimiento y Oportunidades para África, la Ley sobre Asociación Comercial de la Cuenca del Caribe y la Ley de Promoción Comercial Andina y Erradicación de la Droga.  Para poder beneficiarse de un trato arancelario preferencial en el marco de estos programas, las prendas de vestir deben utilizar componentes estadounidenses, componentes regionales hasta un límite anual, o en el caso de la AGOA, componentes de terceros hasta un límite anual (véase también el capítulo II 4) iii)).

39. Con arreglo al Tratado de Libre Comercio con América Central y la República Dominicana (CAFTA-DR), los insumos procedentes del Canadá y México para producir prendas de vestir tejidas satisfacen el requisito del origen, con sujeción a un límite.
  Para beneficiarse de esta disposición, el Canadá y México deben proporcionar trato recíproco a los Estados Unidos, América Central y la República Dominicana.  Según las autoridades estadounidenses, este sistema beneficia a las empresas estadounidenses con inversiones en México y el Canadá, y ayuda a integrar la producción regional.

iv) Aranceles

a)
Interlocutores comerciales en régimen NMF y otros interlocutores comerciales

40. La política general de los Estados Unidos, consagrada en el artículo 126 de la Ley de Comercio Exterior de 1974, es otorgar trato arancelario en régimen NMF a todos sus interlocutores comerciales.
  Los Estados Unidos pueden adoptar leyes que nieguen el trato arancelario en régimen NMF a países específicos.  Todos los Miembros de la OMC salvo Cuba reciben trato NMF.  Además, los Estados Unidos no otorgan trato NMF a la República Popular Democrática de Corea.  Las importaciones procedentes de esos dos países están sujetas al "tipo legal", que es el tipo impuesto por la Ley Arancelaria Smoot-Hawley de 1930, en su forma enmendada.  El tipo legal figura en la columna 2 del Arancel Armonizado.  Se otorgó trato arancelario NMF permanente a Ucrania en marzo de 2006 y a Viet Nam en diciembre de 2006.

41. Los Estados Unidos otorgan trato arancelario en régimen NMF con carácter temporal y condicional a los siguientes países, todos los cuales han concertado acuerdos comerciales bilaterales con los Estados Unidos:  Azerbaiyán, Belarús, Kazajstán, Moldova, Rusia, Tayikistán, Turkmenistán y Uzbekistán.
  Se niega a esos países el trato arancelario NMF permanente e incondicional sobre la base del Título IV de la Ley de Comercio Exterior de 1974, que estipula que el Presidente de los Estados Unidos negará el trato arancelario en régimen NMF a cualquier economía que no sea una economía de mercado y no reuniera las condiciones para recibir ese trato al 3 de enero de 1975 (fecha de promulgación de la Ley), y que niega o restringe gravemente los derechos de sus ciudadanos a emigrar.  Esta disposición se conoce como enmienda Jackson-Vanik.

b)
Aranceles NMF aplicados

42. Los Estados Unidos aplican derechos de aduana a las importaciones sobre la base de su valor f.o.b. en el punto de exportación.

43. El Arancel Armonizado de los Estados Unidos fue promulgado por la Ley General de Comercio y Competencia de 1988 y entró en vigor en enero de 1989.  Se basa en el Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías (SA).
  El Arancel Armonizado de 2008 refleja la cuarta enmienda del SA (SA 2007).  El siguiente análisis se basa en el Arancel Armonizado de 2007 de los Estados Unidos.  Aunque en las fechas de preparación del presente informe el Arancel de 2008 ya se conocía, los equivalentes ad valorem de los tipos arancelarios no ad valorem sólo estaban disponibles para 2007.

44. El Arancel Armonizado de 2007 comprende 10.253 líneas arancelarias al nivel de 8 dígitos del SA (capítulos 1 a 97) (cuadro III.2).
  El promedio aritmético del arancel NMF aplicado, incluidos los equivalentes ad valorem de tipos específicos y compuestos fue del 4,8 por ciento en 2007, prácticamente el mismo que en 2004 (4,9 por ciento) (cuadro AIII.2).  El promedio arancelario aplicado para la agricultura (definición de la OMC) disminuyó del 9,7 por ciento en 2004 al 8,9 por ciento en 2007.  El promedio arancelario aplicado para productos no agropecuarios fue del 4 por ciento en 2007, el mismo que en 2004.  En 2007, las líneas libres de derechos representaban aproximadamente el 37 por ciento de todas las líneas arancelarias.

Cuadro III.2

Estructura del Arancel de los Estados Unidos

(Porcentaje)

	
	
	1998
	2000
	2002
	2004
	2007

	1.
	Número total de líneas arancelariasa
	9.997
	10.001
	10.297
	10.304
	10.253

	2.
	Aranceles no ad valorem (% de todas las líneas arancelarias)
	14,0
	12,4
	12,2
	10,6
	10,7

	3.
	No ad valorem sin equivalentes ad valorem (% de todas las líneas arancelarias)
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	4.
	Contingentes arancelarios (% de todas las líneas arancelarias)
	2,0
	2,0
	1,9
	1,9
	1,9

	5.
	Líneas arancelarias en régimen de franquicia (% de todas las líneas arancelarias)
	18,6
	31,5
	31,2
	37,7
	36,5

	6.
	Tipo arancelario medio de líneas gravables (%)
	7,2
	8,0
	7,4
	7,8
	7,6

	7.
	"Crestas" arancelarias internas (% de todas las líneas arancelarias)b
	4,9
	5,3
	5,6
	7,1
	6,9

	8.
	"Crestas" arancelarias internacionales (% de todas las líneas arancelarias)c
	7,7
	7,0
	6,6
	5,5
	5,2

	9.
	Líneas arancelarias consolidadas (% de todas las líneas arancelarias)d
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0


a
Capítulos 1 a 97, al nivel de 8 dígitos, excluidas las líneas arancelarias dentro de contingente.

b
Por crestas arancelarias internas se entiende las que exceden tres veces el tipo aplicado medio global.

c
Por crestas arancelarias internacionales se entiende las que exceden el 15 por ciento.

d
Dos líneas relativas al petróleo crudo no están consolidadas.

Fuente:
Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos proporcionados por las autoridades estadounidenses.

45. Excluyendo los tipos no ad valorem, el promedio aritmético del arancel NMF aplicado en 2008 fue del 4,4 por ciento.  El promedio del arancel NMF aplicado (excluidos los tipos no ad valorem) fue del 8,2 por ciento para la agricultura (definición de la OMC), y del 3,9 por ciento para los productos no agropecuarios.

46. La disminución del promedio del tipo arancelario NMF aplicado a la agricultura entre 2004 y 2007 refleja principalmente los aumentos de los precios de los productos agrícolas y la reducción resultante de los equivalentes ad valorem (EAV) de los tipos arancelarios no ad valorem aplicados a dichos productos.  Se registraron reducciones significativas de los EAV de los productos lácteos, el azúcar y las preparaciones alimenticias, con reducciones de entre 90 y 270 puntos porcentuales.  Entre 2004 y 2007 los EAV disminuyeron para 525 de las 1.149 líneas arancelarias sujetas a tipos no ad valorem.  No obstante, en promedio los aranceles no ad valorem siguen proporcionando mayor protección que los derechos ad valorem.  En 2007, el promedio de equivalentes ad valorem de tipos arancelarios no ad valorem fue del 9,2 por ciento, en comparación con el 4,3 por ciento para los derechos ad valorem.  Aparte de los productos agrícolas, los tipos arancelarios no ad valorem se aplican también a prendas de vestir, calzado y tocado, relojes e instrumentos de precisión.

47. En 2007 cerca del 5 por ciento de todas las líneas arancelarias estaba sujeto a tipos NMF superiores al 15 por ciento.  Los productos agropecuarios (definición de la OMC) sujetos a los tipos ad valorem o EAV más elevados eran el tabaco (350 por ciento), nata (crema) agria (177,2 por ciento) y cacahuetes (163,8 por ciento).  Otros productos agropecuarios están sujetos a aranceles de entre el 50 por ciento y el 110 por ciento, con inclusión de leche y nata (crema), sucedáneos de la mantequilla, queso, hígado de oca, azúcar, cacao en polvo, preparaciones para la alimentación infantil, mostaza preparada y fibras de algodón.  En relación con los productos no agropecuarios, el atún, las prendas de vestir, el calzado y las escobas estaban sujetos a tipos ad valorem o EAV de entre el 30 por ciento y el 64 por ciento (véase también el capítulo IV 4)).

48. Los contingentes arancelarios comprenden un poco más del 2 por ciento de todas las líneas arancelarias (véase el capítulo IV 2)).

c)
Consolidaciones en la OMC

49. A raíz de la Ronda Uruguay, los Estados Unidos consolidaron todas las líneas arancelarias de los capítulos 1 a 97, excepto dos líneas dedicadas al petróleo crudo.  El tipo arancelario medio consolidado es del 4,7 por ciento.

50. Todas las líneas arancelarias han alcanzado su tipo arancelario NMF consolidado definitivo, salvo la partida SA 3404.2000 (ceras artificiales y ceras preparadas), que pasará a estar exenta de derechos en enero de 2009.  En general, los aranceles aplicados se encuentran en sus tipos consolidados.

51. La Lista de concesiones de los Estados Unidos certificada en la OMC, donde se reflejan los cambios de 1996 en el SA, entró en vigor en marzo de 2005.
  Los Estados Unidos han presentado a la OMC listas de partidas arancelarias afectadas por los cambios del SA de 2002.  Los Estados Unidos estaban amparados por la exención colectiva otorgada por el Consejo General por la que se suspendía la aplicación de las disciplinas del GATT en materia de consolidación para que los Miembros de la OMC pudieran aplicar a nivel nacional los cambios del SA de 2002 en espera de la incorporación de esos cambios en sus Listas de concesiones.
  La exención expiró en diciembre de 2006.  Estaban también amparados por la exención colectiva relativa a los cambios del SA 2007 hasta diciembre de 2007.

d)
Aranceles preferenciales

52. Los Estados Unidos pueden otorgar preferencias arancelarias ya sea unilateralmente o en el contexto de acuerdos bilaterales o regionales de libre comercio.

53. Los Estados Unidos otorgan trato arancelario preferencial unilateral a los interlocutores comerciales que reúnen las condiciones previstas en el Sistema Generalizado de Preferencias (SGP) de los Estados Unidos, la Ley de Recuperación Económica de la Cuenca del Caribe (LRECC), modificada por la Ley sobre Asociación Comercial de la Cuenca del Caribe (CBTPA), la Ley de Preferencias Comerciales para los Países Andinos (ATPA), modificada por la Ley de Promoción Comercial Andina y Erradicación de la Droga (ATPDEA) y la Ley sobre Crecimiento y Oportunidades para África (AGOA) (véanse el capítulo II 4) ii) y el cuadro AIII.3).  Los productos de las posesiones insulares de los Estados Unidos, de Estados libremente asociados, y de la Ribera Occidental y la Franja de Gaza reúnen también las condiciones previstas para el otorgamiento de preferencias arancelarias unilaterales.

54. En virtud de los Acuerdos de Libre Comercio con Australia, Bahrein, el Canadá y México, Chile, Israel, Jordania, Marruecos, Singapur, y cuatro de los cinco miembros del Mercado Común Centroamericano (El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua) y la República Dominicana, los Estados Unidos otorgan trato arancelario preferencial a mercancías originarias de esos países (capítulo II y cuadro AIII.3).

e)
Suspensiones arancelarias temporales

55. El Congreso de los Estados Unidos ocasionalmente ha incorporado en conjuntos mayores de medidas legislativas disposiciones por las que se suspenden o reducen temporalmente los aranceles aplicados a productos específicos.  Por ejemplo, en agosto de 2006 el Congreso promulgó legislación relativa a las pensiones que incluía unas 300 suspensiones o reducciones arancelarias temporales.  Estas disposiciones fueron sancionadas como ley en agosto de 2006 como parte de la Ley de Protección de las Pensiones de 2006.  Asimismo, la Ley de Beneficios Tributarios y Servicios de Salud de 2006, sancionada como ley en diciembre de 2006, incluía cerca de 500 suspensiones o reducciones arancelarias temporales adicionales.  Ambos conjuntos de suspensiones arancelarias temporales estarán en vigor hasta el 31 de diciembre de 2009.

56. La inmensa mayoría de productos para los que los miembros del Congreso proponen eliminar o reducir los aranceles temporalmente son los productos químicos, las materias primas y otros insumos de fabricación.
  De conformidad con la práctica de larga data del Congreso, las propuestas relativas a las suspensiones o reducciones temporales de derechos "no deben suscitar polémica", lo cual significa que ningún productor nacional debe formular objeciones a las mismas.  Además, la pérdida de ingresos resultante de la suspensión o reducción de derechos no debe exceder de 500.000 dólares EE.UU. por producto.
  Las propuestas relativas a las suspensiones o reducciones de derechos son examinadas por los subcomités pertinentes del Congreso, los organismos del poder ejecutivo y la Comisión de Comercio Internacional.  En general, las suspensiones o reducciones temporales de derechos figuran en el capítulo 99 del Arancel Armonizado.

v) Otras cargas que afectan a las importaciones

57. Determinadas importaciones siguen sujetas a un gravamen por tramitación de mercancías y un gravamen de mantenimiento de puertos;  ambos fueron descritos en el informe de la Secretaría para el último examen de los Estados Unidos.  El gravamen por tramitación de mercancías se aplica a las importaciones valoradas en más de 2.000 dólares EE.UU.
  El gravamen está fijado en el 0,21 por ciento del valor de importación;  los mínimos y máximos legales son 25 dólares y 485 dólares EE.UU.  En virtud de los Acuerdos de Libre Comercio concluidos entre los Estados Unidos y Australia, Bahrein, el Canadá y México, Chile, la República Dominicana y Centroamérica, Israel y Singapur, los productos originarios de esos países están exentos.  Las importaciones admisibles procedentes de países menos adelantados y países beneficiarios de la LRECC están también exentas, al igual que determinados productos importados en el marco del SGP.  La aplicación del gravamen por tramitación de mercancías se ha ampliado hasta septiembre de 2014, tras la adopción de la Ley para la Creación de Empleo de 2004.

58. Según las autoridades estadounidenses, la intención del Congreso era que la cuantía del gravamen por tramitación de mercancías representara aproximadamente el costo para la CBP de la tramitación de entradas de mercancías importadas.
  También han observado que el techo legal de los gravámenes de tramitación de mercancías se introdujo en parte "para abordar preocupaciones expresadas en el marco del GATT".
  Con arreglo a la Ley para la Creación de Empleo en los Estados Unidos de 2004, el Secretario del Tesoro debe formular recomendaciones sobre la posible eliminación de los gravámenes percibidos por el Departamento de Seguridad Interior, incluido el gravamen por tramitación de mercancías.
  Dichas recomendaciones aún no se han formulado.  En el contexto del último examen de los Estados Unidos, las autoridades estadounidenses indicaron que no tenían intención de eliminar el gravamen por tramitación de mercancías.

59. Las importaciones por vía acuática valoradas en más de 2.000 dólares EE.UU. y desembarcadas en un puerto que recibe fondos federales para mantenimiento están sujetas a un gravamen de mantenimiento de puertos con independencia de su origen
;  la carga interna valorada en más de 1.000 dólares EE.UU. está también sujeta al gravamen.  El gravamen, que sólo puede cobrarse una vez por la misma carga, está fijado en el 0,125 por ciento de su valor, y es recaudado por el Servicio de Aduanas y Protección de las Fronteras.  Las autoridades estadounidenses han indicado que la finalidad del gravamen de mantenimiento de los puertos es "procurar que las empresas que se benefician directamente del uso de puertos estadounidenses ...  sufraguen el costo del mantenimiento de esos puertos".
  Además, describieron el gravamen como "insignificante".

60. La carga exportada está exenta del gravamen de mantenimiento de puertos;  ello es consecuencia de una decisión de 1998 de la Corte Suprema de los Estados Unidos que sostuvo que el gravamen de mantenimiento de puertos presentaba "indicios de un impuesto", y que el valor de la carga de exportación -la base sobre la que se determina el gravamen- no "tenía una correlación fiable con los servicios, instalaciones y beneficios federales de los puertos utilizados o utilizables por el exportador".

61. Los Estados Unidos aplican impuestos federales sobre el consumo de determinados productos importados y nacionales, con inclusión de combustibles, determinados automóviles, camiones pesados y remolques, artículos de deporte, armas de fuego y munición, bebidas destiladas, productos del tabaco, y papel.

62. La cerveza (importada y nacional) está sujeta al impuesto federal sobre el consumo a un tipo de 18 dólares EE.UU. por barril de 31 galones.
  Se aplica un tipo reducido de 7 dólares EE.UU. a los primeros 60.000 barriles de cerveza producidos al año por un fabricante de cerveza nacional con una producción anual igual o inferior a dos millones de barriles.  La cerveza importada no puede beneficiarse del tipo reducido.

63. El vino importado y nacional está sujeto al impuesto federal sobre el consumo a un tipo que va de 1,07 dólares EE.UU. a 3,40 dólares EEUU.  por galón de vino.
  Los pequeños productores nacionales (los que tienen una producción anual igual o inferior a 150.000 galones de vino) pueden beneficiarse de un crédito de 0,90 dólares EE.UU. por galón de vino sobre los primeros 100.000 galones de vino.  Se ofrecen tipos de crédito decrecientes a las bodegas que producen entre 150.000 y 250.000 galones de vino al año.

64. Los Estados Unidos no aplican un impuesto sobre el valor añadido.  Los gobiernos subfederales pueden aplicar impuestos sobre las ventas e impuestos sobre el consumo adicionales a las importaciones y a los productos nacionales.

vi) Medidas antidumping y compensatorias

65. Los Estados Unidos consideran que se requieren normas efectivas en materia de medidas antidumping y subvenciones para abordar las importaciones con efecto perjudicial de mercancías objeto de dumping y subvencionadas, y que esas normas pueden asimismo contribuir a sostener el apoyo a la continuación de la liberalización del comercio.  En este sentido, han señalado que, "[p]ara lograr la viabilidad a largo plazo de la OMC y la prosperidad económica de sus Miembros, es imprescindible mantener la confianza en la aplicación de las normas acordadas, apoyar la continuación de la liberalización del comercio, contrarrestar los efectos perjudiciales de las prácticas que distorsionan el comercio, y eliminar o reducir estas prácticas en la medida de lo posible".

66. En el contexto del Grupo de Negociación sobre las Normas de la OMC, los Estados Unidos consideran que las medidas comerciales correctivas son parte integrante del actual sistema internacional de comercio basado en normas.
  Los Estados Unidos también han presentado varias propuestas para aclarar y mejorar el Acuerdo Antidumping y el Acuerdo SMC, incluidas las propuestas relativas a las compensaciones por comparaciones de transacciones no objeto de dumping, también conocidas como "reducción a cero".

a)
Legislación y aplicación
67. Las principales disposiciones sobre derechos antidumping y compensatorios de los Estados Unidos están contenidas en el Título VII de la Ley Arancelaria de 1930, modificado en virtud de la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979.  La Ley de Comercio y Aranceles de 1984, la Ley General de Comercio y Competencia de 1988, y la Ley de los Acuerdos de la Ronda Uruguay (URAA) de 1994 introdujeron nuevas modificaciones de la legislación antidumping y sobre derechos compensatorios.  Los reglamentos que rigen la manera en que se realizan las investigaciones antidumping y sobre derechos compensatorios (incluidos los exámenes) figuran en el título 19 del Código de Reglamentos Federales, partes 201, 207, 351, 353 y 355.

68. En los Estados Unidos, la administración de las leyes y los acuerdos sobre medidas antidumping y compensatorias es competencia de la Administración de Comercio Internacional (ITA), perteneciente al Departamento de Comercio de los Estados Unidos (USDOC), y de la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos (USITC).  La ITA determina la existencia y el margen de dumping y de las subvenciones en las investigaciones antidumping y sobre derechos compensatorios, y la USITC determina la existencia de daño importante a la rama de producción nacional como resultado de las importaciones objeto de dumping o de subvención.  La Unidad de Análisis y Asesoramiento para solicitudes antidumping/derechos compensatorios de la ITA, establecida en 2004, ayuda a las empresas estadounidenses a recurrir a las leyes estadounidenses sobre comercio desleal.  La Unidad proporciona asistencia, entre otras cosas, para ayudar a comprender la legislación y los reglamentos, e información sobre cómo presentar las solicitudes.

69. En general, el USDOC inicia las investigaciones antidumping y sobre derechos compensatorios a instancias de los reclamantes y sobre la base de solicitudes por escrito;  está facultado para iniciar investigaciones por propia iniciativa, pero rara vez lo hace.  Las peticiones de investigación deben presentarse simultáneamente a la ITA y la USITC.  Una vez iniciada la investigación, la USITC realiza una determinación preliminar de la existencia de daño:  si ésta es negativa, se pone fin a la investigación;  si es positiva, la ITA formula una determinación preliminar de la existencia de dumping o subvención.  Con independencia de que la determinación preliminar de la ITA sea positiva o negativa, la investigación continúa.  Si la determinación es positiva, pueden aplicarse medidas provisionales.  Si, en su determinación final, la ITA constata la existencia de un margen de dumping o una tasa de subvención superiores a los niveles de minimis, la USITC formula una determinación definitiva de la existencia de daño:  si la determinación es positiva, la ITA expide una orden de imposición de derechos antidumping o compensatorios;  si es negativa, se pone fin a la investigación, no se dicta ninguna orden, se anulan las medidas provisionales y se devuelven los depósitos en efectivo.

70. Las investigaciones antidumping y sobre derechos compensatorios pueden suspenderse, en determinadas circunstancias, sobre la base de un acuerdo con el exportador o, en determinados casos, los gobiernos extranjeros, para interrumpir las exportaciones, o para eliminar los efectos perjudiciales.  Con respecto a las investigaciones antidumping, en virtud de los acuerdos de suspensión, los exportadores que representen sustancialmente la totalidad de las importaciones del producto objeto de investigación podrán convenir en interrumpir las exportaciones o aceptar compromisos relativos a los precios.  En el caso de las economías que no son de mercado, los acuerdos de suspensión antidumping podrán combinar compromisos relativos a los precios con elementos adicionales a fin de evitar la contención de la subida de los precios o la reducción artificial de los mismos.  En el caso de las investigaciones sobre derechos compensatorios, el gobierno que presuntamente conceda la subvención puede convenir en eliminarla, compensar en su totalidad la subvención neta o interrumpir o limitar las exportaciones de la mercancía a los Estados Unidos.  Cualquier acuerdo suscrito con un Miembro de la OMC considerado una economía de mercado para suspender una investigación antidumping puede conllevar únicamente compromisos sobre los precios;  los acuerdos relativos a una investigación en materia de derechos compensatorios pueden entrañar también restricciones cuantitativas.

71. Las partes interesadas pueden solicitar exámenes administrativos de órdenes de imposición de derechos antidumping y compensatorios cada 12 meses.  Éstos tienen por función determinar la cuantía del derecho que finalmente se impondrá a las importaciones durante el período de examen, y calcular de nuevo la cuantía de la subvención neta susceptible de medidas compensatorias o el margen de dumping para mercancías sujetas a la orden de imposición de derechos antidumping o compensatorios, a fin de establecer la cuantía del depósito para los períodos subsiguientes.  Si no se solicita un examen respecto de un período concreto de 12 meses, los derechos definitivos se fijan en la cantidad depositada para ese período.

72. Los exámenes por extinción se realizan con arreglo al artículo 751(c) de la Ley Arancelaria de 1930 de los Estados Unidos, en su forma enmendada por la URAA, que obliga al USDOC y la USITC a realizar tales exámenes a más tardar cinco años después de la imposición de una medida antidumping o compensatoria definitiva, con el fin de determinar si su revocación probablemente daría lugar a la continuación o repetición del dumping o las subvenciones susceptibles de compensación (USDOC) y del daño importante a la rama de producción estadounidense (USITC).  Cada examen por extinción se centra en una orden específica (referente a un país y a un producto);  los acuerdos de suspensión son también objeto de exámenes.
  El Sunset Policy Bulletin (SPB) del USDOC ofrece orientación sobre cuestiones metodológicas o analíticas para la realización de exámenes por extinción no reguladas expresamente por leyes y reglamentos.
  
73. Un Grupo Especial establecido para examinar los procedimientos de examen por extinción de los Estados Unidos determinó que algunos aspectos de estos procedimientos eran incompatibles con las normas de la OMC.
  En consecuencia, el USDOC dictó reglamentos modificados
, con efecto a partir del 31 de octubre de 2005 en los que se enmendaban las disposiciones sobre la "renuncia" que regulan el trato que ha de darse a las partes interesadas que no proporcionan una respuesta sustantiva al aviso de iniciación de un examen por extinción del USDOC, y se aclaraban los requisitos para la participación de las partes en una audiencia pública en un examen por extinción acelerado.  Mediante la introducción de requisitos adicionales y más precisos para las empresas que no desean participar en un examen por extinción (renuncia expresa), eliminan la posibilidad de que las determinaciones de probabilidad a nivel de toda la orden formuladas por el USDOC se basen en presuposiciones sobre la probabilidad de continuación o repetición del dumping o de una subvención que puede ser objeto de medidas compensatorias debido a la renuncia de las partes.  Asimismo, como consecuencia de las modificaciones, el USDOC ya no formula constataciones de probabilidad específicas por empresas para aquellas que se abstengan de presentar una declaración de renuncia y de proporcionar una respuesta sustantiva al aviso de iniciación (renuncia presunta).

74. Con arreglo a los procedimientos de examen por extinción, las órdenes publicadas después del 1º de enero de 1995 se examinan cinco años después de su entrada en vigor (exámenes normales).  El USDOC y la USITC también examinaron las órdenes vigentes antes del 1º de enero de 1995 (exámenes de transición de las órdenes).

75. De conformidad con la Orden Nº 165 revisada del Departamento del Tesoro, en su forma enmendada, el Comisario de Aduanas está facultado para exigir las fianzas u otras garantías consideradas necesarias para la protección de los ingresos públicos o para velar por el cumplimiento de cualquier ley, reglamento o instrucción pertinente, incluidas las órdenes de imposición de medidas antidumping y compensatorias, así como para determinar la forma y las condiciones de esas fianzas (fianzas aduaneras).  Las fianzas pueden depositarse para una o muchas transacciones (fianzas continuadas).

76. Además, la Aduana puede exigir fianzas de mayor cuantía a los importadores de mercancías sujetas a un mayor riesgo de incumplimiento.
  En este sentido, los requisitos adicionales en materia de fianzas para los importadores de determinados productos agropecuarios y obtenidos mediante acuicultura sujetos a derechos antidumping o compensatorios, también conocidos como "requisitos de fianza continuada ampliada" (EBR) han sido impugnados en la OMC y han conducido al establecimiento de un grupo especial.
  El informe del Grupo Especial rechazó determinadas reclamaciones contra los Estados Unidos, a saber que las leyes, normas y reglamentos de los Estados Unidos que autorizan la imposición del EBR eran incompatibles en sí mismos con las disposiciones de la OMC, pero concluyó que la aplicación de esos requisitos a los camarones procedentes de la India y Tailandia era incompatible con las normas de la OMC.

77. La Ley de compensación por continuación del dumping y mantenimiento de las subvenciones (CDSOA) de 2000, conocida también como Enmienda Byrd, fue revocada por el Subtítulo F del Título VII de la Ley de Reducción del Déficit de 2005 (Revocación de la compensación por continuación del dumping y mantenimiento de las subvenciones).  No obstante, de conformidad con la Ley de 2005, todos los derechos antidumping y compensatorios establecidos sobre las importaciones de mercancías realizadas y solicitadas antes del 1º de octubre de 2007 se han seguido distribuyendo a los miembros de la rama de producción estadounidense afectada que haya apoyado la solicitud de investigación.
  Las asignaciones se han distribuido sobre la base de un ejercicio fiscal, en proporción con los gastos admisibles:  el valor estimado de desembolso era de 225 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio fiscal 2005 y de 380,6 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio fiscal 2006.  Los desembolsos realizados en el marco de la CDSOA desde su entrada en vigor en el ejercicio fiscal 2001 totalizan unos 1.900 millones de dólares EE.UU.
  El 1º de octubre de 2006, los depósitos CDSOA en la cuenta de compensación totalizaban 1.210 millones de dólares EE.UU.
  Se trata de una cuantía considerablemente inferior a los 3.950 millones de dólares EE.UU. registrados en el ejercicio fiscal 2004, y los 5.600 millones de dólares EE.UU. registrados en el ejercicio fiscal 2005, y corresponde principalmente a la terminación de los derechos percibidos con arreglo a las órdenes de imposición de medidas antidumping y compensatorias sobre la madera blanda procedente del Canadá, que totalizaron cerca de 2.900 millones de dólares EE.UU.
78. A finales de 2000, 11 Miembros de la OMC impugnaron la compatibilidad de la CDSOA con la OMC, y en enero de 2003 el Órgano de Apelación confirmó las constataciones de un Grupo Especial de que determinados aspectos de la CDSOA no eran compatibles con las normas multilaterales.
  En 2006, los Estados Unidos señalaron que, a través de la Ley de Reducción del Déficit de 1º de febrero de 2006, habían adoptado todas las medidas necesarias para aplicar las recomendaciones y resoluciones del OSD.  Los 11 reclamantes se mostraron en desacuerdo;  las CE y el Japón han notificado al OSD la lista de derechos de retorsión que en 2007 abarcan las importaciones con un valor de hasta 81,19 millones de dólares EE.UU. para las CE y hasta 48,18 millones de dólares EE.UU. para el Japón.

b)
Medidas antidumping
79. El número de investigaciones iniciadas disminuyó bruscamente a partir de 2004, pero aumentó en 2007 (cuadro III.3).  Sólo hubo siete iniciaciones en 2006, pero en 2007 se iniciaron 29 investigaciones.  Dieciséis de las 20 investigaciones iniciadas en 2005 y 2006 (un 80 por ciento del total) dieron lugar a la imposición de medidas provisionales.  Todas las investigaciones iniciadas en 2006 condujeron a la aplicación de medidas provisionales, mientras que la USITC formuló determinaciones preliminares negativas de daño en cuatro de los casos iniciados en 2005.
  A fecha de febrero de 2008, sólo cuatro de las 29 investigaciones iniciadas en 2007 habían dado lugar a la imposición de medidas provisionales.

Cuadro III.3

Investigaciones antidumping y medidas impuestas, 1980-2007
	
	1980-1990
	1991-2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007

	Investigaciones iniciadas
	418
	492
	35
	36
	26
	13
	7
	29

	Determinaciones preliminares de la existencia de daño, afirmativas
	336
	410
	15
	29
	25
	9
	7
	4

	Determinaciones preliminares de la existencia de dumping, afirmativas, de las cuales
	..
	..
	15
	23
	25
	9
	7
	4

	
medidas provisionales aplicadas
	..
	..
	12
	23
	25
	9
	7
	4

	Determinaciones definitivas de la existencia de dumping
	283
	355
	14
	20
	21
	9
	5
	2

	Determinaciones definitivas de la existencia de daño, de las cuales
	183
	231
	12
	16
	16
	6
	2
	0

	
órdenes de imposición de derechos pronunciadas
	183
	229
	12
	16
	16
	6
	2
	0

	Acuerdos de suspensión
	0
	2
	1
	1
	0
	0
	2
	0

	Determinaciones en los exámenes por extincióna
	n.a.
	391
	11
	6
	30
	65
	74
	29

	Revocaciones
	69
	142
	7
	2
	33
	21
	15
	26


..
No disponible.

n.a.
No se aplica.

a
Número de órdenes antidumping mantenidas o revocadas como resultado de los exámenes por extinción.

Nota:
Las cifras se refieren al año en el que se inició la investigación.

Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de la información proporcionada por el Departamento de Comercio de los Estados Unidos;  la USITC;  y las notificaciones.
80. En 2005, se dictaron 17 nuevas órdenes de imposición de derechos antidumping, mientras que en 2006 se dictaron sólo siete;  en 2007, sólo se dictaron dos nuevas órdenes de imposición de derechos antidumping, y se firmaron dos acuerdos de suspensión sobre el jugo de limón con la Argentina y México.  Se aplicaron órdenes de imposición de derechos definitivos en seis de los 13 casos iniciados en 2005;  para el resto, la USITC formuló una determinación negativa definitiva.  Para los casos iniciados en 2006 se habían dictado dos órdenes antidumping definitivas y se habían firmado dos acuerdos de suspensión para febrero de 2008.

81. A fines de diciembre de 2007, se aplicaron órdenes de imposición de derechos antidumping definitivos a las importaciones procedentes de 39 países, frente a 44 países a finales de 2004 (cuadro III.4).  Durante el período objeto de examen, se produjo un aumento de las órdenes aplicadas a China y la India, y una disminución del número aplicado a los países de las CE.  Ello se debe al menor número de investigaciones iniciadas respecto de los productos procedentes de estos países, así como a la revocación de derechos mediante exámenes por extinción y administrativos.

82. A finales de 2007, alrededor de un 51 por ciento de todas las medidas antidumping se aplicaban a productos de hierro y acero;  un 14 por ciento a productos químicos y farmacéuticos, y un 10 por ciento a productos agropecuarios y forestales (cuadro III.4).

Cuadro III.4

Medidas antidumping por país y producto, 2002-2007
	Año
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007

	Interlocutor comercial/región
	266
	278
	273
	268
	256
	232

	Argentina
	6
	6
	
	6
	5
	3

	Brasil
	14
	15
	14
	14
	13
	10

	Canadá
	8
	9
	9
	6
	3
	2

	China
	43
	52
	55
	57
	58
	62

	Países de las CE (27)
	64
	64
	57
	53
	50
	36

	India
	10
	10
	12
	13
	14
	14

	Indonesia
	6
	6
	5
	5
	6
	6

	Japón
	30
	32
	29
	27
	23
	21

	Corea Rep. de
	18
	19
	19
	17
	16
	14

	México
	8
	8
	9
	10
	9
	8

	Rusia
	2
	3
	3
	4
	4
	8

	Sudáfrica
	3
	4
	4
	4
	3
	3

	Taipei Chino
	17
	17
	17
	16
	16
	15

	Tailandia
	5
	5
	7
	8
	8
	7

	Turquía
	4
	4
	3
	3
	3
	3

	Ucrania
	6
	6
	6
	6
	6
	7

	Otros países de América
	5
	4
	4
	5
	5
	3

	Otros países de Asia (con inclusión de Australia)
	12
	9
	10
	10
	10
	7

	Otros países de Europa
	5
	5
	4
	4
	4
	3

	Productos
	
	
	
	
	
	

	Productos de hierro y acero
	165
	170
	184
	166
	143
	117

	Sustancias químicas y sus productos
	43
	50
	31
	35
	33
	34

	Plástico y caucho y sus manufacturas
	7
	6
	2
	2
	4
	4

	Productos agropecuarios
	20
	20
	21
	24
	23
	24

	Pulpa de madera
	1
	1
	1
	1
	0
	0

	Textiles y artículos textiles
	4
	4
	5
	3
	3
	1

	Metales comunes y sus manufacturas
	11
	11
	10
	13
	13
	13

	Maquinaria y aparatos mecánicos
	6
	6
	6
	6
	6
	6

	Bienes de consumo, otros
	11
	10
	13
	18
	31
	30


Fuente:
OMC, sobre la base de la información proporcionada por el Departamento de Comercio de los Estados Unidos, la USITC y las notificaciones.
83. A fecha de 31 de diciembre de 2007, excluidas las suspensiones, estaban en vigor 224 medidas definitivas.  En esa fecha, estaban en vigor 232 órdenes de imposición de derechos antidumping y acuerdos de suspensión, en comparación con 273 en diciembre de 2004.

84. De las 263 medidas antidumping y compensatorias en vigor a fines de 2007, 182 habían sido renovadas después de un examen, es decir, habían estado en vigor durante más de cinco años.  La medida antidumping más antigua en vigor data de 1973 y, a finales de 2007, 32 medidas antidumping y 4 medidas compensatorias habían estado en vigor durante al menos 20 años;  98 medidas antidumping y 10 medidas compensatorias habían estado en vigor durante más de 10 años.  La duración media de una medida antidumping en vigor a finales de 2007 era de unos 11 años.

85. Las importaciones objeto de investigaciones antidumping en el ejercicio fiscal 2005 (último año para el que se dispone de datos) totalizaron 353 millones de dólares EE.UU., lo cual representaba el 0,03 por ciento de las importaciones totales, y se formularon determinaciones afirmativas sobre importaciones por un total de 297 millones de dólares EE.UU.
  Las importaciones sujetas a medidas antidumping/compensatorias (con inclusión de medidas provisionales) representaban un 0,3 por ciento (62.000 millones de dólares EE.UU.) de las importaciones totales de los Estados Unidos durante el período 1980-2005.  Aunque el porcentaje de importaciones es relativamente bajo, la aplicación de derechos antidumping no puede realizarse sin costos cuando se trata de casos en los que la fijación de precios no es predatoria.
86. El nivel de derechos antidumping aplicados durante el período objeto de examen variaba considerablemente.  Los derechos definitivos aplicados durante el período comprendido entre el 1º de julio de 2005 y el 31 de diciembre de 2007 van del 3,91 por ciento al 280,57 por ciento;  los derechos provisionales aplicados durante el mismo período oscilan entre el 3 por ciento y el 280,57 por ciento (cuadro AIII.4).
87. Durante el período objeto de examen, los Estados Unidos suscribieron dos nuevos acuerdos de suspensión con la Argentina y México, ambos relativos al jugo de limón.  A finales de 2007, estaban en vigor ocho acuerdos de suspensión, con la Argentina, México, la Federación de Rusia y Ucrania;  tres de estos acuerdos se refieren al acero.
  Cuatro de los acuerdos conllevan un compromiso relativo a los precios, y los otros cuatro establecen límites a la exportación combinados con compromisos relativos a los precios.
88. En 2005 y 2006 se llevaron a cabo 145 exámenes administrativos de derechos antidumping.  En 2006, la Argentina solicitó la celebración de consultas con los Estados Unidos en relación con su examen administrativo de los derechos antidumping sobre determinados artículos tubulares para campos petrolíferos distintos de los tubos de perforación.
  Las autoridades estadounidenses señalaron que se había llegado a un acuerdo en febrero de 2008.
89. Con arreglo a los procedimientos de examen por extinción, entre enero de 2000 y diciembre de 2007 se examinaron, siguiendo los procedimientos normales, 210 órdenes de imposición de derechos antidumping y compensatorios, de las cuales 58 fueron revocadas.
  Aparte de los "exámenes normales", el USDOC y la USITC han seguido examinando órdenes que estaban en vigor antes del 1º de enero de 1995 (exámenes del período de transición).  Las 309 medidas antidumping y compensatorias definitivas en vigor el 1º de enero de 1995 se habían examinado entre julio de 1998 y el 30 de junio de 2001 (exámenes de transición de la primera ronda);  de ellas, 146 fueron revocadas.  De las que no fueron revocadas, 151 medidas definitivas se examinaron de nuevo entre enero de 2004 y febrero de 2006 (exámenes de transición de la segunda ronda) y, a finales de 2007, se habían revocado 67.  Si bien las revocaciones han sido frecuentes en el caso de los exámenes de transición, han sido menos frecuentes en el caso de exámenes por extinción normales.  La mayoría de los exámenes por extinción normales (128 de 210) realizados entre 2000 y finales de 2007 dieron como resultado la continuación de la aplicación de derechos.  Por otra parte, más del 60 por ciento de los exámenes de transición (187 de 309) dieron lugar a revocaciones.  Las revocaciones de los exámenes por extinción aumentaron durante el período 2005-2007:  25 en 2005, 24 en 2006 y 64 en 2007 (frente a 24 durante el período 2002-2004).
90. Las revocaciones en el período 2005-2007 incluían sobre todo productos de hierro y acero (una tres cuartas partes del total), así como sustancias químicas, textiles, productos de la industria del automóvil y azúcar;  abarcaban 24 socios comerciales.
  Se siguieron aplicando derechos al hierro y acero, sustancias químicas, textiles industriales y productos agropecuarios.
  La mayor parte de las revocaciones se debieron a la ausencia de interés nacional en la continuación de la aplicación de derechos.  Las autoridades han señalado que la tasa de continuación de medidas definitivas coloca a los Estados Unidos por debajo de otros importantes usuarios de medidas correctivas antidumping.
91. Algunos aspectos de las investigaciones y los procedimientos antidumping y de la determinación de medidas antidumping de los Estados Unidos fueron objeto de diferencias en el marco de la OMC durante el período objeto de examen (cuadro AII.2).  La metodología del USDOC de no compensar las ventas no objeto de dumping, también denominada "reducción a cero" (márgenes negativos de dumping), al determinar el promedio ponderado de los márgenes de dumping, siguió siendo fuente de diferencias jurídicas, y el Ecuador, las CE, el Japón, México y Tailandia presentaron al OSD reclamaciones contra los Estados Unidos.
  En el caso promovido por el Japón, el Órgano de Apelación confirmó una constatación del Grupo Especial en el sentido de que los procedimientos de reducción a cero de los Estados Unidos constituyen una medida que puede ser impugnada, pero revocó algunas de las conclusiones del Grupo Especial, constatando, por ejemplo, que la utilización por los Estados Unidos de los procedimientos de reducción a cero cuando calculan márgenes de dumping sobre la base de comparaciones transacción por transacción en investigaciones iniciales, o la dependencia, en los exámenes por extinción, respecto de los márgenes de dumping calculados en procedimientos anteriores mediante la utilización de la reducción a cero, eran incompatibles con el Acuerdo Antidumping.
  En el caso promovido por México y otros países, el Grupo Especial resolvió, en diciembre de 2007, que la reducción a cero por modelos utilizada en las investigaciones es, "en sí misma", incompatible con el Acuerdo Antidumping, pero que la reducción a cero simple en los exámenes periódicos no es incompatible.

92. En septiembre de 2006 se halló una solución mutuamente convenida a varias diferencias entre los Estados Unidos y el Canadá relativas a las investigaciones antidumping y sobre derechos compensatorios realizadas por los Estados Unidos respecto de la madera blanda, mediante la firma de un Acuerdo sobre la Madera Blanda.  En marzo de 2006 se firmó un Acuerdo sobre el Comercio de Cemento entre los Estados Unidos y México por el que se resuelve el asunto de larga data Estados Unidos - Aplicación de medidas antidumping al cemento procedente de México.  El Acuerdo sobre el Comercio de Cemento hace posible un aumento de las importaciones de cemento mexicano, promueve las exportaciones de cemento de los Estados Unidos a México y soluciona litigios pendientes, previendo la revocación de la orden de imposición de derechos antidumping a partir del 1° de febrero de 2009.

c)
Derechos compensatorios
93. Durante el período objeto de examen se iniciaron dos o tres investigaciones sobre derechos compensatorios (cuadro III.5).  A diferencia de las 12 órdenes mencionadas en el examen anterior de los Estados Unidos, durante el período que se examina se dictaron dos órdenes definitivas de imposición de derechos compensatorios.  Tres investigaciones concluyeron con una determinación negativa de la ITA o la USITC.

94. En general, había 31 órdenes de imposición de derechos compensatorios en vigor a finales de diciembre de 2007, frente a 57 en 2004, correspondientes a 13 interlocutores comerciales.
  Un 60 por ciento de las órdenes de imposición de derechos compensatorios en vigor estaban relacionados con productos de acero.

95. Las importaciones objeto de investigaciones sobre derechos compensatorios en el ejercicio fiscal 2005 ascendieron a 26 millones de dólares EE.UU., en comparación con 366 millones de dólares EE.UU. en el ejercicio fiscal 2002 (último año para el que se disponía de información).

Cuadro III.5

Investigaciones sobre derechos compensatorios y medidas impuestas, 1980-2007
	
	1980-1990
	1991-2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	2007

	Investigaciones iniciadas
	240
	89
	4
	5
	3
	2
	3
	5

	Determinaciones preliminares de la existencia de daño, afirmativas
	210
	71
	3
	2
	3
	2
	3
	3

	Determinaciones preliminares en materia de derechos compensatorios, afirmativas, de las cuales
	..
	..
	3
	2
	3
	2
	3
	3

	
medidas provisionales aplicadas
	..
	..
	3
	2
	3
	2
	3
	3

	Determinaciones definitivas en materia de derechos compensatorios
	176
	71
	3
	2
	1
	2
	0
	0

	Determinaciones definitivas de la existencia de daño, de las cuales
	..
	..
	2
	2
	0
	2
	0
	0

	
órdenes de imposición de derechos pronunciadas
	107
	44
	2
	2
	0
	2
	0
	0

	Revocaciones
	83
	93
	0
	0
	2
	4
	11
	7


..
No disponible.

Nota:
Las cifras se refieren al año en el que se inició la investigación.

Fuente:
OMC, sobre la base de la información proporcionada por el Departamento de Comercio de los Estados Unidos, la USITC y las notificaciones.
96. Las diferencias relacionadas con los derechos compensatorios durante el período objeto de examen se referían exclusivamente a casos iniciados antes de 2006 (véase el cuadro AII.2).  Estos casos incluían:  las metodologías estadounidenses de "cambio de propiedad" con respecto a empresas privatizadas
;  una investigación de los Estados Unidos en materia de derechos compensatorios sobre los semiconductores para memorias dinámicas de acceso aleatorio
;  y el examen por los Estados Unidos de la orden de imposición de derechos compensatorios relativa a determinados productos de madera blanda.
  Se alcanzó un acuerdo con respecto a esta última mediante el Acuerdo sobre la madera blanda de construcción entre los Estados Unidos y el Canadá, firmado en septiembre de 2006.

vii) Salvaguardias

a)
Salvaguardias globales
97. La legislación de los Estados Unidos sobre salvaguardias globales figuran en los artículos 201 a 204 de la Ley de Comercio Exterior de los Estados Unidos, de 1974, modificada por la URAA.  Con arreglo al artículo 201 de esa Ley, la USITC determina si las importaciones de un artículo se han incrementado en tal cantidad que son causa sustancial de daño grave o amenaza de daño grave para la rama de producción nacional de un artículo similar o directamente competidor.  Si su determinación es positiva, la USITC recomienda al Presidente la adopción de medidas para hacer frente al daño grave o la amenaza de daño grave y facilitar el ajuste de la rama de producción nacional a la competencia de las importaciones.  El Presidente formula la decisión definitiva con respecto a la adopción de medidas de alivio y la forma y cuantía del alivio en el plazo de 60 días contados desde la recepción de un informe de la USITC.

98. De conformidad con la legislación estadounidense, las medidas de salvaguardia pueden consistir en aranceles, restricciones cuantitativas o contingentes arancelarios, licencias de importación y otras medidas enumeradas en el artículo 203 de la Ley de Comercio Exterior de 1974.  Los países del TLCAN están excluidos de la aplicación de medidas de salvaguardia, a menos que, a nivel individual, representen una proporción sustancial de las importaciones totales y se demuestre que realizan una contribución importante al daño grave.

99. Durante el período objeto de examen, los Estados Unidos no han aplicado ninguna medida de salvaguardia ni han iniciado investigaciones sobre salvaguardias;  no se han iniciado nuevos casos al amparo del artículo 201.  Las medidas de salvaguardia aplicadas en las cuatro investigaciones iniciadas entre 1998 y 2001, relativas a los productos de acero, expiraron o se suprimieron a finales de 2003.  En 2002 se estableció un Sistema de Vigilancia y Análisis del Acero (SIMA) a fin de recopilar estadísticas oportunas detalladas sobre las importaciones de acero.  El SIMA seguirá en vigor hasta el 21 de marzo de 2009.
  Las prescripciones en materia de licencias se aplican a todas las importaciones de productos básicos de las acerías procedentes de todos los países.
  Las autoridades han señalado que, si bien el programa de licencias se estableció inicialmente junto con la medida correctiva de salvaguardia, en la actualidad depende de una autoridad distinta sin relación alguna.

b)
Salvaguardias especiales
100. La USITC también lleva a cabo investigaciones sobre salvaguardias específicas para países o regiones (salvaguardias especiales) de conformidad con la legislación que aplica los acuerdos de libre comercio estadounidenses, incluidos el TLCAN, el CAFTA y los ALC con Australia, Bahrein, Chile, Marruecos y Singapur.  Si la USITC constata, como resultado de una reducción de derechos en el marco de un acuerdo de libre comercio, que una rama de producción nacional sufre daño grave o amenaza de daño grave debido al aumento de las importaciones, recomienda medidas de alivio temporal al Presidente y éste adopta la decisión definitiva.  El alivio puede consistir en el desmantelamiento de una reducción de derechos en el marco del acuerdo o en la suspensión de reducciones adicionales de los derechos sobre el producto importado.  Durante el período objeto de examen no se iniciaron investigaciones sobre salvaguardias ni se mantuvieron medidas de ese tipo.

101. Con arreglo al artículo 421 de la Ley de Comercio Exterior de 1974, la USITC realiza "investigaciones sobre salvaguardias en relación con China" en las que determina, de conformidad con el párrafo 1 del artículo 16 de la Parte I del Protocolo de Adhesión de la República Popular China a la OMC, si un producto procedente de China se está importando en los Estados Unidos en cantidades o en condiciones tales que causan o amenazan causar una perturbación del mercado para los productores nacionales de productos similares o directamente competidores.  Si la USITC formula una determinación positiva, propone una medida correctiva y envía su informe al Presidente, que adopta la decisión correctiva definitiva.  
102. En septiembre de 2007 no estaba en curso ninguna investigación en virtud del artículo 421.  Entre noviembre de 2002 y agosto de 2005 la USITC inició cinco investigaciones al amparo de ese artículo;  en tres casos se formularon determinaciones positivas, si bien no se aplicaron derechos, ya que el Presidente consideró que no favorecerían el interés económico nacional.

103. Los Estados Unidos (y otros Miembros de la OMC) pueden aplicar medidas de salvaguardia para los productos textiles en forma de contingentes, de conformidad con el Protocolo de Adhesión de la República Popular China a la OMC, que incluye un mecanismo transitorio de salvaguardia para los productos textiles y prendas de vestir que expirará el 31 de diciembre de 2008.  El Comité para la Aplicación de los Acuerdos Textiles (CITA), un grupo interorganismos presidido por el USDOC, se ocupa de las cuestiones que afectan a la política comercial textil y supervisa la aplicación de todos los acuerdos comerciales textiles, incluida la aplicación de esas medidas de salvaguardia especiales.  La Oficina de Textiles y Prendas de Vestir (OTEXA) del USDOC presta personal de apoyo al CITA, supervisa todos los acuerdos y proporciona análisis económicos y datos pertinentes para la actuación del CITA.
  Desde noviembre de 2005 no se han recibido nuevas peticiones de investigaciones en materia de salvaguardias.

104. En un memorándum de entendimiento relativo al comercio de productos textiles y prendas de vestir, firmado el 8 de noviembre de 2005, los Estados Unidos y China establecieron 21 niveles convenidos para 34 categorías de textiles y productos textiles fabricados en China y exportados a los Estados Unidos durante tres períodos de un año a partir del 1º de enero de 2006.  Además, China está obligada a utilizar un sistema electrónico de información sobre visados para los envíos de determinados productos textiles sujetos a los niveles convenidos y exportados a los Estados Unidos el 1º de enero de 2006 o a partir de esa fecha.  Los Estados Unidos acordaron no entablar consultas sobre cualquiera de los productos abarcados por el memorándum de entendimiento.
  En agosto y noviembre se ajustaron los límites de exportación para 2007 de conformidad con el párrafo 4 del memorándum de entendimiento.

viii) Restricciones cuantitativas y licencias

105. Los Estados Unidos prohíben por razones de política exterior importaciones procedentes de determinados países.  La mayoría de las importaciones procedentes de Cuba, la República Popular Democrática de Corea, el Irán, Myanmar y determinadas zonas del Sudán están sujetas a prohibiciones o requisitos de aprobación.
  La aplicación de estas medidas es competencia de la Oficina de Control de Activos Extranjeros del Departamento del Tesoro.

106. La mayoría de las demás restricciones y controles cuantitativos de las importaciones establecidos por los Estados Unidos tienen por objeto salvaguardar la salud de los consumidores o proteger la moral pública o el medio ambiente.  Esas restricciones y controles se aplican mediante prescripciones en materia de licencias para los peces y los animales silvestres, las plantas, los animales, y los productos de las plantas y los animales, los estupefacientes, las bebidas alcohólicas, el tabaco, las armas de fuego, los explosivos y las instalaciones nucleares, y se describen en la última respuesta de los Estados Unidos al cuestionario sobre los procedimientos para el trámite de licencias de importación.

107. Las importaciones de productos básicos de las acerías están sujetas a licencias automáticas, con independencia de su origen.  Esta prescripción, establecida en diciembre de 2002 como parte de una medida de salvaguardia, se amplió en 2005 tras la formulación de observaciones por el público, con arreglo a nuevas disposiciones jurídicas sin relación alguna con la medida de salvaguardia.
  Según los Estados Unidos, el sistema de licencias no limita la cantidad o el valor de las importaciones de acero;  más bien está concebido para proporcionar al Gobierno y al público información estadística rápida y fiable sobre las importaciones de acero.  Las licencias se expiden automáticamente y sin coste alguno para las personas que previamente se hayan registrado en el Departamento de Comercio.  El proceso de registro es gratuito y puede realizarse en línea.

108. Se autorizan las importaciones de gas natural o gas natural licuado a menos que se determine que no son compatibles con el interés público.
  Se consideran compatibles con el interés público las importaciones de gas natural procedentes de países con los que los Estados Unidos hayan suscrito acuerdos de libre comercio, y las de gas natural licuado procedentes de cualquier otro país, y las solicitudes para realizar dichas importaciones deben admitirse sin modificación o retraso.  El Departamento de Energía es responsable de autorizar la importación de gas natural o gas natural licuado.
109. La Ley de Protección de los Mamíferos Marinos (MMPA) prohíbe la importación en los Estados Unidos de mamíferos marinos y partes o productos de esos mamíferos.  No obstante, el Secretario de Comercio puede expedir permisos que autoricen la importación de mamíferos marinos vivos con fines de investigación científica, mejora o exhibición pública.  Pueden importarse partes y productos de esos animales con fines de investigación científica.  En virtud de la MMPA, en los Estados Unidos sólo se puede importar atún aleta amarilla del Pacífico tropical oriental si procede de un país objeto de una "constatación positiva".
  Han obtenido esa constatación cuatro países:  el Ecuador, El Salvador, España y México.
  El atún procedente de esos países sólo puede llevar la etiqueta "dolphin safe" (sin perjuicio para los delfines) si ha sido capturado sin perseguir ni cercar a los delfines en todo el viaje y sin matar ni dañar gravemente a ningún delfín en la red en que se capturó a los túnidos.  En abril de 2007, un tribunal federal de apelación consideró "arbitraria e injustificada" una constatación del Secretario de Comercio, de 2002, que podría haber cambiado la definición de "dolphin safe" (sin perjuicio para los delfines) para permitir la captura de túnidos persiguiendo y cercando a los delfines, siempre que no se observaran muertes ni daños graves en éstos.

110. La Enmienda Pelly a la Ley de Protección de los Pescadores de 1967 autoriza al Secretario de Comercio de los Estados Unidos a certificar que un país realiza actividades que disminuyen la efectividad de un programa internacional de conservación de los recursos pesqueros.
  La certificación activa un proceso en el que el Presidente considera la posibilidad de imponer restricciones a las importaciones de ese país.  Aunque Islandia, el Japón y Noruega han obtenido la certificación de conformidad con la Enmienda Pelly, las autoridades de los Estados Unidos señalan que esos países no han sido objeto de restricciones a la importación.
111. Los Estados Unidos también prohíben las importaciones de camarones y productos de camarones capturados con técnicas que puedan afectar desfavorablemente a las especies de tortugas marinas.
  Están excluidos de la prohibición los productos procedentes de países respecto de los que el Departamento de Estado haya certificado que "han adoptado medidas específicas para reducir la captura fortuita de tortugas marinas" o en los que se pesque en un entorno que no represente una amenaza para las tortugas marinas.
  La certificación tiene lugar anualmente.  También están excluidos los camarones capturados en regiones de aguas frías.  En abril de 2006, el Departamento de Estado certificó 39 fuentes que cumplían los requisitos necesarios para exportar camarones a los Estados Unidos.

112. Las importaciones de determinados productos textiles y prendas de vestir procedentes de China están sujetas a "niveles convenidos" (véase la sección vii) supra).
113. Se requieren licencias para importar productos agrícolas con el tipo arancelario aplicado en el marco del correspondiente contingente (capítulo IV 2) ii)).
ix) Reglamentos técnicos, evaluación de la conformidad y normas

114. Durante el período objeto de examen no se han introducido cambios importantes en el marco jurídico por el que se rige la elaboración de reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad a nivel federal.  Los reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad suelen adoptarse por decisión administrativa de los organismos federales, sobre la base de la potestad de reglamentación delegada por el Congreso.  Normalmente, el Congreso deja que el organismo pertinente defina las principales disposiciones sustantivas.  Sin embargo, puede definir parámetros específicos para los reglamentos técnicos o procedimientos de evaluación de la conformidad, o incluso establecer reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad mediante legislación.

115. Los Estados también pueden adoptar reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad.  Por ejemplo, los Estados Unidos han notificado a la OMC varias propuestas de reglamentos técnicos a nivel subfederal, por ejemplo, en las esferas del medio ambiente y la salud y seguridad públicas.
  Los Estados pueden delegar la potestad para establecer reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad en los gobiernos regionales, locales o municipales.  
116. El Título IV de la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979, en su forma enmendada, proporciona la base jurídica sobre la que se aplicó el Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (Acuerdo OTC) en los Estados Unidos.
  Al elaborar reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad, los organismos federales deben seguir los procedimientos normativos de la Ley de Procedimiento Administrativo.
  La mayoría de los Estados han promulgado sus propias leyes de procedimiento administrativo.
117. La Oficina del Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales Internacionales se encarga de la aplicación del Acuerdo OTC.
  En febrero de 1996, los Estados Unidos presentaron una notificación sobre la aplicación y administración del Acuerdo OTC.
  De conformidad con el Acuerdo, el servicio de información y organismo encargado de la notificación de los Estados Unidos está instalado en el Instituto Nacional de Normas y Tecnología del Departamento de Comercio.

118. A efectos de las notificaciones a la OMC, el Instituto Nacional de Normas y Tecnología depende de la información publicada en el Federal Register para identificar los reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad propuestos por los organismos federales.  Las autoridades estadounidenses señalan que el Instituto Nacional de Normas y Tecnología se ha suscrito a una base de datos privada sobre las propuestas normativas estatales a fin de identificar, para su notificación, los reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad propuestos por los organismos subfederales.

119. Entre julio de 2005 y octubre de 2007, los Estados Unidos efectuaron 174 notificaciones de reglamentos técnicos a la OMC.
  Cerca del 23 por ciento procedían de la Agencia de Protección del Medio Ambiente, el 16 por ciento de la Administración de Productos Alimenticios y Farmacéuticos, el 13 por ciento del Departamento de Transporte, el 8 por ciento del Departamento de Agricultura, el 6 por ciento del Departamento de Energía, y el 20 por ciento de otros organismos.  El 14 por ciento restante correspondía a medidas subfederales.
120. Desde el último examen de sus políticas comerciales, realizado en 2006, los Estados Unidos han notificado a la OMC dos acuerdos de reconocimiento mutuo, con Islandia, Liechtenstein y Noruega.  Uno de ellos se refiere a procedimientos de evaluación de la conformidad para equipos de telecomunicaciones, compatibilidad electromagnética y embarcaciones de recreo, y el otro a certificados de conformidad de equipos marinos.

121. Entre julio de 2005 y julio de 2007, los Miembros de la OMC plantearon preocupaciones en el Comité de Obstáculos Técnicos al Comercio en relación con las normas estadounidenses de conservación de la energía para los productos de consumo, los requisitos para los sintonizadores digitales de televisión y las alhajas para niños, y los reglamentos sobre el etiquetado del país de origen.
  La preocupación relacionada con el etiquetado del país de origen es la única que se ha planteado en una reunión posterior del Comité;  no se ha recurrido al procedimiento formal de solución de diferencias para abordar ninguna de las preocupaciones.

122. Como parte del proceso de adopción de reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad, el organismo responsable está obligado a publicar un aviso de intención de formular normas y a ofrecer a las personas interesadas, con independencia de su nacionalidad o residencia, la oportunidad de formular observaciones.  La Orden Ejecutiva 12889 prescribe un período de formulación de observaciones de al menos 75 días para "cualquier propuesta de reglamento técnico federal o cualquier medida sanitaria o fitosanitaria federal de aplicación general".
  El período para la formulación de observaciones puede ser de entre 30 y 75 días para las propuestas de reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad aplicables a productos perecederos, o para hacer frente a problemas "urgentes".  La Orden Ejecutiva 12889 no incluye una definición de los problemas urgentes.  El reglamento técnico o procedimiento de evaluación de la conformidad definitivo debe publicarse al menos 30 días antes de su fecha de entrada en vigor;  es posible reducir el plazo si la medida definitiva suaviza una medida vigente.  Sin embargo, las autoridades indican que el período entre la publicación de una norma definitiva y su fecha de entrada en vigor suele sobrepasar con creces los 30 días.

123. Los organismos pueden también recabar observaciones generales sobre una cuestión antes de formular un reglamento técnico o procedimiento de evaluación de la conformidad.  Esto se hace mediante un aviso anticipado de intención de formular normas.  Esos avisos se publican en el Federal Register.

124. Un organismo está exento del cumplimiento de las prescripciones sobre notificación y formulación de observaciones si constata que, "por una causa justificada", tales prescripciones son "irrealizables, innecesarias o contrarias al interés general".
  La utilización de esta excepción está sujeta a revisión judicial.  Según las autoridades, en el ejercicio fiscal 2007 aproximadamente el 5 por ciento de las disposiciones se publicaron sin aviso ni observaciones, al considerarse que muchas de ellas no tenían una incidencia importante en el comercio internacional.

125. La Orden Ejecutiva 12866 de septiembre de 1993 obliga a la Oficina de Gestión y Presupuesto (OMB) a examinar todas las disposiciones "significativas" de organismos públicos federales (excluidos los organismos reglamentarios independientes) antes de su publicación en el Federal Register como disposiciones propuestas o definitivas.
  Entre las disposiciones significativas se incluyen las que plantean nuevas cuestiones jurídicas o normativas;  dan lugar a una incompatibilidad importante o interfieren con una medida programada o adoptada por otro organismo;  o tienen un efecto anual en la economía de 100 millones de dólares EE.UU. o más, o afectan negativamente de manera importante a la economía, a un sector de la economía, a la productividad, a la competencia, al empleo, al medio ambiente, a la salud o seguridad públicas, o a gobiernos o comunidades estatales, locales o tribales.  Con ese fin, los organismos deben presentar a la Oficina de Información y Asuntos Reglamentarios de la OMB una evaluación de los beneficios y costos de la disposición propuesta y de alternativas "potencialmente eficaces y razonablemente viables".  La Circular A-4 de la OMB, publicada en 2003, proporciona orientación a los organismos federales sobre la elaboración del análisis de la reglamentación requerido en el marco de la Orden Ejecutiva 12866.  Según las autoridades, durante el ejercicio fiscal 2007 la OMB concluyó las revisiones de 571 disposiciones significativas.  
126. De conformidad con la Ley de Revisión por el Congreso, éste puede desaprobar un reglamento técnico o procedimiento de evaluación de la conformidad adoptando una resolución que el Presidente debe firmar para que entre en vigor.
  Desde 1996, el Congreso solamente ha ejercido esta facultad en una ocasión.
  Las personas interesadas, incluidos los extranjeros, pueden solicitar la publicación, enmienda o derogación de un reglamento técnico o procedimiento de evaluación de la conformidad.  Aunque los organismos federales actúan a su arbitrio en lo que respecta a tales solicitudes, deben responder a todas ellas.  Además, todos los reglamentos técnicos o procedimientos de evaluación de la conformidad pueden ser objeto de exámenes judiciales.

127. Los Estados Unidos no mantienen un catálogo de reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad.  No obstante, los reglamentos técnicos, los procedimientos de evaluación de la conformidad y otras normas definitivas se indizan y se publican en el Código de Reglamentos Federales consolidado.

128. En el contexto de su anterior Examen de las Políticas Comerciales, los Estados Unidos indicaron que la legislación de aplicación de los Acuerdos de la Ronda Uruguay, y las orientaciones adicionales para los organismos de reglamentación, fomentaron la utilización de normas internacionales pertinentes que pueden ser "efectivas y adecuadas" para cumplir los objetivos normativos de los Estados Unidos.
  Los Estados Unidos indicaron también que no hacían un seguimiento de la medida en que sus reglamentos definitivos están basados en las normas internacionales.

129. Los Estados Unidos se sirven de un amplio abanico de enfoques para la evaluación de la conformidad.  El tipo de instrumento utilizado varía según el sector de que se trate;  uno de esos instrumentos es la declaración de conformidad expedida por el propio proveedor;  otro es la certificación por terceros.  Todos los niveles del Gobierno y el sector privado administran los programas de acreditación, y con frecuencia se utilizan los servicios de organismos del sector privado encargados de la evaluación de la conformidad.  Los organismos que satisfacen los criterios especificados por la autoridad de reglamentación, con independencia de su ubicación, obtienen la acreditación o se reconocen de otro modo para realizar actividades de evaluación de la conformidad.

130. Las autoridades estadounidenses han indicado que no hay datos centralizados sobre la medida en que las autoridades de reglamentación estadounidenses han reconocido la equivalencia de reglamentos técnicos extranjeros o los resultados de procedimientos de evaluación de la conformidad realizados en el extranjero.

131. Los Estados Unidos recurren a una amplia variedad de estrategias para asegurar el cumplimiento de los reglamentos técnicos, incluidos el muestreo en las instalaciones de fabricación o establecimientos minoristas, las reclamaciones de los consumidores y las inspecciones en la frontera.  
132. Varios reglamentos técnicos establecen prescripciones para el etiquetado o rotulado de las mercancías con su país de origen (véase también el capítulo IV 2) v)).  De conformidad con la Ley Arancelaria de 1930, los artículos importados deben contener marcas bien visibles e indelebles en inglés que indiquen su país de origen al "último comprador".
  Entre las excepciones a esa prescripción se incluyen los artículos que no pueden marcarse o aquellos para los que el costo del marcado sería "económicamente prohibitivo".  También están exentas las legumbres y hortalizas, las frutas, las nueces, las bayas y los animales, incluidos los peces y las aves.
  Sin embargo, los "contenedores inmediatos" de esos productos deben llevar etiquetas que indiquen el país de origen.  La Ley sobre Etiquetado de Automóviles Americanos estipula que los nuevos automóviles de pasajeros, camionetas, furgonetas y vehículos utilitarios deportivos deberán llevar etiquetas en las que se especifique el valor porcentual de su contenido de piezas canadienses y estadounidenses, el país donde se han montado y los países de origen de su motor y su transmisión.
  Los productos textiles y las prendas de vestir de importación deben etiquetarse para mostrar su país de origen de conformidad con la Ley de Identificación de Productos de Fibras Textiles y la Ley de Etiquetado de los Productos de la Lana.

133. El Instituto Nacional de Normalización de los Estados Unidos (ANSI) es una organización privada, sin ánimo de lucro, formada por empresas, sociedades profesionales y asociaciones comerciales, organizaciones de normalización, organismos gubernamentales y representantes de los consumidores y los trabajadores.
  Acredita a las organizaciones cuyos procesos de elaboración de normas cumplen las prescripciones del ANSI sobre las debidas garantías procesales y el consenso, que se establecen en el documento ANSI Essential Requirements y en diversos otros documentos de orientación.
  Uno de los criterios para la acreditación es convenir en "tener en cuenta las normas internacionales aplicables".  Hay 208 organizaciones de normalización acreditadas por el ANSI.

134. Las organizaciones de normalización acreditadas por el ANSI pueden presentar normas al Consejo para la revisión de las normas del ANSI, a fin de obtener su aprobación como normas nacionales de los Estados Unidos.  Las normas deben haberse elaborado con arreglo a los criterios establecidos en los ANSI Essential Requirements.  El período para la presentación de observaciones por el público es de 60 días como mínimo;  se acepta un período mas corto si el texto completo del proyecto de norma se puede publicar en Standards Action, una publicación semanal en línea del ANSI, o se puede obtener en formato electrónico de una publicación de Standards Action.
  Los cambios sustanciales derivados de las observaciones deben publicarse en Standards Action.  El número de normas nacionales de los Estados Unidos es de 10.000 aproximadamente.

135. El ANSI adoptó el Anexo 3 del Acuerdo OTC en 1997.
  El programa de trabajo de las organizaciones de normalización acreditadas por el ANSI en cuyo nombre el ANSI notificó su aceptación del código está disponible en cada una de esas organizaciones.

136. El cumplimiento de las normas es voluntario, si bien en la práctica el mercado estadounidense suele ofrecer grandes incentivos para que los productos nacionales e importados cumplan determinadas normas.

137. En julio de 2007, el Presidente estableció el Grupo de Trabajo Interinstitucional sobre la Seguridad de las Importaciones para llevar a cabo un examen completo de la seguridad de las importaciones e identificar las esferas que pueden mejorar.  El Grupo de Trabajo, que no tiene facultades jurídicas o de reglamentación propias, ha recomendado varias medidas relacionadas con los OTC para mejorar la seguridad de las importaciones en los Estados Unidos (véase el recuadro III.1 infra).

x) Medidas sanitarias y fitosanitarias

138. Desde el último Examen de las Políticas Comerciales de los Estados Unidos, no ha habido modificaciones importantes en el marco institucional que rige el establecimiento y la aplicación de las medidas sanitarias y fitosanitarias a nivel federal.  El Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria (APHIS) del Departamento de Agricultura regula la importación de plantas, animales y productos derivados.  El Servicio de Bromatología (FSIS) del Departamento de Agricultura regula la mayoría de las importaciones de carne, aves de corral y algunos productos a base de huevos.  La Administración de Productos Alimenticios y Farmacéuticos (FDA) regula la importación de todos los demás productos alimenticios, y de los medicamentos veterinarios importados.  La Agencia de Protección del Medio Ambiente (EPA) está encargada de la reglamentación de las importaciones de plaguicidas, y del establecimiento de límites sobre la cantidad de residuos de plaguicidas que pueden quedar en los alimentos o recubrirlos.
139. En el ámbito federal, el establecimiento de las medidas sanitarias y fitosanitarias se rige por la siguiente legislación:  Ley Federal de Productos Alimenticios, Medicamentos y Cosméticos;  Ley del Servicio de Salud Pública;  Ley de Protección de la Calidad de los Alimentos;  Ley de Protección Zoosanitaria;  Ley de Protección Fitosanitaria;  Ley Federal sobre Insecticidas, Fungicidas y Rodenticidas;  y Ley de Fiscalización de las Sustancias Tóxicas.  En general, las medidas sanitarias y fitosanitarias están sujetas a los mismos procedimientos administrativos de elaboración de normas que los reglamentos técnicos (véase la sección ix)).

140. El servicio de información de los Estados Unidos y la autoridad nacional encargada de las notificaciones en el marco del Acuerdo MSF es la División de Normas y Reglamentos Internacionales del Servicio Exterior de Agricultura del Departamento de Agricultura de los Estados Unidos.
  Esta entidad depende de la información publicada en el Federal Register para identificar las medidas federales a efectos de su notificación a la OMC.  Entre julio de 2005 y octubre de 2007 los Estados Unidos realizaron 933 notificaciones de medidas sanitarias y fitosanitarias a la OMC;  habitualmente proporcionan adiciones para indicar cuándo se han adoptado las normas definitivas.  Las autoridades indican que están trabajando en estrecha colaboración con las autoridades estatales para asegurar la notificación oportuna de los reglamentos técnicos subfederales adecuados.

141. Desde el último Examen de las Políticas Comerciales de los Estados Unidos, los Miembros de la OMC han planteado preocupaciones en el Comité MSF con respecto a las medidas estadounidenses que afectan a las importaciones de plantas en tiesto procedentes de las Comunidades Europeas, árboles de Navidad procedentes de China, y frutas y hortalizas.
  No se ha informado sobre ninguna solución en relación con esas cuestiones.  Ninguna de las preocupaciones planteadas ha dado lugar a un procedimiento formal de solución de diferencias.
142. Los Estados Unidos son miembro de la Comisión del Codex Alimentarius y de la Organización Mundial de Sanidad Animal (OIE), y también parte contratante de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF).  Según los Estados Unidos, sus medidas sanitarias y fitosanitarias están basadas en normas y directrices internacionales "cuando existan y resulten adecuadas".

143. La Administración de Productos Alimenticios y Farmacéuticos ha concertado 17 acuerdos sobre cuestiones sanitarias y fitosanitarias con 16 organismos extranjeros en 12 países.  Son acuerdos de confidencialidad que abarcan la divulgación de información que no es de dominio público entre los gobiernos signatarios, como parte de la cooperación en materia de observancia de las leyes o actividad de reglamentación.

144. Las prescripciones sanitarias y fitosanitarias aplicadas a las importaciones de plantas, animales y productos derivados se establecen sobre la base del riesgo de enfermedades o plagas que presentan esos productos.  En el contexto de su último examen de las políticas comerciales, las autoridades de los Estados Unidos señalaron que el Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria se ha comprometido a llevar a cabo análisis del riesgo de plagas de conformidad con las normas de la CIPF para el análisis del riesgo de plagas para plagas cuarentenarias (NIMF Nº 11).
  Por lo que se refiere a las prescripciones sanitarias, las autoridades estadounidenses indican que las decisiones del Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria están basadas en "las orientaciones establecidas en el marco de los organismos internacionales de normalización reconocidos por la OMC".

145. Las solicitudes para las importaciones de plantas, animales y sus productos que se realizan por primera vez debe presentarlas el funcionario principal de protección fitosanitaria o de los servicios veterinarios del país exportador a su homólogo estadounidense.  Las solicitudes se realizan en relación con determinados productos básicos;  puede ser necesaria una evaluación del riesgo para valorar esas peticiones.  El Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria puede tener en cuenta las evaluaciones del riesgo llevadas a cabo por terceras partes como parte de su evaluación.  El Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria corre con los gastos de las evaluaciones del riesgo que realiza.  
146. Las autoridades estadounidenses indican que, de conformidad con la legislación federal, los Estados de los Estados Unidos están autorizados a establecer medidas sanitarias y fitosanitarias siempre que sean compatibles con las normas y los reglamentos federales, así como con las obligaciones de los Estados Unidos en el marco de las disciplinas pertinentes de la OMC.

147. El Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria evalúa la situación de libre de plagas de una zona en relación con los criterios de la norma de la CIPF para el establecimiento de zonas libres de plagas, incorporados por referencia en los reglamentos pertinentes.
  Al reconocer zonas libres de enfermedades, el Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria se basa en los criterios definidos en 9 CFR 92.1-4.  Publica listas de zonas libres de plagas, de plagas reglamentadas y de la situación sanitaria de países o regiones.
  En sus evaluaciones de regionalización, el Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria toma en consideración el reconocimiento de la situación de libre de enfermedades de la Organización Mundial de Sanidad Animal en la medida en que refleja el nivel de protección considerado adecuado por los Estados Unidos.

148. Sobre la base de los resultados de la evaluación del riesgo, el Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria puede autorizar importaciones con sujeción a las prescripciones sanitarias y fitosanitarias.  Éstas se publican en su mayor parte como reglamentos, y deben ajustarse a los requisitos de procedimiento establecidos en la Ley de Procedimiento Administrativo (véase la sección ix)).  No hay limitaciones estatutarias con respecto a la duración del proceso para aprobar las importaciones de plantas, animales y productos derivados que se realizan por primera vez en los Estados Unidos.  Normalmente, ese proceso dura entre dos y tres años.

149. En general, las importaciones de plantas, animales y productos derivados requieren un permiso de importación expedido por el Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria.  Los permisos especifican las condiciones que debe cumplir un producto para que pueda importarse en los Estados Unidos, entre las que se pueden incluir el tratamiento, la inspección o la certificación, sea en la frontera o en el país exportador.  Los usuarios pueden solicitar un permiso y comprobar la situación de su solicitud mediante un sistema en línea denominado ePermits.
  El sistema anterior que utilizaba el Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria para procesar los permisos (Sistema de Autorización de las Importaciones) se sustituyó en abril de 2007.

150. El Departamento de Agricultura de los Estados Unidos mantiene una base de datos con un mecanismo de búsqueda que incluye las prescripciones para la importación de frutas y legumbres y hortalizas.
  Los manuales de importación del Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria están disponibles en línea.
  La Agencia de Protección del Medio Ambiente ha publicado un documento de orientación en el que se describe la información requerida para establecer los niveles de tolerancia de plaguicidas en productos importados (véase infra).

151. En agosto de 2007 entraron en vigor los nuevos reglamentos para la importación de frutas y legumbres y hortalizas.
  En ellos se establece un proceso de aprobación "basado en los avisos", que reemplaza al proceso basado en la promulgación de reglamentos.  Según el Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria "en un contexto de crecimiento constante del comercio internacional de frutas y legumbres y hortalizas, el Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria determinó que no podía seguir el ritmo del volumen de solicitudes de importación utilizando exclusivamente un proceso de examen y aprobación basado en la reglamentación".

152. El nuevo proceso se aplica a las frutas y legumbres y hortalizas que están sujetas a una o más de cinco medidas fitosanitarias especiales.  Conlleva el anuncio de la disponibilidad de un análisis del riesgo de plagas en el Federal Register, y el establecimiento de un período de presentación de observaciones por el público de 60 días.  Exceptuando las observaciones que refuten los resultados del análisis de riesgo de plagas, el Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria anuncia en el Federal Register que expedirá permisos para la importación del producto en cuestión.  Los productos sujetos al proceso basado en los avisos no volverán a enumerarse por separado en los reglamentos.  El reconocimiento de zonas libres de plagas también se llevará a cabo a través del proceso de aprobación basado en avisos.  El Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria anunciará en el Federal Register el reconocimiento de una zona libre de plagas específicas, y proporcionará un período de presentación de observaciones por el público de 60 días.  Tras tomar en consideración las observaciones, anunciará el reconocimiento de una zona libre de plagas sin publicar reglamentos.  Las autoridades de los Estados Unidos esperan que el enfoque basado en los avisos reduzca considerablemente el plazo en comparación con el enfoque normativo.
153. Antes de permitir las importaciones de carne, aves de corral o productos a base de huevos, el Servicio de Bromatología evalúa si el sistema de reglamentación de esos productos en el país de que se trate alcanza el mismo nivel de protección que el de los Estados Unidos.  Si se considera que el sistema es equivalente, los reglamentos estadounidenses se modifican para permitir las importaciones.  El Servicio de Bromatología ha publicado el proceso con arreglo al cual evalúa la equivalencia de los sistemas extranjeros de reglamentación de la carne y las aves de corral.
  Los Estados Unidos han reconocido la equivalencia de 34 sistemas extranjeros con respecto a los sistemas estadounidenses de reglamentación de la carne, las aves de corral y/o los productos a base de huevo.  Únicamente pueden importarse en los Estados Unidos la carne, las aves de corral y los productos a base de huevo procedentes de instalaciones certificadas por la autoridad competente del país extranjero reconocida por el Servicio de Bromatología.

154. Con arreglo a la Ley de seguridad de la salud pública y de preparación y respuesta en caso de bioterrorismo de 2002 (Ley contra el Bioterrorismo), la Administración de Productos Alimenticios y Farmacéuticos debe recibir aviso previo de la entrada de productos alimenticios que se importen u ofrezcan para su importación en los Estados Unidos.
  Además, las instalaciones nacionales y extranjeras donde se fabriquen, elaboren, envasen y almacenen productos alimenticios destinados a su consumo en los Estados Unidos deben registrarse en la FDA.  La FDA estima que aproximadamente 420.000 empresas del sector alimentario están sujetas a la prescripción de registro.
  La FDA ha recibido 322.744 solicitudes de registro, de las que cerca del 60 por ciento corresponden a instalaciones ubicadas en el extranjero (julio de 2007).

155. Todos los plaguicidas destinados a su utilización en los Estados Unidos, con inclusión de los plaguicidas importados, deben estar registrados en la Agencia de Protección del Medio Ambiente, a la que además deben notificarse las importaciones de plaguicidas.  Antes de dar el visto bueno al registro, la Agencia evalúa el plaguicida de que se trate para asegurarse de que no tendrá efectos desfavorables irrazonables en los seres humanos, el medio ambiente o especies a las que no vaya destinado.  A partir de 2006, la Agencia de Protección del Medio Ambiente tiene la intención de revisar los registros de plaguicidas cada 15 años a fin de asegurar que se cumplen las normas sobre seguridad, salud y medio ambiente.  La Agencia también establece límites sobre la cantidad de residuos de plaguicidas que pueden quedar en los productos alimenticios o recubrirlos ("tolerancias").  Las tolerancias se establecen sobre la base de una evaluación del riesgo, y el organismo encargado de que se respeten es la FDA.  La Ley Federal de Productos Alimenticios, Medicamentos y Cosméticos, enmendada por la Ley de Protección de la Calidad de los Alimentos de 1996, prescribió que cerca de 10.000 tolerancias se revaluaran para garantizar su seguridad.  A finales de 2006, la Agencia de Protección del Medio Ambiente había revaluado alrededor del 99 por ciento.

156. Los productos agropecuarios obtenidos por medios biotecnológicos están reglamentados según el uso al que se destinen y deben estar en conformidad con las normas establecidas en las leyes estatales y federales, con inclusión de la Ley Federal de Productos Alimenticios, Medicamentos y Cosméticos, la Ley Federal de Protección Fitosanitaria, la Ley Federal sobre Insecticidas, Fungicidas y Rodenticidas, la Ley de Fiscalización de las Sustancias Tóxicas, y las leyes estatales sobre certificación de semillas.  No existen prescripciones nacionales con respecto al registro por variedad de nuevos cultivos.  El Servicio de Inspección Zoosanitaria y Fitosanitaria, la Agencia de Protección del Medio Ambiente y la FDA son los organismos encargados de reglamentar los productos agropecuarios obtenidos por medios biotecnológicos en los Estados Unidos.
157. La FDA regula las nuevas obtenciones vegetales desarrolladas mediante ingeniería genética.  Los productos alimenticios procedentes de vegetales obtenidos mediante ingeniería genética tienen que cumplir las mismas disposiciones sobre inocuidad que los procedentes de vegetales obtenidos de forma convencional.  Las sustancias añadidas a los productos alimenticios, incluidas las nuevas proteínas incorporadas mediante ingeniería genética, se consideran aditivos alimentarios sujetos a la aprobación obligatoria previa a la comercialización, a menos que sean plaguicidas, medicamentos de uso veterinario, o se reconozcan en general como inocuas tras un proceso voluntario de consultas entre la FDA y la empresa de elaboración de productos alimenticios.  Las autoridades de los Estados Unidos señalan que, a principios de 2008, todas excepto una de las proteínas nuevas incorporadas en los productos alimenticios procedentes de vegetales obtenidos mediante ingeniería genética se reconocieron como supuestamente inocuas, ya que en esencia son las mismas (en cuanto a sus funciones, estructuras y niveles) que otras proteínas consumidas de forma habitual e inocua en los productos alimenticios.
158. Los productos alimenticios obtenidos mediante ingeniería genética que difieran en lo esencial de sus equivalentes convencionales, por ejemplo en cuanto a su composición o calidad nutricional, se deben etiquetar a fin de indicar la diferencia.  Sin embargo, la etiqueta no tiene que indicar el proceso por el que se incorporó la diferencia al producto alimenticio.  Así pues, las empresas de elaboración pueden etiquetar voluntariamente sus productos alimenticios obtenidos mediante ingeniería genética siempre que la información sea veraz y no induzca a error a los consumidores.

159. La FDA ha aprobado determinadas hormonas esteroides para mejorar la tasa de aumento de peso o la capacidad de transformación de piensos en el ganado bovino.

160. La FDA, junto con el Servicio de Aduanas y Protección de Fronteras, realiza exámenes en el puerto de entrada de los productos alimenticios importados distintos de la carne, las aves de corral y los productos a base de huevo, que incluyen el muestreo y análisis "cuando sean necesarios para asegurar que los productos alimenticios importados cumplen las prescripciones del sistema de inocuidad alimentaria de los Estados Unidos".
  La FDA utiliza "alertas sobre importaciones" a fin de difundir información a su personal de campo acerca de las importaciones que infringen la Ley Federal de Productos Alimenticios, Medicamentos y Cosméticos y a las que, en consecuencia, se debe denegar la entrada en los Estados Unidos.  Las alertas sobre importaciones se refieren a un producto, una zona geográfica o una empresa en particular (fabricante, transportista, agricultor, importador), o a una combinación de éstos.  Las alertas sobre importaciones siguen en vigor hasta que el fabricante, transportista, agricultor o importador demuestra a la FDA que la infracción que ha dado lugar a la alerta se ha corregido.  Las alertas sobre importaciones se publican en línea.
  No se dispone de información sobre el valor de las importaciones sujetas a las inspecciones en frontera realizadas por la FDA o el Servicio de Aduanas y Protección de Fronteras.

161. El Servicio de Bromatología inspecciona en la frontera todos los envíos de carne, aves de corral y productos a base de huevo.  Aproximadamente el 10 por ciento de los envíos se someten a una "reinspección aleatoria intensiva", que incluye exámenes de los productos, análisis microbiológicos de patógenos, o una prueba de residuos químicos.
  De los 3.890 millones de libras de carne y productos avícolas importados en el ejercicio fiscal 2006, aproximadamente 12,3 millones no se admitieron porque incumplían las prescripciones estadounidenses.

162. El Grupo de Trabajo Interinstitucional sobre la Seguridad de las Importaciones ha recomendado varias medidas relacionadas con cuestiones sanitarias y fitosanitarias para mejorar la inocuidad de las importaciones en los Estados Unidos (véase el recuadro III.1).  Esas recomendaciones aún no se han promulgado (marzo de 2008).

	Recuadro III.1:  Recomendaciones seleccionadas del Grupo de Trabajo Interinstitucional sobre la Seguridad de las Importaciones

En julio de 2007, el Presidente estableció el Grupo de Trabajo Interinstitucional sobre la Seguridad de las Importaciones para llevar a cabo un examen completo de la seguridad de las importaciones e identificar las esferas que se pueden mejorar.  El Grupo de Trabajo está integrado por funcionarios públicos de alto nivel y presidido por el Secretario de Salud y Servicios Sociales de los Estados Unidos.  
El Grupo de Trabajo publicó un marco estratégico en septiembre de 2007 y un plan de acción en noviembre de ese mismo año.  El marco estratégico promueve una estrategia que desplaza el interés principal de la seguridad para las importaciones de la intervención en la frontera a un modelo basado en la prevención del riesgo con verificación.

Las recomendaciones del plan de acción del Grupo de Trabajo se basan en el sistema vigente de seguridad de las importaciones y en las actividades anteriores de los sectores público y privado;  se centran en enfoques rentables basados en el riesgo a lo largo del ciclo completo de la importación.  Las recomendaciones tienen los fines siguientes:

•
crear nuevas normas de seguridad y fortalecer las existentes;

•
verificar el cumplimiento por los productores extranjeros de las normas estadounidenses de seguridad y protección mediante certificación;

•
fomentar las buenas prácticas de importación;

•
endurecer las sanciones y adoptar medidas enérgicas de observancia para asegurar la responsabilidad;

•
hacer que la seguridad de los productos sea un principio importante de las relaciones diplomáticas que los Estados Unidos mantienen con los demás países, y aumentar el perfil de las actividades pertinentes de asistencia exterior;

•
armonizar los procedimientos y las prescripciones del Gobierno federal para el trámite de los envíos de importación;

•
completar el sistema de ventanilla única para el intercambio de datos de importación en los organismos, entre ellos y en el sector privado;

•
crear una red interactiva de información sobre la seguridad de las importaciones;

•
ampliar la capacidad de los laboratorios y desarrollar métodos rápidos de prueba para la pronta identificación de los riesgos;

•
fortalecer la protección de los derechos de propiedad intelectual para aumentar la seguridad del consumidor;

•
maximizar la eficacia de la retirada de productos del mercado;

•
maximizar la colaboración entre el Gobierno federal y los Estados;

•
acelerar la notificación de la retirada de productos a los consumidores;  y

•
ampliar la utilización de las tecnologías de registro y seguimiento electrónicos.
Fuente:
Secretaría de la OMC, sobre la base de la información en línea del Grupo de Trabajo Interinstitucional sobre la Seguridad de las Importaciones.  Consultada en:  http://www.importsafety.gov.


3) Medidas que afectan directamente a las exportaciones

i) Documentación

163. Se utiliza una declaración de exportación del expedidor a fin de mantener un registro de exportaciones, y para que sirva de fuente documental de las estadísticas oficiales de exportación de los Estados Unidos.  Deben prepararse declaraciones de exportación del expedidor para los envíos de un valor superior a 500 dólares EE.UU. cuando se realizan a través del Servicio Postal de los Estados Unidos, y para los envíos de un valor superior a 2.500 dólares EE.UU. cuando no se utiliza ese servicio.  Deben prepararse declaraciones de exportación del expedidor para todos los envíos sujetos a una licencia de exportación o destinados a países objeto de restricciones establecidas en el Reglamento de Administración de las Exportaciones, independientemente de su valor.  El exportador o su agente prepara la declaración de exportación del expedidor y la entrega al transportista empleado en la exportación, que debe presentarla al Servicio de Aduanas y Protección de Fronteras en el puerto de exportación.
164. El número de documentos requeridos para la exportación varía según el producto y el destino.  Normalmente se exigen los siguientes documentos:  carta de porte aéreo, conocimiento de embarque, factura comercial, certificado de origen, lista de embalaje para la exportación y el certificado de seguro.  Para los productos objeto de restricciones a la exportación, en la factura comercial aparece una declaración de control de destino, y en la carta de porte marítimo o aéreo se debe indicar al transportista y a todas partes extranjeras que el artículo sólo puede exportarse a determinados destinos.  Las transacciones relativas a productos objeto de restricciones a la exportación y controles requieren la aprobación en forma de permisos del Gobierno de los Estados Unidos.
ii) Restricciones y controles a la exportación

165. Los Estados Unidos mantienen restricciones y controles a la exportación por razones de seguridad nacional o política exterior, o para abordar la insuficiencia de materias escasas.  Los controles de las exportaciones pueden estar basados en la legislación nacional, decisiones de política, resoluciones de las Naciones Unidas o en la participación de los Estados Unidos en cuatro regímenes no vinculantes de control de las exportaciones, a saber:  el Acuerdo Wassenaar, relativo a los controles de armas convencionales y exportaciones de artículos de doble uso, el Régimen de Control de Tecnología de Misiles (MTCR), el Grupo de Abastecedores Nucleares (NSG) y el Grupo Australia (AG, no proliferación de armas químicas y biológicas).  Los Estados Unidos participan en la Convención sobre las Armas Químicas (CWC).  Los controles de las exportaciones se aplican mediante un sistema de licencias;  abarcan también las reexportaciones.

166. La Ley de Administración de las Exportaciones de 1979, en su forma enmendada, contiene las principales disposiciones jurídicas sobre el control de las exportaciones en los Estados Unidos.  Aunque la autoridad de la EAA ha expirado, sus disposiciones se aplican con arreglo a la Orden Ejecutiva Nº 13.222, de 17 de agosto de 2001, publicada en virtud de la Ley de Facultades Económicas Especiales para Situaciones de Emergencia Internacional, que se renueva anualmente.  Los controles de las exportaciones de instalaciones, equipo y materiales nucleares utilizados con fines civiles se establecen en la Ley de Energía Atómica de 1954, en su forma enmendada.  Administra esos controles la Comisión de Reglamentación Nuclear (NRC).

167. La Oficina de Industria y Seguridad (BIS) del Departamento de Comercio se encarga de formular y aplicar la política de control sobre las exportaciones de artículos de doble uso (artículos de uso comercial y posible uso militar), software y tecnología.
  La Oficina de Industria y Seguridad publica disposiciones incluidas en el Reglamento de Administración de las Exportaciones, en las que se establece la política y las prescripciones en materia de concesión de licencias para la exportación y reexportación de artículos de doble uso y del software y la tecnología conexos.
  En la Lista de Control del Comercio (CCL) se enumeran los artículos que tienen doble uso y están sujetos a prohibiciones generales de exportación, a menos que ésta se permita mediante licencia de exportación u otra autorización que depende de la clasificación del producto, el destino, el usuario final y el uso final.
  Para determinar si es necesaria una licencia, el exportador debe primero clasificar el artículo identificando el Número de clasificación para el control de las exportaciones, de conformidad con el Reglamento de Administración de las Exportaciones, y luego consultar la Lista de Control del Comercio.  Dicho Reglamento incluye un diagrama por países en el que se enumeran los motivos para controlar determinado artículo y se especifica si, sobre la base de esos motivos, las exportaciones de determinados artículos a un país concreto requieren licencia.  Las licencias tienen un plazo de validez uniforme de 24 meses y autorizan envíos múltiples hasta la cantidad o el valor máximos que permite la licencia.  El Departamento de Estado autoriza las exportaciones de artículos y servicios de defensa de los Estados Unidos en virtud de la Ley de Control de las Exportaciones de Armas.

168. Aunque las licencias de exportación suelen ser individuales, la Oficina de Industria y Seguridad expide también licencias generales especiales (SCL), en lugar de licencias individuales, para los exportadores que participan habitualmente en transacciones de exportación y/o reexportación a múltiples destinos.  En el caso de las licencias generales especiales, las exportaciones se autorizan por un período de cuatro años.  Además, la Oficina de Industria y Seguridad mantiene controles "generales" sobre artículos no incluidos específicamente en la Lista de Control del Comercio pero destinados a un uso final o un usuario final sensible, por ejemplo un programa de armas nucleares.  En esos casos, los exportadores deben solicitar una licencia con respecto a todos los artículos enviados, sea cual fuere su clasificación.

169. La Oficina de Análisis del Cumplimiento (OEA) de la Oficina de Industria y Seguridad analiza todas las solicitudes de licencias de exportación para asegurarse de que la información sobre la aplicación del control de las exportaciones se tenga en cuenta antes de adoptar cualquier decisión definitiva con respecto a la licencia.  Un comité interinstitucional examina las solicitudes de licencias para evaluar los riesgos de desviación, identificar posibles infracciones y determinar la fiabilidad de quienes reciben datos técnicos o productos originarios de los Estados Unidos sujetos a control.  La Oficina de Industria y Seguridad actualiza periódicamente los controles de las exportaciones a fin de reflejar la evolución geopolítica.  Durante el período objeto de examen, la Oficina de Industria y Seguridad modificó el Reglamento de Administración de las Exportaciones para revocar las designaciones del Iraq y Libia como Estados que patrocinan el terrorismo.
170. Se requiere una licencia para las exportaciones o reexportaciones a Cuba de todos los productos, tecnología y software sujetos al Reglamento de Administración de las Exportaciones, con algunas excepciones.  En general, la Oficina de Industria y Seguridad deniega las solicitudes, aunque examina caso por caso las presentadas para determinados productos.  En mayo de 2006, la Oficina de Industria y Seguridad modificó el Reglamento de Administración de las Exportaciones a fin de aclarar la aplicación de la Excepción de Licencia para Equipajes (BAG) en el caso de Cuba, revisada en junio de 2004.

171. También son objeto de control las denominadas "exportaciones supuestas".  Las entidades estadounidenses deben solicitar una licencia de exportación, de conformidad con la norma de "exportación supuesta", para despachar a los ciudadanos extranjeros en los Estados Unidos tecnologías sujetas a control cuando la transferencia de éstas a su país de origen requeriría una licencia de exportación.
  En mayo de 2006, la Oficina de Industria y Seguridad anunció el establecimiento del Comité Consultivo sobre Exportaciones Supuestas (DEAC), para que examine dichas exportaciones y proporcione al Departamento de Comercio de los Estados Unidos recomendaciones sobre la política en esa esfera.  En diciembre de 2007, el Comité Consultivo sobre Exportaciones Supuestas presentó un informe al Secretario de Comercio con recomendaciones para una modernización global del régimen de reglamentación de las exportaciones supuestas.

172. Se pueden introducir modificaciones al Reglamento de Administración de las Exportaciones para dar cumplimiento a las obligaciones sobre la participación de los Estados Unidos en los acuerdos multilaterales.  Así, durante el período objeto de examen, la Oficina de Industria y Seguridad revisó determinadas incorporaciones en la Lista de Control del Comercio para ponerlas en conformidad con los cambios acordados en el marco del Acuerdo Wassenaar y del Régimen de Control de Tecnología de Misiles.

173. La Ley de Administración de las Exportaciones permite la vigilancia y la restricción de exportaciones de productos escasos.
  La Oficina de Industria y Seguridad se encarga de determinar si es necesario restringir la exportación de productos escasos al aplicar la política establecida en dicha Ley.  Se aplican procedimientos específicos para los siguientes productos:  petróleo crudo;  productos del petróleo distintos del petróleo crudo producidos o procedentes de las Reservas de Petróleo de la Marina, o que estuvieran disponibles para la exportación como resultado de un intercambio de cualesquiera productos producidos o procedentes de las Reservas de Petróleo de la Marina;  madera sin labrar de árbol de la vida;  y caballos exportados por vía marítima destinados al matadero.  Esos productos requieren siempre una licencia de exportación, independientemente del destino de la exportación.

174. Por otra parte, la Oficina de Industria y Seguridad administra los controles de las exportaciones en el marco de la Ley de Política Energética y Ahorro de Energía, la Ley de arrendamiento de terrenos para la explotación de minerales, la Ley sobre Producción de Petróleo de las Reservas de la Marina, y la Ley de Tierras de la Plataforma Continental Exterior.  El Departamento de Energía es responsable de autorizar la exportación de gas natural o gas natural licuado de los Estados Unidos, que está permitida a menos que se determine que no beneficia el interés público.  Las exportaciones a un país con el que los Estados Unidos hayan suscrito un acuerdo de libre comercio se consideran compatibles con el interés público, y las solicitudes se aprueban sin modificación o retraso.  Cada año, la Oficina de Industria y Seguridad pone a disposición del público estadísticas sobre sus actividades en materia de licencias.
  En 2006, China fue el destino del mayor número de licencias aprobadas;  el 29 por ciento fueron licencias de "exportaciones supuestas" para transferir tecnología o código fuente sujetos a control a ciudadanos chinos que trabajan en empresas y universidades estadounidenses.

175. La Ley de Administración de las Exportaciones exige una descripción detallada de la medida del daño causado a la rama de producción estadounidense y del desplazamiento de mano de obra causado por las exportaciones de mercancías y tecnología de los Estados Unidos a países sujetos a control, así como un análisis completo de las consecuencias de la exportación de fábricas "llave en mano" e instalaciones de producción a países sujetos a control cuya finalidad es producir mercancías para su exportación a los Estados Unidos o competir con productos estadounidenses en los mercados de exportación.  Por consiguiente, la Oficina de Industria y Seguridad evalúa el impacto en la rama de producción estadounidense y el destino de la producción de "países sujetos a control" resultante, en particular, de la utilización de exportaciones estadounidenses de fábricas "llave en mano" e instalaciones de producción.
  En 2005, el total de las exportaciones de los Estados Unidos a países sujetos a control ascendió a 51.000 millones de dólares EE.UU., o alrededor del 6 por ciento de sus exportaciones totales;  aproximadamente el 1,7 por ciento de las exportaciones de los Estados Unidos a países sujetos a control debían cumplir el requisito de licencia de exportación establecido por la Oficina de Industria y Seguridad.
  China es el principal mercado de exportación dentro de ese grupo de países, y representa aproximadamente el 82 por ciento de las exportaciones, seguida de Rusia con el 8 por ciento del total.  Las partidas de bienes de capital, incluidos maquinaria y equipo de transporte, representaron cerca de la mitad del total de las exportaciones de los Estados Unidos a países sujetos a control, en particular China.

176. La Comisión de Reglamentación Nuclear (NRC) se encarga de la expedición de licencias para las exportaciones de materiales, instalaciones y equipo nucleares destinados a fines civiles, de conformidad con la Ley de Energía Atómica de 1954, en su forma enmendada.  En julio de 2005 publicó una norma definitiva por la que se modificaba su reglamento sobre licencias (contenido en 10 CFR Part 110) y se establecía una nueva categoría de prescripciones en materia de licencias específicas con respecto a determinados materiales radiactivos que se consideraban motivo de preocupación por su posible empleo en dispositivos de dispersión radiológica.

177. El Departamento del Tesoro puede aplicar sanciones comerciales.  De conformidad con las facultades conferidas por la Ley de Facultades Económicas Especiales para Situaciones de Emergencia Internacional, la Ley de Comercio con el Enemigo y la Ley de Participación en las Naciones Unidas, entre otras leyes, la Oficina de Control de Activos Extranjeros del Departamento del Tesoro administra las sanciones económicas y comerciales y, en el ejercicio de esas funciones, puede limitar las exportaciones a países, entidades e individuos que sean objeto de dichas sanciones.  Los Miembros de la OMC objeto de sanciones económicas administradas por la Oficina de Control de Activos Extranjeros son Cuba y Myanmar.  Las sanciones económicas específicas pueden variar según el país o la cuestión de que se trate.

iii) Impuestos, cargas y gravámenes a la exportación

178. La Cláusula de Exportación de la Constitución de los Estados Unidos prohíbe al Congreso gravar con impuestos las exportaciones.

179. La carga exportada está exenta del gravamen de mantenimiento de puertos tras una decisión de 1998 de la Corte Suprema de los Estados Unidos.
  La Corte sostuvo que el gravamen de mantenimiento de puertos presentaba "indicios de un impuesto", y que el valor de la carga de exportación -la base sobre la que se determina el gravamen- no "tenía una correlación fiable con los servicios, instalaciones y beneficios federales de los puertos utilizados o utilizables por el exportador".  En consecuencia, la Corte Suprema determinó que el gravamen de mantenimiento de puertos, tal como se aplicaba a las exportaciones, infringía la Cláusula de Exportación de la Constitución de los Estados Unidos.

iv) Asistencia a la exportación

a)
Financiación, seguros y garantías
180. Los Estados Unidos facilitan financiación para las exportaciones por medio de su organismo oficial de crédito a la exportación, el Banco de Exportación-Importación (Ex-Im Bank).
  El Ex-Im Bank tiene el mandato de facilitar préstamos, garantías crediticias y seguros a tipos y en condiciones que sean plenamente competitivos con los apoyados por los gobiernos de los principales países cuyos exportadores compiten con los estadounidenses.
  El Ex-Im Bank acepta riesgos que el sector privado no quiere o no puede asumir
;  no obstante, su ayuda está supeditada a una determinación de "seguridad razonable de reembolso".  En diciembre de 2006, las actividades del Ex-Im Bank se renovaron hasta septiembre de 2011.

181. El Ex-Im Bank facilita financiación para las exportaciones por medio de diversos programas de préstamos, garantías crediticias y seguros, entre ellos los siguientes:  seguros de crédito a la exportación a corto y medio plazo;  garantías de préstamos de capital de explotación a los exportadores;  garantías de préstamos a medio y largo plazo a instituciones financieras que otorgan créditos a compradores extranjeros;  y préstamos directos a medio y largo plazo a compradores extranjeros.  Las primas de riesgo aplicadas en el marco de esos programas se establecen de conformidad con las disciplinas de la OCDE.

182. El Gobierno de los Estados Unidos otorga plena confianza y crédito a todos los programas del Ex-Im Bank.  Esto conlleva un costo para el Gobierno, denominado "costo de la subvención", que equivale al valor corriente neto de las salidas y entradas previstas de fondos como resultado de los préstamos y otros programas del Ex-Im Bank.  Conforme a la Ley Federal de Reforma del Crédito, el Ex-Im Bank debe realizar una estimación del costo de la subvención y solicitar una consignación del Congreso para cubrir las pérdidas netas previstas en el futuro (véase el cuadro III.6).

Cuadro III.6

Actividades del Ex-Im Bank en materia de préstamos, garantías y seguros, 2000-2006

(Millones de dólares EE.UU.)

	Ejercicio fiscal
	Valor de las exportaciones financiadas
	Cantidades autorizadas
	Estimación de las pérdidas netas futuras

	2000
	15.548
	12.637
	902

	2001
	12.526
	9.242
	824

	2002
	12.950
	10.034
	714

	2003
	14.311
	10.507
	334

	2004
	17.834
	13.321
	279

	2005
	17.858
	13.936
	241

	2006
	16.119
	12.151
	191


Fuente:
Documento G/SCM/N/95/USA de la OMC, de 31 de octubre de 2003;  y Export-Import Bank of the United States (2006), 2006 Annual Report.  Consultado en:  http://www.exim.gov/about/reports/ar/ar2006/index.html.
183. Para tener derecho a la financiación del Ex-Im Bank, los bienes y servicios deben expedirse desde los Estados Unidos y cumplir las prescripciones en materia de contenido estadounidense.  Concretamente, en el caso de ayuda financiera a medio y largo plazo la ayuda se limita a la menor de las cantidades siguientes:  el 85 por ciento del valor de los bienes y servicios con derecho a ayuda objeto de un contrato de suministro de los Estados Unidos;  o el 100 por ciento del contenido estadounidense de los bienes y servicios con derecho a ayuda objeto de ese contrato.  Las prescripciones en materia de contenido estadounidense del Ex-Im Bank no están establecidas por ley, sino que reflejan "un intento de equilibrio concertado entre los intereses de los sindicatos y la industria".
  La carga transportada por vía marítima financiada con préstamos o garantías crediticias a largo plazo del Ex-Im Bank que excedan de 20 millones de dólares EE.UU. o con un plazo de devolución superior a siete años debe transportarse en barcos de pabellón estadounidense, a menos que se obtenga una exención de la Administración Marítima de los Estados Unidos.

184. En el ejercicio fiscal 2006, el Ex-Im Bank autorizó ayuda para actividades de exportación por un importe de 12.100 millones de dólares EE.UU.
  Ese año, el 67 por ciento de la ayuda total otorgada se facilitó en forma de garantías, el 32 por ciento en forma de seguros de créditos a la exportación, y menos del 1 por ciento en forma de préstamos.  Alrededor del 42 por ciento del riesgo total del Ex-Im Bank correspondía al sector de las aeronaves;  figuraban a continuación el petróleo y el gas, que representaban el 13 por ciento, y los proyectos de energía eléctrica con el 8 por ciento.  Los principales destinos de la ayuda prestada por el Ex-Im Bank fueron la India, México, Qatar  y Tailandia.

b)
Devolución de derechos, exenciones fiscales y otras medidas de ayuda
185. Los Estados Unidos mantienen un programa de devolución de derechos.  Tras la exportación del producto importado o del artículo fabricado a partir del producto importado, se reembolsan los derechos de aduana y algunos impuestos y gravámenes interiores resultantes de la importación.
  La definición legal de derechos, impuestos y gravámenes objeto de devolución incluye los derechos de aduana, los derechos de marcado y los impuestos internos sobre los ingresos "aplicables en el momento de la importación".
  No incluye el gravamen de mantenimiento de puertos.
186. La Ley de Prevención de Aumentos tributarios y Reconciliación de 2005, firmada por el Presidente en mayo de 2006, deroga la cláusula de "primacía por anterioridad" que permitía a las empresas estadounidenses excluir determinados ingresos de "comercio exterior" de sus ingresos imponibles para transacciones realizadas "en virtud de un contrato vinculante" que estuviera en vigor en una fecha concreta.  Como se indicaba en el informe sobre el anterior Examen de las Políticas Comerciales de los Estados Unidos realizado por la Secretaría, esas cláusulas de anterioridad, que la OMC identificó como subvenciones prohibidas en septiembre de 2005, se adoptaron como parte de un conjunto de medidas para aplicar las resoluciones de la OMC en el contexto de la diferencia sobre el tratamiento fiscal otorgado a las empresas de ventas en el extranjero.

c)
Promoción y ayuda a la comercialización
187. El Comité de Coordinación para la Promoción del Comercio (TPCC) coordina las actividades de promoción de las exportaciones de 19 organismos federales.
  Los miembros del TPCC asignaron alrededor de 1.500 millones de dólares EE.UU. a actividades de promoción durante el ejercicio fiscal 2006.
  El Departamento de Agricultura, el Departamento de Comercio y el Departamento de Estado representaron casi el 85 por ciento del total.
188. El TPCC debe presentar cada año una estrategia nacional de exportación al Congreso.  También publica la Guía de programas de exportación, que describe aproximadamente 100 programas de promoción de las exportaciones mantenidos por sus miembros.
  La Administración de Comercio Internacional del Departamento de Comercio gestiona Export.gov, un punto de acceso en línea para facilitar información sobre la promoción de las exportaciones llevada a cabo por los miembros del TPCC.

189. Los Estados Unidos también mantienen programas generales de promoción de las exportaciones.  Las Organizaciones Estatales de Desarrollo Internacional (SIDO) tratan de apoyar las actividades de los organismos de promoción del comercio en 39 Estados.

v) Artículo 301 y medidas conexas

190. Los artículos 301 a 309 de la Ley de Comercio Exterior de 1974 (denominados por lo general artículo 301) confieren a los Estados Unidos potestad para hacer cumplir los acuerdos comerciales, resolver diferencias comerciales y abrir mercados extranjeros a los bienes y servicios de los Estados Unidos.  El Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales Internacionales (USTR) aplica el artículo 301 para investigar prácticas comerciales extranjeras que se considera afectan a las exportaciones estadounidenses de bienes y servicios o menoscaban los derechos de los Estados Unidos en el marco de acuerdos comerciales internacionales.  Con arreglo al artículo 301, los Estados Unidos pueden imponer sanciones comerciales a países extranjeros que infrinjan esos acuerdos o mantengan esas prácticas.  Cuando una investigación se refiere a una presunta infracción de un acuerdo comercial, como el de la OMC, el Representante para las Cuestiones Comerciales Internacionales debe seguir el procedimiento de celebración de consultas y solución de diferencias establecido en ese acuerdo.  Desde el anterior examen de los Estados Unidos no se han iniciado nuevos casos en virtud del artículo 301.

191. El "artículo 301 especial" de la Ley de Comercio Exterior de 1974 dispone que el Representante para las Cuestiones Comerciales Internacionales identifique a los países extranjeros que nieguen una protección adecuada y efectiva de los derechos de propiedad intelectual.

4) Otras medidas que afectan a la producción y el comercio

i) Marco jurídico de las empresas 

192. En los Estados Unidos, la estructura jurídica de las empresas puede adoptar distintas formas, entre ellas las de sociedad, empresa de propiedad exclusiva, sociedad colectiva y sociedad de responsabilidad limitada (SRL).  Las empresas conjuntas, las sucursales y las filiales son variaciones de esas estructuras básicas de las empresas.  Las formas de empresas más comunes son las empresas de propiedad exclusiva, las sociedades colectivas y las sociedades.  Las SRL constituyen una estructura de empresa relativamente novedosa permitida por las leyes de los Estados;  entre sus participantes se cuentan las personas físicas, las sociedades, otras SRL y entidades extranjeras;  no se fija un número máximo de miembros para las SRL.

193. Las empresas extranjeras pueden realizar actividades en los Estados Unidos a través de una sucursal o constituirse como filial.  Las sucursales o filiales de empresas extranjeras deben observar las prescripciones pertinentes de los Estados en materia de registro y de licencias.

194. En los Estados Unidos, se exige a las empresas cumplir con las prescripciones aplicables impuestas por los Estados en materia de registro;  no hay un proceso de constitución a nivel federal.  No es necesario que una empresa se constituya en el Estado donde realiza sus negocios.  Las leyes sobre la constitución de empresas varían de un Estado a otro.  Una empresa extranjera habilitada para realizar negocios en otro Estado está sujeta al pago de impuestos y de los derechos correspondientes al informe anual tanto en el Estado de constitución como en el Estado de habilitación.  Por lo general, las empresas deciden constituirse en el Estado donde realizan sus operaciones o en Delaware, Estado que no aplica el impuesto sobre la renta de las sociedades en el caso de empresas que no realizan negocios en Delaware.  En este último caso, las empresas se establecen como sociedades de responsabilidad limitada y pagan al Estado de Delaware un derecho anual fijo.

195. El Gobierno de los Estados Unidos ha adoptado numerosas iniciativas de gobierno electrónico (E-Gov) destinadas que la información y los trámites del Gobierno federal sean más eficientes y transparentes para las empresas.
  La Oficina de Gestión y Presupuesto de la Casa Blanca ha elaborado un total de 25 iniciativas E-Gov y nueve líneas de negocios a fin de mejorar la prestación de servicios del Gobierno federal.
  En 2006, los Estados Unidos ocupaban el tercer lugar entre las 155 economías analizadas en el índice de facilidad para hacer negocios del Banco Mundial.

196. Las empresas están sujetas a tributación por los Gobiernos federal y de los Estados.  La combinación de impuestos y la carga que representa varían entre los distintos Estados.  A los efectos fiscales, las sociedades se clasifican en sociedades C y sociedades S;  sus respectivas formas de tributación presentan grandes diferencias.  Todas las sociedades son, en principio, sociedades C, que presentan declaraciones de impuestos sobre la renta de las sociedades y están sujetas a impuestos sobre los ingresos que perciben en todo el mundo, independientemente de sus accionistas.  Cuando, tras haber pagado los impuestos, se distribuyen beneficios entre los accionistas, éstos deben pagar el impuesto sobre la renta sobre los dividendos que hayan percibido.  Para este tipo de sociedad, el impuesto federal sobre la renta de las sociedades varía entre el 15 y el 35 por ciento, según el monto de la renta imponible.

197. Una sociedad puede ser una sociedad S sólo si posee menos de 100 accionistas, y si todos ellos son ciudadanos o residentes de los Estados Unidos que, además, hayan aceptado la estructura de sociedad S.  En general, una sociedad S está exenta del impuesto federal sobre la renta, aunque se aplican a los accionistas impuestos sobre la renta de la sociedad S.  Las sociedades S están sujetas al pago de impuestos sobre ciertas ganancias de capital y sobre los ingresos pasivos.

198. Los Estados Unidos tienen convenios fiscales que abarcan a 66 países.
  En virtud de dichos convenios, a los residentes de países extranjeros se les impone un tipo impositivo reducido o se los exime de los impuestos sobre la renta estadounidenses con respecto a ciertas partes de los ingresos que reciben de fuentes situadas dentro de los Estados Unidos.  Los tipos y las exenciones varían según los convenios fiscales estadounidenses.  En general, los convenios fiscales estadounidenses no limitan la aplicación de impuestos a nivel de los Estados.

ii) Otras ayudas estatales

a)
Ayuda global
199. Los Estados Unidos presentaron una notificación plena en el marco del párrafo 1 del artículo XVI del GATT de 1994 y el artículo 25 del Acuerdo sobre Subvenciones y Medidas Compensatorias en noviembre de 2007.
  La notificación abarca los ejercicios fiscales de 2003 y 2004, y se enumeran en ella unos 430 programas de subvenciones, 42 a nivel federal y el resto a nivel subfederal (cuadro III.7).
200. Tanto el Gobierno federal como los gobiernos subfederales pueden conceder asistencia a las empresas.  Los principales instrumentos de apoyo comprenden pagos directos, exenciones fiscales y programas de crédito.  La información sobre los programas federales concretos que proporcionan asistencia a las empresas puede consultarse en el Catálogo de Programas de Asistencia Federal.
  Con respecto a los programas subfederales, la Cámara de Comercio de los Estados Unidos ha publicado una lista desglosada por Estados de los incentivos financieros y no financieros que se conceden a las empresas.

Cuadro III.7
Programas federales notificados a la OMC, ejercicios fiscales 2003 y 2004a
	Sector
	Número de programas
	Principales formas de ayuda
	Importe total en 2003
(millones de $EE.UU.)
	Importe total
en 2004 (millones de $EE.UU.)

	Desarrollo, almacenamiento y transporte de energía
	5
	Donaciones y acuerdos de cooperación
	1.626,9
	1.427,4

	Energía y combustibles, otros
	8
	Concesiones fiscales
	4.110
	4.900

	Pesca
	4
	Donaciones (3 programas) y préstamos (1 programa)
	125,6b
	78b

	Industria maderera
	3
	Concesiones fiscales
	450
	420

	Medicina
	2
	Concesiones fiscales y venta de productos isotópicos
	173,5
	195

	Metales y minerales, y su extracción
	5
	Concesiones fiscales (4 programas) y garantías (1 programa)
	270c
	245c

	Textiles
	1
	Donaciones
	2,9
	2,8

	Relojería y joyería
	1
	Entrada con franquicia arancelaria para relojes y transferencias de relojes desde las posesiones insulares de los Estados Unidos;  pagos directos a productores de artículos de relojería y joyería en esas zonas.
	4,3
	4,2

	Otros
	4d
	Concesiones fiscales (3 programas) y donaciones (1 programa)
	2.230
	2.179,2


a
Se excluyen los programas de subvenciones a la agricultura, que se examinan en el capítulo IV 2).

b
Se excluyen los préstamos.

c
Se excluyen las garantías.

d
Se excluye la asistencia prestada por conducto del Ex-Im Bank, examinada en la sección 3) iv).

Fuente:
Documento G/SCM/N/123/USA de la OMC, de 15 de noviembre de 2007.
201. El promedio de los pagos directos anuales efectuados por el Gobierno federal a las empresas residentes en los Estados Unidos ascendió a 47.400 millones de dólares EE.UU. entre 2002 y 2006 (el último año sobre el que se dispone de datos).
  Los principales receptores de la ayuda fueron los sectores de la vivienda y la agricultura, con alrededor del 90 por ciento del total.  Los pagos directos alcanzaron un nivel máximo de 58.200 millones de dólares EE.UU. en 2005, y disminuyeron un 15 por ciento en 2006.  En el presupuesto federal para 2008 se estima que los pagos directos correspondientes a los ejercicios fiscales 2007 y 2008 permanecerán constantes, con un total de aproximadamente 47.000 millones de dólares EE.UU.
  Entre 2002 y 2006, el promedio de los pagos directos efectuados por los gobiernos subfederales ascendió a 440 millones de dólares EE.UU.

202. Las mayores ventajas fiscales otorgadas a las empresas en el ejercicio fiscal 2008, según cálculos basados en la información sobre "gastos fiscales" contenida en el presupuesto federal, se relacionan con la depreciación acelerada de la maquinaria y el equipo, estimada en 44.800 millones de dólares EE.UU., seguida de la moratoria con respecto a los ingresos de empresas extranjeras controladas por los Estados Unidos (12.800 millones de dólares EE.UU.).
  Las deducciones para las actividades de producción realizadas en los Estados Unidos ascendieron a 11.400 millones de dólares EE.UU.  Estas deducciones se aplican en virtud de la Ley para la Creación de Empleo en los Estados Unidos, de 2004, que introdujo una deducción fiscal escalonada del 9 por ciento para ciertas empresas de producción.  La deducción se calcula como porcentaje de los "ingresos resultantes de actividades de producción con derecho a la deducción" o de los ingresos imponibles, si estos últimos fueran inferiores, y está limitada por los salarios.  Las empresas que reúnan las condiciones requeridas pueden reclamar una deducción del 3 por ciento en 2005-2006, del 6 por ciento en 2007-2009 y del 9 por ciento después.  En el ejercicio fiscal 2008, las ventajas fiscales relacionadas con la ciencia en general, el espacio y la tecnología ascendieron a 10.100 millones de dólares EE.UU., y las relacionadas con la energía, a 4.000 millones de dólares EE.UU.

203. Los Estados y los gobiernos locales también ofrecen una amplia variedad de incentivos fiscales y no fiscales.  Los gastos anuales a nivel local y de los Estados relacionados con incentivos para las empresas se han estimado en unos 50.000 millones de dólares EE.UU.
  Algunos incentivos subfederales están destinados a actividades empresariales específicas.  Por ejemplo, en 2007-2008, el Estado de Nueva York financiará 650 millones de dólares EE.UU. del costo de una planta de producción de chips de ordenador que se construirá en la zona de Albany.
  El Estado de Alabama y varios gobiernos locales anunciaron la aplicación de incentivos fiscales y no fiscales por un total de 811 millones de dólares EE.UU. en 2007 en relación con la construcción de una fábrica de acero cerca de Mobile.
  El Estado de Georgia y varios gobiernos locales acordaron proporcionar incentivos por valor de 410 millones de dólares EE.UU., cifra que incluye 220 millones de dólares EE.UU. en créditos, exenciones y desgravaciones fiscales, para la construcción de una planta de montaje de automóviles en Troup County.

204. En septiembre de 2004 el Tribunal Supremo anunció que había acordado examinar una decisión de un tribunal federal de apelación en el sentido de que determinados créditos fiscales otorgados en Ohio a las empresas como incentivo para aumentar sus operaciones en dicho Estado infringían la Cláusula sobre el Comercio de la Constitución de los Estados Unidos.
  El tribunal federal de apelación llegó a esa conclusión basándose en que los efectos económicos de los créditos fiscales otorgados en Ohio era fomentar nuevas inversiones en ese Estado a expensas del desarrollo de otros, y que el resultado era obstaculizar el libre comercio entre los Estados.  En mayo de 2006, el Tribunal Supremo concluyó que los contribuyentes de Ohio que se habían opuesto a los créditos carecían de legitimación procesal en un tribunal federal.

b)
Zonas francas
205. La Ley de Zonas Francas de 1934, en su forma enmendada, autoriza el establecimiento de zonas francas en los Estados Unidos.
  Pueden enviarse a una zona franca productos extranjeros y nacionales para cualquier operación no prohibida por la ley, con inclusión de almacenamiento, exhibición y manufactura.  Los productos extranjeros admitidos en una zona franca están exentos de derechos de aduana y de determinados impuestos especiales de consumo, pero no de la tasa de elaboración de mercancías.  Cuando se envían las mercancías al territorio aduanero de los Estados Unidos se pagan los derechos de aduana (y todos los demás impuestos y derechos aplicables).  En ese caso, el importador puede pagar los derechos de aduana sobre el producto acabado o sobre sus insumos extranjeros.  Los fabricantes de productos sujetos a "aranceles invertidos" (tipos arancelarios sobre el producto acabado inferiores a los aplicables a sus insumos extranjeros) pueden beneficiarse del establecimiento en una zona franca.

206. Las autoridades estadounidenses han indicado que las operaciones realizadas en zona franca no gozan de ventajas con respecto al impuesto sobre la renta, y que las zonas están sujetas a todos los demás reglamentos e impuestos federales, estatales y locales.  La única excepción son los impuestos locales sobre la propiedad con respecto a las existencias, ya que no se aplican a las mercancías extranjeras ni a las mercancías nacionales destinadas a la exportación mantenidas en una zona franca.

207. En el ejercicio fiscal 2006, el valor de las mercancías nacionales e importadas transferidas a zonas francas fue de 491.000 millones de dólares EE.UU.
, casi el doble del valor registrado en el ejercicio fiscal 2003.  Cerca del 60 por ciento del total consistía en productos nacionales.  La mayoría de las importaciones son de petróleo crudo y aceites de petróleo, vehículos automóviles y sus partes, productos electrónicos, productos farmacéuticos, ordenadores y equipo de oficina, y textiles y prendas de vestir.  Las exportaciones de las zonas francas (al exterior los Estados Unidos) ascendieron a unos 30.000 millones de dólares EE.UU.  Hay 163 zonas francas en funcionamiento.

iii) Política en materia de competencia

208. La posición de los Estados Unidos con respecto a la política en materia de competencia es que, a fin de fomentar la eficiencia y promover el bienestar de los consumidores, las leyes antimonopolio protegen la competencia, no a los competidores.
  Los Estados Unidos consideran que, a fin de prevenir o eliminar las restricciones anticompetitivas que impiden el funcionamiento adecuado de la libre competencia en el mercado, las leyes antimonopolio deben reflejar sólidos conocimientos económicos acerca de la forma en que funciona la competencia.

209. En un informe de 2005 sobre la política en materia de competencia de los Estados Unidos, la OCDE observa que los Estados Unidos tienen uno de los sistemas normativos menos restrictivos de la OCDE.
  El informe vincula los buenos resultados de la economía estadounidense durante más de un decenio a los esfuerzos de reforma normativa en una amplia gama de industrias, pero indica que la política de competencia podría mejorarse aplicando medidas tales como la terminación de la inmunidad antimonopolio de las empresas gubernamentales y la eliminación de las exenciones.

210. Las leyes antimonopolio federales de los Estados Unidos abarcan todos los sectores de la economía y el comercio entre Estados así como el comercio internacional del país, con algunas exenciones y excepciones, y prevén la incoación de acciones por partes privadas perjudicadas y también por la División Antimonopolio del Departamento de Justicia (acciones penales y civiles) y por la Comisión Federal de Comercio (FTC) (acciones civiles).  Las principales leyes antimonopolio federales de los Estados Unidos son la Ley Antimonopolio Sherman, la Ley Clayton y la Ley de la Comisión Federal de Comercio.  Existe también legislación antimonopolio en casi todos los Estados.

211. La Ley Antimonopolio Sherman (15 U.S.C., artículos 1 a 7) prohíbe todos los contratos, combinaciones y conspiraciones que limiten el comercio entre los Estados o con países extranjeros, incluidos acuerdos de fijación de precios, licitaciones fraudulentas y acuerdos entre competidores para distribuirse clientes.  La Ley Sherman se aplica también a los acuerdos "verticales" entre vendedores y compradores.  Según la jurisprudencia relativa al Artículo 1 de la Ley Sherman, la conducta horizontal, como la fijación de precios, las licitaciones fraudulentas y la repartición del mercado, se considera ilegal per se, en tanto que las demás conductas se aprecian según una norma de "sentido común", conforme a la cual un tribunal compara los efectos anticompetitivos frente a cualesquiera eficiencias derivadas de la conducta.  La Ley Sherman no se aplica a la conducta que entraña comercio o intercambios comerciales distintos de la importación con otros países, salvo que la conducta tenga un efecto directo, sustancial y razonablemente previsible en el comercio nacional o de importación o en las exportaciones.

212. Las infracciones de la Ley Sherman pueden ser perseguidas por el Departamento de Justicia como delitos civiles o penales, o por la FTC por medio de acciones civiles conforme a la Ley de la Comisión Federal de Comercio.  Los cárteles son perseguidos como delitos penales.  Los delitos penales son punibles con multas y penas de prisión;  las multas a personas pueden llegar hasta 1 millón de dólares EE.UU., y las penas hasta diez años de prisión federal por cada delito;  las multas a las empresas pueden llegar a 100 millones de dólares EE.UU. por cada delito.
  Sin embargo, las multas pueden aumentarse al doble del beneficio de los conspiradores o al doble de la pérdida sufrida por el consumidor.  En una acción civil, el Departamento de Justicia puede obtener desagravio por mandato judicial contra las prácticas prohibidas.  Los reclamantes pueden obtener indemnizaciones por daños triplicadas por infracciones de la Ley Sherman.

213. El artículo 7 de la Ley Clayton prohíbe las fusiones o adquisiciones que probablemente reduzcan la competencia en forma sustancial.  La Ley Clayton también prohíbe el arriendo o la venta de bienes o productos básicos a condición de que el comprador adquiera el compromiso de no utilizar los productos de un competidor, si ello da lugar a una disminución de la competencia.  En general, la aplicación de la Ley Clayton incumbe a la FTC y al Fiscal General, los cuales pueden solicitar mandamientos judiciales a fin de impedir una fusión.  La FTC también puede dictar mandamientos de cesación y desistimiento contra la realización de fusiones en procedimientos administrativos.  La Ley permite también la recuperación del triple de los daños causados a la parte perjudicada más las costas del juicio (con ciertas excepciones).  A las personas físicas o jurídicas extranjeras se les otorga trato nacional con respecto a las acciones privadas, por lo que pueden solicitar la misma cantidad;  los Estados extranjeros pueden recuperar una cantidad igual al daño causado más las costas.

214. La Ley de la Comisión Federal de Comercio otorga a la FTC facultades para definir y prohibir métodos desleales de competencia y actos o prácticas que puedan inducir a error en el comercio;  por lo general, esto se refiere a infracciones de la Ley Sherman, la Ley Clayton o cualquier otra ley antimonopolio.  La Ley Wilson sobre Aranceles (15 U.S.C. artículos 8 a 11) prohíbe los acuerdos privados encaminados a restringir las importaciones lícitas o la libre competencia en el comercio lícito, o incrementar el precio de mercado en los Estados Unidos de cualquier artículo importado o que se pretende importar.

215. La Ley Hart-Scott-Rodino (HSR) de Mejoramiento de la Legislación Antimonopolio de 1976 (artículo 7A de la Ley Clayton) exige a las partes en ciertas fusiones o adquisiciones cursar a la FTC y al Departamento de Justicia una notificación previa a la fusión.  Desde julio de 2006, las notificaciones previas a la fusión pueden presentarse en forma electrónica.
  Las prescripciones en materia de notificación se basan en el volumen de la transacción y el valor de las ventas y los activos.  También deben notificarse las fusiones o adquisiciones de activos o títulos con derecho a voto extranjeros si su vinculación con los Estados Unidos es igual o superior a determinados umbrales, que se revisan anualmente.
  En el ejercicio fiscal 2006 se comunicaron 1.768 transacciones en el marco de la Ley HSR, un aumento del 4 por ciento con respecto a las 1.695 transacciones comunicadas en el ejercicio fiscal 2005.

216. En cierto número de leyes se prevé una exención limitada de las leyes antimonopolio en casos concretos.  La exención se aplica, por ejemplo, a determinados aspectos de la agricultura, la pesca, los seguros y las actividades de exportación.
  La Ley Webb-Pomerene concede una exención limitada de las leyes antimonopolio a las asociaciones de empresas competidoras exclusivamente con el fin de realizar operaciones de exportación colectiva de mercancías, siempre y cuando esto no dé lugar a una conducta que tenga efectos anticompetitivos en los Estados Unidos o cause perjuicio a los competidores nacionales.  En 2007 se registraron ante la FTC de conformidad con esta Ley siete asociaciones.
  La Ley de Empresas de Comercio de Exportación de 1982 (15 U.S.C. artículos 4011 a 4021) estableció un procedimiento por el cual, en ciertas circunstancias, se concede a las personas que realizan operaciones de comercio de exportación un certificado de revisión para el comercio de exportación que, entre otras cosas, prevé una exención limitada de las leyes antimonopolio.  Los transportistas marítimos internacionales están autorizados a intervenir en conferencias (acuerdos de precios) por la Ley de Transporte Marítimo de 1984, si no lo impugna la Comisión Marítima Federal.

217. En 2006 y 2007, la aplicación de la política de competencia siguió centrándose en las actividades de los cárteles internacionales.  Los organismos antimonopolio abordaron también otras esferas, entre ellas las fusiones anticompetitivas y la prohibición de fusiones en sectores fundamentales como los de la salud y la energía.  En el ejercicio fiscal 2006, las multas penales recaudadas por el Departamento de Justicia ascendieron a 473,4 millones de dólares EE.UU., el segundo mayor monto que se haya registrado jamás, que representó un aumento del 40 por ciento en comparación con el ejercicio fiscal 2005 (338 millones de dólares EE.UU.), e incoó 33 acciones penales;  en muchas de ellas había más de un demandado.  El Departamento de Justicia sigue siendo partidario del efecto disuasivo de las penas de prisión y de la perspectiva de la extradición, en lugar de un enfoque basado en "multas solamente".

218. El resultado de las acciones antimonopolio que llegan al Tribunal Supremo de los Estados Unidos sigue teniendo repercusiones considerables en la aplicación de la política en materia de competencia.  Durante el período que se examina, el Tribunal Supremo decidió sobre siete casos antimonopolio.
  En cada uno de los casos, la decisión del Tribunal coincidió con la petición formulada por los Estados Unidos.

219. Los Estados Unidos tienen acuerdos de cooperación antimonopolística con Alemania, Australia, el Brasil, el Canadá, la Comunidad Europea, Israel, el Japón y México.
  Esos acuerdos no invalidan las disposiciones de la legislación nacional que protege el carácter confidencial de la información procedente de las investigaciones, ni tampoco la Recomendación de la OCDE sobre cooperación entre países miembros en el ámbito de las prácticas anticompetitivas que afectan al comercio internacional, a la que se han adherido los organismos antimonopolio de los Estados Unidos.

220. La Ley de Asistencia Internacional en la Aplicación de las Leyes Antimonopolio de 1994 (15 U.S.C. artículo 6211) autoriza al Gobierno de los Estados Unidos o al Departamento de Justicia y a la Comisión Federal de Comercio a concluir con gobiernos extranjeros acuerdos bilaterales de asistencia mutua en la esfera antimonopolio en los que se autorice a los organismos a compartir información confidencial obtenida en sus investigaciones y a reunir pruebas en nombre de autoridades antimonopolio extranjeras.
  Estados Unidos sólo han concluido un acuerdo de ese tipo, con Australia.  Los Estados Unidos tienen también varios tratados de asistencia jurídica mutua que permiten el intercambio de información en cuestiones penales;  esos acuerdos son especialmente importantes para las investigaciones sobre cárteles internacionales.  Los organismos antimonopolio de los Estados Unidos cooperan asimismo informalmente con organismos extranjeros, por ejemplo mediante el intercambio de información pública y también de información confidencial presentada por partes que hayan otorgado exenciones de los derechos de confidencialidad.

221. La Comisión de Modernización de la Legislación Antimonopolio, creada en 2002 a fin de evaluar la necesidad de reformar las leyes antimonopolio, presentó su informe al Congreso en abril de 2007.  En el informe se llegó a la conclusión de que no era necesario modificar las leyes antimonopolio y no se recomendó realizar cambios normativos con respecto a las leyes relativas a las fusiones.  En el informe se destacó la importancia de asegurar que la política de aplicación de las normas relativas a las fusiones tuviese en cuenta las necesidades de las empresas de innovar y obtener el alcance y el volumen necesarios para competir con eficacia en los mercados nacionales y mundiales y, a la vez, siguiese protegiendo los intereses de los consumidores estadounidenses.  Aunque en el informe se señaló que, en los casos antimonopolio, no debía presumirse la existencia de poder de mercado a partir de la presencia de una patente, derecho de autor o marca de fábrica o de comercio, recomendó que se evitase el uso indebido del sistema de patentes, para lo cual convenía, en particular, velar por la calidad de las patentes.
  En el informe también se recomendaba simplificar y unificar los procedimientos de análisis de fusiones y armonizar la labor de los organismos antimonopolio estatales y federales, sobre todo en lo tocante a las fusiones.  Se recomendó asimismo alcanzar más acuerdos de cooperación antimonopolística bilaterales y multilaterales, a fin de promover el comercio, la inversión y el bienestar de los consumidores a nivel mundial.

iv) Contratación pública

a)
Introducción
222. Los Estados Unidos son parte en el Acuerdo sobre Contratación Pública (ACP) de la OMC.  Los umbrales de los contratos de compra en DEG han permanecido invariables desde que entró en vigor el ACP el 1º de enero de 1996, pero el USTR revisa los umbrales en dólares EE.UU. de los Estados Unidos cada dos años.

223. El Anexo I del Apéndice I del Acuerdo contiene la lista de las entidades del Gobierno central abarcadas por el ACP;  en los Anexos 2 y 3 figura la lista de los 37 Estados y de las entidades federales y subfederales que aplican el Acuerdo.  En 2004, los Estados Unidos distribuyeron una propuesta de enmiendas al Apéndice I del Acuerdo que reflejaban cambios en la estructura administrativa del Gobierno Federal
;  esos cambios fueron incorporados en el Anexo I y entraron en vigor el 1º de octubre de 2004.  En 2006, los Estados Unidos propusieron eliminar la Pennsylvania Avenue Development Corporation, que había sido disuelta;  esta modificación fue incorporada en el Anexo I y entró en vigor el 26 de marzo de 2006.

224. En diciembre de 2004, los Estados Unidos presentaron una comunicación en el contexto de las negociaciones en el marco del ACP sobre la ampliación del ámbito de aplicación y la eliminación de las medidas y prácticas discriminatorias, que contenía peticiones generales y peticiones específicas.
  En diciembre de 2005 los Estados Unidos presentaron una oferta inicial en el contexto de las negociaciones.  En octubre de 2006, se presentó una oferta revisada.

225. En enero de 2002, los Estados Unidos presentaron a la OMC la información estadística correspondiente a los años 1996-1999 exigida en el párrafo 5 del artículo XIX del ACP.
  En la comunicación correspondiente a 1999 se notificaban 56.598 contratos cuyo valor era superior a 205.000 millones de dólares EE.UU.
  Desde entonces no se ha presentado ninguna otra notificación.

226. El Sistema de Datos sobre Contratación Federal (FPDS) de los Estados Unidos, mantenido por la Oficina de Política Federal de Contratación (OFPP), responsable de recopilar y difundir datos sobre contratación pública contiene estadísticas actualizadas sobre las actividades de contratación de los principales organismos federales.  La OFPP también colabora con la Administración de Servicios Generales (GSA) y otros organismos para recopilar información sobre el desempeño de los contratistas y difunde información sobre las oportunidades de contratación pública a través de un único punto de entrada, conocido como Federal Business Opportunities (FedBizOpps).  El FPDS publica un informe anual sobre las actividades de contratación de unos 50 organismos federales y elabora estadísticas sobre los contratos federales adjudicados, por departamentos.
  En el ejercicio fiscal 2005, el último año sobre el que se dispone de datos a principios de 2008, el total de la contratación de esos organismos fue de 8,37 millones de transacciones, cuyo valor ascendió a 424.200 millones de dólares EE.UU. (equivalente al 3,4 por ciento del PIB);  de este total, el 70,3 por ciento correspondió a contrataciones del Departamento de Defensa (DOD).  Entre los organismos civiles, el máximo valor de la contratación pública correspondió al Departamento de Energía, con el 5,4 por ciento del total.  El valor de aproximadamente el 77 por ciento de las transacciones realizadas en el ejercicio fiscal 2005 fue menor de 25.000 dólares, y el 90 por ciento, menor de 100.000 dólares EE.UU.  Alrededor del 47,3 por ciento de la contratación pública correspondió a la construcción y los servicios;  el 39,5 por ciento a los suministros y equipo;  y el 12,7 por ciento a la investigación y el desarrollo.  En valor, el 31,7 por ciento de los contratos notificados se adjudicaron en el ejercicio fiscal 2005, en el marco de programas reservados preferenciales, principalmente a pequeñas empresas (21,1 por ciento del total) y a pequeñas empresas desfavorecidas (5,7 por ciento).  En el ejercicio fiscal 2005, la contratación de los organismos de los Estados Unidos fuera del país ascendió en total a 34.800 millones de dólares EE.UU., el 71,2 por ciento in Asia y el 19,3 por ciento en Europa.

227. La Asociación Nacional de Gobernadores y la Asociación Nacional de Funcionarios de los Presupuestos Estatales elaboran estimaciones de la contratación pública basadas en los gastos de los gobiernos estatales solventados con ingresos obtenidos de fuentes generales que no se destinan a fines específicos;  este gasto se estimó en 585.000 millones de dólares EE.UU. para el ejercicio fiscal 2006 y en 616.000 millones de dólares EE.UU. para el ejercicio fiscal 2007.

228. En 2006, el valor del gasto de consumo público y las inversiones brutas del Gobierno de los Estados Unidos ascendió a 2,52 billones de dólares EE.UU., aproximadamente el 19,1 por ciento del PIB, frente al 18,5 por ciento en 2004.  De esa cantidad, 932.500 millones de dólares EE.UU. correspondieron a gasto federal y 1,59 billones de dólares EE.UU. a gasto de los gobiernos estatales.  A nivel federal, el gasto de consumo en bienes y servicios se elevó en defensa a un total de 624.300 millones de dólares EE.UU. en 2006;  el gasto en las demás esferas fue en total de 308.200 millones de dólares EE.UU.

b)
Marco institucional y jurídico
229. La contratación a nivel federal está descentralizada y se realiza a través de los sistemas de contratación de diversos organismos ejecutivos.  La Oficina de Gestión y Presupuesto (OMB) supervisa y coordina la contratación federal, y examina la reglamentación propuesta para cumplir las orientaciones en materia de política por conducto de la Oficina de Política Federal de Contratación (OFPP).
  La OFPP imparte directivas generales con respecto a las políticas de contratación pública que se han de aplicar a nivel de todo el Gobierno.  El administrador de la OFPP emite circulares de políticas en las que se establecen los principios que deben observar las entidades públicas.  Esas circulares deben aplicarse a través del Reglamento Federal de Adquisiciones.

230. Los Estados Unidos notificaron a la OMC en 1998 su legislación básica sobre contratación pública y la legislación que puso en vigor el ACP.
  El ACP se aplica en la legislación estadounidense a nivel federal por conducto principalmente de la Ley de Acuerdos Comerciales (TAA) de 1979, en su forma enmendaba, que confiere al Presidente facultades para otorgar exenciones de las prescripciones discriminatorias en materia de compra (como la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses), designar a los países con derecho a esas exenciones y prohibir la contratación en el caso de países no designados.  A nivel estatal, el ACP se aplica por conducto de leyes y reglamentos en cada uno de los 37 Estados que participan en el ACP.

231. La legislación sobre la contratación pública está recogida en diversas leyes, en particular la Ley Federal de Bienes y Servicios Administrativos de 1949 (FPASA), la Ley de Competencia en la Contratación Pública de 1984 (CICA), la Ley de Simplificación de las Adquisiciones Federales de 1994 (FASA), la Ley Clinger-Cohen de 1996, la Ley de Pequeñas Empresas de 1985, y la Ley de Reforma de la Contratación de Servicios.

232. Las adquisiciones de suministros y servicios de los organismos gubernamentales federales con fondos asignados se rigen por el Reglamento Federal de Adquisiciones (FAR).  El sistema del FAR permite a cada organismo ejecutivo y sus suborganismos elaborar directrices internas concretas.  Periódicamente, el FAR se actualiza por conducto de circulares sobre adquisiciones federales (FAC), con el fin de reflejar los cambios en los procedimientos de contratación pública, los efectos de los acuerdos comerciales y otros cambios.  Las propuestas en materia de reglamentaciones se publican en el Federal Register y están abiertas a la presentación de observaciones, las que se tienen en cuenta al redactar las normas definitivas.

233. Los procesos de contratación se ciñen rigurosamente a la FAR.  En ésta se dispone que los organismos públicos federales publiquen avisos de las oportunidades de contratación propuestas que excedan de 25.000 dólares EE.UU. en la página FedBizOpps (con algunas excepciones).  Los avisos de la contratación en proyecto deben publicarse 15 días como mínimo antes de la invitación a presentar ofertas;  a partir de esa fecha, los posibles proveedores tendrán por lo menos 30 días para presentar sus ofertas.  Cuando se trata de la adquisición de artículos comerciales y de oportunidades de contratación cuyo valor sea inferior o igual a 100.000 dólares EE.UU., pueden establecerse calendarios más cortos y aplicarse procedimientos simplificados.  Cuando la contratación pública corresponde al ámbito del ACP o de un acuerdo de libre comercio, se concede un período no menor de 40 días, salvo que se haya publicado una previsión anual, en cuyo caso ese período puede reducirse a 10 días.  Los gobiernos estatales abarcados por el ACP están obligados a anunciar en sus publicaciones las invitaciones a licitar y deben ajustarse a los plazos establecidos en el ACP.  Además de los avisos de la contratación en proyecto, algunos Estados utilizan avisos de la contratación planificada.

234. De conformidad con la Ley de Competencia en la Contratación Pública (CICA), la contratación pública debe realizarse por medio de procedimientos competitivos completos y abiertos.  Los organismos ejecutivos están obligados a solicitar ofertas selladas, siempre que dispongan del tiempo suficiente para ello, y los contratos deben adjudicarse en función del precio (con algunas excepciones).  La CICA prevé procedimientos simplificados para adquisiciones de poco volumen.  La Ley de Simplificación de las Adquisiciones Federales (FASA) estableció un nuevo umbral simplificado de 100.000 dólares EE.UU., y eximió de las prescripciones de la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses a las compras por valores inferiores a 3.000 dólares EE.UU., las que pueden hacerse sin obtener cotizaciones competitivas a condición de que el funcionario de contratación determine que el precio de compra es razonable.

235. La Ley Clinger-Cohen de 1996, P.L. Nº 104-106, establece el uso de un procedimiento de selección en dos etapas para celebrar contratos relativos al diseño y la construcción de edificios públicos;  conforme a este procedimiento, el funcionario de contratación puede preseleccionar las ofertas mejor calificadas (hasta un máximo de cinco), basándose en el uso de factores de evaluación estipulados en las invitaciones a presentar ofertas.  La Ley también autoriza el uso de procedimientos de adquisición simplificados para la adquisición de artículos comerciales por un valor inferior o igual a 5,5 millones de dólares EE.UU., en ciertas circunstancias.

236. La reglamentación federal permite que un organismo del Gobierno Federal prepare listas no taxativas de proveedores, a condición de que también justifique por escrito las circunstancias de la necesidad de esas listas.  La GSA mantiene listados de proveedores aprobados y de sus productos en los Programas de Abastecimiento Federal;  en esos listados figuran tanto proveedores nacionales como proveedores de otros países que participan en el ACP o en otros acuerdos internacionales.  Las autoridades han señalado que los Programas de Abastecimiento Federal se asemejan a un catálogo más que a los listados de proveedores calificados que se utilizan en las licitaciones selectivas.  
237. El listado de Contratistas de los Programas de Abastecimiento Federal es de carácter público.  Los proveedores interesados pueden solicitar en todo momento su inclusión en esas listas.  Los organismos federales, así como de los Estados y otros organismos subfederales pueden también mantener listas de proveedores calificados para su contratación;  a ese respecto, varios de los 37 Estados abarcados por el ACP utilizan listas de proveedores calificados cuando realizan licitaciones para determinados tipos de contratación.  Las listas de los proveedores calificados o registrados se hacen públicas.

238. Los contratistas están obligados a inscribirse en línea en el Registro Central para la Contratación (CCR), principal base de datos sobre proveedores del Gobierno Federal de los Estados Unidos.
  En octubre de 2007, los proveedores del Gobierno inscritos en el CCR eran 454.253, más de 10.000 de ellos empresas extranjeras.  Las empresas extranjeras deben antes obtener un código de Entidad Comercial y Gubernamental de la Organización del Tratado del Atlántico Norte (NCAGE).

239. A nivel subfederal, la contratación se rige por leyes y reglamentos en materia de contratación promulgados por los gobiernos de los Estados u otros gobiernos subfederales.  En algunos casos, cuando la contratación se financia con fondos federales, los Estados deben cumplir determinadas prescripciones federales reglamentarias.  Los gobiernos locales disponen de sus propios organismos de contratación, así como de sus propias políticas al respecto.

c)
Condiciones de acceso
240. La política de los Estados Unidos con respecto al acceso a los mercados de contratación pública se basa en la reciprocidad.  Se mantienen una serie de prescripciones en materia de compra de productos nacionales con respecto a la contratación no abarcada por el ACP, el Acuerdo plurilateral de la OMC sobre el Comercio de Aeronaves Civiles, o acuerdos comerciales preferenciales.  Los umbrales del ACP y de los ALC revisados para 2008-2009 figuran en 73 Federal Register 4115, de 25 de enero de 2008.  En el caso del ACP, los umbrales se fijaron en 194.000 dólares EE.UU. para los bienes y servicios incluidos en el Anexo 1;  528.000 dólares EE.UU. para el Anexo 2;  595.000 dólares EE.UU. para el Anexo 3;  y 7.443.000 dólares EE.UU. para los servicios de construcción.
  La Ley de Acuerdos Comerciales de 1979 prohíbe, en general, a los organismos federales comprar bienes y servicios a países que no sean partes en el ACP o en otros acuerdos comerciales relativos a la contratación pública (esto es, países no designados).  Las autoridades han indicado que esa prohibición tiene por objeto alentar a otros Miembros a adherirse al ACP.  
241. La Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses de 1933 limita la compra por organismos públicos de suministros y materiales de construcción a los declarados "productos finales nacionales" tras una prueba, dividida en dos partes, en la que debe establecerse que el artículo ha sido fabricado en los Estados Unidos y que el costo de los componentes nacionales es superior al 50 por ciento del costo de la totalidad de los componentes.  La Ley no se aplica a los servicios.  La Ley de Acuerdos Comerciales de 1979 autoriza al Presidente a otorgar exenciones de las disposiciones de la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses y otras restricciones en materia de contratación;  el Presidente ha delegado esas facultades en el USTR.  
242. Puede haber excepciones a la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses si se determina que la preferencia nacional es contraria al interés público, en caso de no disponerse en los Estados Unidos de un suministro o material, o por no ser razonable el costo.  En este último caso, se considera que el costo de la oferta nacional no es razonable si el costo del producto extranjero (que en principio no puede adquirirse), con inclusión del derecho de importación más un margen del 6 por ciento, es inferior al de la oferta nacional más baja cuando esa oferta procede de una gran empresa.  Si la oferta nacional más baja procede de una pequeña empresa, el margen que se añade es del 12 por ciento.  Cuando se trata de compras del Departamento de Defensa, la diferencia de precio debe ser como mínimo del 50 por ciento.  En el contexto del presente examen, las autoridades han señalado que la información actual sobre el uso de las excepciones a la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses no está completa, pero que el sistema de recopilación de información se está corrigiendo y se espera obtener mejores datos para el ejercicio fiscal 2008.

243. La Ley de Acuerdos Comerciales de 1979 exime de la aplicación de la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses a los productos finales de países designados, entre los que actualmente figuran los países parte en el ACP y otros acuerdos bilaterales que abarcan la contratación pública, los beneficiarios de la LRECC y los países menos adelantados.  Para los países beneficiarios de la LRECC y los países menos adelantados, los umbrales aplicables son los del ACP;  para los países del TLCAN, Australia, Bahrein, Chile, El Salvador, Guatemala, Honduras, Israel, Marruecos, Nicaragua, la República Dominicana y Singapur, los umbrales son los estipulados en cada acuerdo.  Los productos con derecho a la exención reciben trato no discriminatorio.
244. El Programa de la Balanza de Pagos, no basado en una disposición legal, aplica disposiciones similares a las de la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses a los contratos del Departamento de Defensa de productos finales para su utilización fuera de los Estados Unidos cuyo valor supere los 100.000 dólares EE.UU.
  La Ley de Consignaciones de los Organismos Independientes de 2006 (P.L. Nº 109-115) exige que el responsable de cada organismo federal presente un informe al Congreso en relación con las adquisiciones de artículos, materiales o suministros fabricados fuera de los Estados Unidos.  Los proyectos de ley anuales sobre consignaciones y autorizaciones incluyen a veces prescripciones en materia de preferencias nacionales a nivel federal.

245. También gozan de exención de las disposiciones de la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses las aeronaves civiles y los artículos conexos que satisfagan el criterio de transformación sustancial previsto en la Ley y que sean originarios de países parte en el Acuerdo de la OMC sobre el Comercio de Aeronaves Civiles.  El Departamento de Defensa exime también de las restricciones establecidas en la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses y el Programa de la Balanza de Pagos a la adquisición de equipo de defensa producido en un país que reúna las condiciones requeridas para ello (países con los que existe un acuerdo de contratación recíproca o un memorándum de entendimiento).
  La Ley de Simplificación de las Adquisiciones Federales (FASA) exime de las prescripciones de la Ley de Promoción de la Compra de Productos Estadounidenses a las compras cuyo valor no supere los 3.000 dólares EE.UU.

246. La política de contratación trata de aumentar la participación de las pequeñas empresas, las pequeñas empresas propiedad de excombatientes, las pequeñas empresas desfavorecidas y las pequeñas empresas propiedad de mujeres.  El Departamento de Comercio determina anualmente los mecanismos de contratación de las pequeñas empresas desfavorecidas autorizadas y los factores de aplicación (porcentaje).  La Ley de Pequeñas Empresas (P.L. 85-536) exige en principio que cada contrato cuyo valor previsto sea superior a 2.500 dólares EE.UU. pero inferior a 100.000 dólares EE.UU. se reserve exclusivamente a pequeñas empresas.  La Administración de la Pequeña Empresa (SBA) gestiona cinco programas principales para aumentar la capacidad de las pequeñas empresas de competir en la obtención de contratos federales.
  La SBA administra también dos programas de asistencia a las empresas destinados a las pequeñas empresas desfavorecidas.

247. En la Ley de Beneficios para los Excombatientes de 2003 (P.L. 108-183) se establece un programa de contratación destinado a las pequeñas empresas propiedad de excombatientes inhabilitados para el servicio (SDVOSBC), que permite a los funcionarios de contratación federales limitar la licitación a las SDVOSBC y adjudicar los contratos a fuentes exclusivas o reservadas cuando se cumplan determinados criterios.  Se han establecido también otros sistemas de reserva de contratos y preferencias de precios, como el Programa sobre la Adjudicación de Contratos para la Potenciación de las Zonas Históricamente Infrautilizadas y el Programa de Demostración de la Competitividad de las Pequeñas Empresas.  Se ha fijado como objetivo que la contratación pública adjudicada a las pequeñas empresas represente el 23 por ciento de todos los contratos principales.

248. La reserva de contratos para las pequeñas empresas desfavorecidas persigue el objetivo de adjudicar a dichas empresas el 5 por ciento de los contratos y subcontratos principales;  el mismo objetivo se ha fijado para las pequeñas empresas propiedad de mujeres.  El objetivo establecido para las empresas que participan en el programa relacionado con las Zonas Históricamente Infrautilizadas y para las SDVOSBC es, en ambos casos, adjudicar a esas empresas el 3 por ciento de los contratos y subcontratos principales.
249. En algunos casos, los suministros importados para su utilización en la ejecución de contratos públicos pueden quedar exentos de derechos de aduana.  Esos productos se enumeran en los subcapítulos VIII y X del capítulo 98 del Arancel de Aduanas de los Estados Unidos.  También puede otorgarse franquicia arancelaria a otros suministros;  en este caso, debe reducirse el precio contractual en la cuantía del derecho que habría de pagarse si los suministros no entraran con franquicia arancelaria.  Los suministros (excluido el equipo) destinados a embarcaciones o aeronaves para uso del Gobierno pueden importarse libres de derechos.

250. Las sanciones aplicadas a ciertos Estados miembros de las CE se eliminaron en abril de 2006.
  En virtud del artículo 305(g) (1) de la Ley de Acuerdos Comerciales de 1979, los Estados Unidos venían aplicando sanciones desde mayo de 1993 a determinados Estados miembros que se consideraba discriminaban contra los productos y servicios de los Estados Unidos en sus prácticas de contratación pública.

251. Cada Estado de los Estados Unidos aplica sus propias condiciones para el acceso a la contratación pública.  Como ya se ha dicho, participan en el ACP 37 Estados.  Entre los Estados que no participan, algunos restringen la participación extranjera en las licitaciones;  otros ofrecen preferencias a los proveedores del propio Estado o aplican prescripciones en materia de compras en el mercado interno (cuadro AIII.5).  Solamente Carolina del Norte, Oklahoma, Rhode Island y Wisconsin no conceden ninguna forma de preferencia.

252. La Administración de los Estados Unidos ha aplicado una nueva modalidad de la contratación subfederal, basada en la reciprocidad, en tres acuerdos de libre comercio (Colombia, Panamá y el Perú).  En virtud de esta política, la contratación pública de ocho Estados de los Estados Unidos y de Puerto Rico quedó comprendida en los acuerdos de libre comercio celebrados con Colombia, Panamá y el Perú.  La Administración considera que los Estados cuya contratación pública está abarcada por acuerdos de libre comercio pueden beneficiarse de las mayores oportunidades para que las empresas de esos Estados vendan sus productos y servicios en el mercado de contratación pública del interlocutor extranjero, y de la competencia abierta garantizada, condición que puede incrementar la variedad de los productos y reducir los costos.

v) Derechos de propiedad intelectual relacionados con el comercio

a)
Introducción
253. En 1996 se notificaron a la OMC las leyes y reglamentos de los Estados Unidos sobre los aspectos de los derechos de propiedad intelectual (DPI) relacionados con el comercio, así como sus actualizaciones;  esa notificación se complementó en 1998 (cuadro III.8).
  La legislación de los Estados Unidos sobre la propiedad intelectual fue examinada por el Consejo de los ADPIC en 1996, y ha sido objeto de revisiones periódicas en los Exámenes de la Política Comercial de la OMC.
  Después se han facilitado actualizaciones de la legislación sobre los derechos de propiedad intelectual, con inclusión de modificaciones presentadas en un texto refundido.

Cuadro III.8

Resumen de la protección de la propiedad intelectual en los Estados Unidos de conformidad con las obligaciones dimanantes del Acuerdo sobre los ADPIC, 2008

	Forma
	Legislación principal
	Ámbito
	Duración

	Derecho de autor y derechos conexos
	Ley de Derecho de Autor, Título 17 del Código de los Estados Unidos 
	Derechos de los autores en los dominios artístico, literario y científico.  Para disfrutar de la protección del derecho de autor la obra ha de ser una creación original.
	Vida del autor más 70 años para obras creadas después del 1º de enero de 1978.

En el caso de obras anónimas, obras publicadas bajo seudónimo y obras creadas por encargo remunerado, la protección se extiende a 95 años a contar de su publicación o 120 años a contar de su creación, si este último plazo fuera menor.

	Indicaciones geográficas
	Ley Lanham de 1946, modificada (15 U.S.C. 1051 y siguientes), y Ley Federal de Administración de Alcoholes de 1935
	Protección contra el uso indebido de signos geográficos y nombres importantes en el ámbito vitícola.
	Sin límite.

	Dibujos y modelos industriales
	Ley de Patentes de los Estados Unidos, incorporada en el Título 35 del Código de los Estados Unidos 
	El diseño ornamental de un producto tiene derecho a la protección que se otorga a los dibujos y modelos industriales, a condición de que sea nuevo.  
	14 años desde la fecha de la concesión.

	Patentes
	Ley de Patentes de los Estados Unidos, incorporada en el Título 35 del Código de los Estados Unidos 
	Las invenciones nuevas, útiles y no evidentes.  Se aplica a técnicas, procedimientos, máquinas, manufacturas, composiciones de materia.
	20 años desde la fecha de la solicitud.

	Protección de las Obtenciones Vegetales 
	Modificaciones de 1994 a la Ley de Protección de las Obtenciones Vegetales (7 U.S.C. 2321 y siguientes)
	Obtenciones vegetales que no se hayan vendido anteriormente con fines de explotación de la obtención en los Estados Unidos más de un año antes de la fecha de la solicitud, ni fuera del territorio de los Estados Unidos más de cuatro años antes de la fecha de la solicitud, o, en el caso de árboles o vides, más de seis años antes de la fecha de la solicitud
	20 años desde la fecha de emisión del certificado en los Estados Unidos.  

	Topografías de circuitos integrados
	Ley de Protección de las Plaquetas de Semiconductores de 1984 
	Se concede protección a las topografías de productos microelectrónicos semiconductores que sean originales (si son el resultado del esfuerzo intelectual del propio creador) y no son básicas, corrientes o familiares en esa rama de producción en el momento de su creación.
	10 años desde la fecha de la solicitud (o desde su primera utilización, si esta fecha fuera anterior).

	Marcas de fábrica o de comercio
	Ley Lanham de 1946, modificada (15 U.S.C. 1051 y siguientes)
	Todo signo utilizado para identificar y distinguir las mercancías o servicios de una empresa de los de otra.
	10 años desde la fecha de la solicitud;  puede ser renovada indefinidamente siempre que la marca de fábrica o de comercio se utilice en operaciones comerciales legítimamente reglamentadas por el Congreso.

	Secretos comerciales
	Ley de Espionaje Industrial de 1996 y leyes de los Estados 
	Cualquier información, incluidas las fórmulas, dibujos, compilaciones, programas, dispositivos, métodos, técnicas o procesos, que no sea conocida en general por la parte pertinente del público, que proporcione un beneficio económico al titular y que sea objeto de esfuerzos razonables para mantenerla en secreto.
	Indefinida


Fuente:
Organización Mundial de la Propiedad Intelectual;  Departamento de Comercio de los Estados Unidos;  notificaciones a la OMC.
254. Los Estados Unidos son miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) y participan en varios convenios y tratados internacionales relacionados con los DPI.

255. Los Estados Unidos procuran fortalecer la protección y la observancia de los DPI a través de diferentes mecanismos.  Los Estados Unidos han abordado la cuestión de los DPI en el contexto de acuerdos bilaterales y memorandos de entendimiento sobre propiedad intelectual, tratados bilaterales de inversión y acuerdos marco de comercio e inversión.  Las cuestiones relacionadas con los DPI también se han incluido en los acuerdos de libre comercio de los Estados Unidos que están en vigor o en los que se encuentran pendientes de aprobación o aplicación.
  Los Estados Unidos tratan de establecer una sólida protección de la propiedad intelectual por medio de sus vinculaciones con los países interesados en adherirse a la OMC.

256. El 17 de diciembre de 2005, los Estados Unidos aceptaron el Protocolo por el que se enmienda el Acuerdo sobre los ADPIC, adoptado por el Consejo General el 6 de diciembre de 2005 (WT/L/641).
  En una Comunicación Conjunta con las Comunidades Europeas, el Japón y Suiza presentada al Consejo de los ADPIC en noviembre de 2006, los Estados Unidos recordaron la importancia que tiene la observancia efectiva de los DPI, especialmente en relación con la innovación y las inversiones.
  En enero de 2007, los Estados Unidos hicieron una presentación ante el Consejo de los ADPIC con respecto a la observancia de los DPI en la frontera.

257. Los Estados Unidos son un importante productor de bienes y servicios que llevan incorporados conocimientos y otros elementos intelectuales.  A este respecto, el Congreso ha reconocido que la propiedad intelectual es la columna vertebral de la competitividad económica de los Estados Unidos y es, además, el único sector en el cual los Estados Unidos gozan de superávit comercial con todos los países del mundo.
  También se ha señalado que más del 50 por ciento de las exportaciones de los Estados Unidos dependen de alguna forma de la propiedad intelectual, y que actualmente los activos de la propiedad intelectual representan más de un tercio del valor de las empresas ubicadas en los Estados Unidos y más del 17 por ciento del PIB.  La balanza de pagos de los Estados Unidos registra tradicionalmente un superávit en el comercio relacionado con la propiedad intelectual, medido en función de las regalías y derechos de licencia.  En 2006, los ingresos netos ascendieron a 36.000 millones de dólares EE.UU., y los ingresos brutos a 62.400 millones de dólares EE.UU.

258. Los Estados Unidos consideran que la propiedad intelectual y la innovación revisten una importancia fundamental para fortalecer la productividad y el crecimiento de la economía del país
, y que los DPI pueden facilitar la comercialización de las invenciones y alentar la divulgación pública.
  Los Estados Unidos consideran que la capacidad de las industrias innovadoras para seguir desarrollando nuevos productos depende en gran medida de que haya un sistema de propiedad intelectual sólido y efectivo, y de la capacidad de comercializar efectivamente los productos nuevos durante el período en que existen DPI exclusivos.
  Una de las razones que se invocan para defender la protección de los DPI es que la propiedad intelectual incentiva la innovación.
  En opinión de los Estados Unidos, los DPI no confieren necesariamente poder de mercado, dado que pueden utilizarse otros productos o procesos como sustitutos de la invención patentada o de la obra protegida por derecho de autor
;  además, la legislación en materia de propiedad intelectual y las leyes antimonopolio comparten los mismos objetivos fundamentales, consistentes en mejorar el bienestar de los consumidores y promover la innovación.

b)
Patentes
259. Otorga las patentes la Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos (USPTO), que aplica la norma de la primera invención;  los Estados Unidos son el único Miembro de la OMC que aplica esa norma.
260. El Gobierno de los Estados Unidos tiene fundamento jurídico específico para permitir en algunos casos la expedición de licencias obligatorias para la utilización de la materia objeto de una patente, por ejemplo la Ley de Energía Atómica y la Ley de Protección de la Calidad del Aire;  no obstante, hace más de 20 años que no se utilizan esas disposiciones.  Con respecto a las invenciones propiedad del Gobierno Federal, de conformidad con la Ley de Comercialización de la Transferencia de Tecnología de 2000, un organismo federal puede conceder una licencia exclusiva o parcialmente exclusiva si ello representa un incentivo necesario para atraer la inversión requerida para aplicar en la práctica la invención.
261. Durante el período objeto de examen siguió aumentando el número de solicitudes de patente presentadas a la USPTO.  A pesar de los esfuerzos de la USPTO por reducir el tiempo necesario para examinar las solicitudes, la duración media del trámite de las solicitudes (tiempo medio entre la presentación de la solicitud y la concesión de la patente) aumentó ligeramente, a aproximadamente 31,9 meses, en el ejercicio fiscal 2007.  En 2006, la USPTO otorgó un total de 184.377 patentes.
  La proporción de patentes expedidas por la USPTO a no residentes ha permanecido estable durante los últimos años, con aproximadamente el 48 por ciento del total;  en 2005, los 10 principales receptores de patentes del sector privado fueron cuatro empresas estadounidenses, cinco japonesas, y una coreana.

262. En el marco de la aplicación del Plan Estratégico del Siglo XXI, plan quinquenal establecido en 2002, la USPTO ha continuado promoviendo la tramitación y presentación de solicitudes de patentes por medios electrónicos y la simplificación del proceso de solicitud de patentes.  En 2006, la USPTO puso en práctica un sistema de presentación electrónica basado en Internet (EFS-Web), que permite la presentación electrónica de solicitudes y de documentos relacionados con patentes.
  Además, a fin de acelerar los exámenes, la USPTO elaboró nuevos procedimientos, que entraron en vigor el 25 de agosto de 2006.
  Con miras a mejorar la calidad de las patentes, la USPTO adoptó algunos cambios en las normas en octubre de 2007 que, una vez puestos en práctica, obligarán a los solicitantes a identificar con mayor precisión la invención objeto de la solicitud de patente que se ha de examinar.  La USPTO también ha publicado directrices para el examen a fin de ayudar a determinar la obviedad de las invenciones reivindicadas.

c)
Marcas de fábrica o de comercio e indicaciones geográficas 
263. Además del registro federal, la protección de las marcas de fábrica o de comercio en los Estados Unidos surge del uso real de la marca con arreglo a las leyes estatales y a las leyes federales sobre competencia desleal.  Aunque no es necesario el registro federal para establecer los derechos sobre una marca ni para usarla, el registro otorga al titular derechos adicionales, como la presunción legal de propiedad y de validez, el derecho a utilizar la marca en relación con los bienes o servicios identificados en el registro.  Aunque no se exige que la marca de fábrica o de comercio se utilice comercialmente antes de la presentación de la solicitud de registro federal, en el caso de las solicitudes presentadas a nivel nacional se requiere el uso antes de efectuar el registro.  En el caso de las solicitudes presentadas por nacionales de otros países en virtud del Convenio de París y el Protocolo de Madrid, no se exige el uso (o una declaración de no uso aceptable) para solicitar el registro, pero sí se requiere a efectos de mantener el registro.  La Ley de Modificación de la Ley sobre Dilución de Marcas de Fábrica o de Comercio de 2006 (P.L. Nº 109-312) introdujo modificaciones y aclaraciones en la Ley Federal sobre Dilución de Marcas de Fábrica o de Comercio, en virtud de las cuales concedió al titular de una marca famosa el derecho a obtener un mandamiento judicial contra la utilización de una marca de fábrica o de comercio o de un nombre comercial de una forma que probablemente diluya la marca por causar imprecisión y deslustre, así como el derecho a oponerse a solicitudes o cancelar registros que probablemente causen dilución con la marca famosa.  
264. Las solicitudes de registro federal de marcas de fábrica o de comercio se presentan en la USPTO.  El titular de una marca de fábrica o de comercio que haya presentado una solicitud a la USPTO o que haya obtenido un registro de la USPTO, que sea nacional de los Estados Unidos y esté domiciliado en los Estados Unidos o tenga un establecimiento industrial o comercial en los Estados Unidos, puede presentar también una solicitud internacional en la USPTO, de conformidad con el Protocolo de Madrid.  Los titulares de registros internacionales basados en registros estadounidenses pueden solicitar una extensión de la protección a otros Estados miembros del Protocolo de Madrid.  En el ejercicio fiscal 2006, la USPTO recibió 3.131 solicitudes internacionales y 12.718 solicitudes de extensión de la protección o designación subsiguiente por parte de la Oficina Internacional del Protocolo de Madrid.
  El número de registros de marcas de fábrica o de comercio concedidos en el ejercicio fiscal 2006 ascendió a 188.899, de un total de 354.000 solicitudes de registro de marcas de fábrica o de comercio presentadas;  de éstas, el 93,8 por ciento se presentaron por medio del Sistema de Solicitud Electrónica de Marcas de Fábrica o de Comercio (TEAS).  En el ejercicio fiscal 2006 se registraron a nombre de residentes de países extranjeros 27.592 marcas de fábrica o de comercio.

265. Los Estados Unidos ofrecen protección a las indicaciones geográficas para todas las clases de mercancías y servicios mediante su sistema de marcas de fábrica o de comercio.
  Los Estados Unidos, junto con otros países, presentaron a los demás Miembros de la OMC una propuesta de establecimiento de un sistema multilateral para la notificación y el registro de las indicaciones geográficas de los vinos y bebidas espirituosas, en relación con el párrafo 4 del artículo 23 del Acuerdo sobre los ADPIC.

d)
Derecho de autor
266. Los Estados Unidos otorgan automáticamente protección a las obras amparadas por derecho de autor, incluidos los programas de ordenador, de todos los Miembros de la OMC, los signatarios del Convenio de Berna, y otros signatarios de acuerdos internacionales sobre derechos de autor.  La Oficina de Derecho de Autor es el lugar de registro de las reclamaciones sobre derechos de autor y administra las disposiciones sobre depósito obligatorio y las diversas disposiciones sobre licencias obligatorias de la legislación en materia de derecho de autor.  El registro puede efectuarse en cualquier momento del período de validez del derecho de autor.  Aunque no se exige el registro para obtener la protección, la Ley de Derecho de Autor prevé varios incentivos o ventajas destinados a alentar a los titulares de derechos de autor a realizar el registro;  por ejemplo, establece una constancia pública de la reclamación del derecho de autor y permite al titular de un derecho de autor asentar el registro en el Servicio de Aduanas y Protección de Fronteras de los Estados Unidos (CBP) a fin de obtener protección contra la importación de copias infractoras.  La Ley de Derecho de Autor permite el registro previo de ciertos tipos de obras respecto de las cuales se han cometido infracciones antes de su distribución comercial autorizada.
  El registro previo sirve como una "reserva" con fines limitados, especialmente cuando el titular de un derecho de autor tiene que interponer una demanda por infracción mientras una obra todavía se encuentra en proceso de preparación para su presentación comercial.  Durante el ejercicio fiscal 2006, la Oficina de Derecho de Autor recibió 594.125 reclamaciones sobre derechos de autor y registró 520.906.

267. Los Estados Unidos son parte en la Convención de Ginebra sobre los Fonogramas y en el Tratado de la OMPI sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas, pero no en la Convención de Roma.  La legislación estadounidense sobre derecho de autor no utiliza el concepto de "derechos conexos" como algo distinto del derecho de autor.  Las ejecuciones y los fonogramas están protegidos mediante la aplicación de la Ley de Derecho de Autor y de otras leyes, pero los derechos de ejecución pública de grabaciones de sonido se limitan por lo general a las transmisiones digitales distintas de la radiodifusión, realizadas dentro de un establecimiento comercial o dirigidas a establecimientos comerciales para que las utilicen en el curso normal de sus negocios, y a ciertas retransmisiones.
268. La Ley de Derecho de Autor prevé varios tipos de licencias legales.  Por lo general, se ofrece a las partes interesadas la oportunidad de negociar las condiciones de la licencia.  Las autoridades fijan un derecho solamente si las partes no alcanzan un acuerdo.  La Ley de Reforma de la Distribución de las Regalías de Derechos de Autor de 2004 y las modificaciones contenidas en la Ley de Correcciones Técnicas al Programa de los Jueces sobre Regalías de Derechos de Autor de 2006 reemplazaron a los Grupos Especiales de arbitraje sobre las regalías de derechos de autor por Jueces sobre Regalías de Derechos de Autor (CRJ);  en enero de 2006 se designaron tres CRJ.

e)
Actividades encaminadas a la observancia
269. La Oficina del Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales (USTR) realiza anualmente exámenes para determinar si en otros países se ofrece una protección adecuada y eficaz a la propiedad intelectual, y los efectos de esa protección en el acceso a los mercados de personas de los Estados Unidos, conforme al artículo 182 de la Ley General de Comercio y Competencia de 1988 (artículo 301 especial).  El ejercicio realizado en 2007 en el marco del artículo 301 especial abarcó 87 países.  El USTR incluyó a 12 interlocutores comerciales en la Lista de vigilancia prioritaria para la protección de la propiedad intelectual.
  Además, se incluyeron 38 países en la Lista de vigilancia.
  Se señaló un país para vigilancia en virtud del artículo 306, a fin de asegurar el cumplimiento de sus compromisos en el marco de acuerdos bilaterales sobre propiedad intelectual.

270. En el artículo 337 de la Ley Arancelaria de 1930, se declaran ilegales "los métodos desleales de competencia y los actos desleales relacionados con la importación o la venta de artículos en los Estados Unidos si esos actos o métodos tienen por efecto o tienden a destruir o causar un daño grave a una rama de producción nacional, a impedir el establecimiento de tal rama de producción, o a limitar o monopolizar el comercio en los Estados Unidos".  El requisito de daño grave no se aplica en los casos de presunta infracción de patentes, marcas de fábrica o de comercio registradas a nivel federal, derechos de autor, medios de enmascaramiento o diseños de cascos de naves válidos de los Estados Unidos.  Las investigaciones en el marco del artículo 337 las inicia la Comisión de Comercio Internacional de los Estados Unidos (USITC);  jueces de derecho administrativo formulan una determinación inicial en cuanto a la existencia de infracción/contravención de la ley, que la USITC examina a continuación.  Si la USITC determina que existe infracción del artículo 337, puede dictar una orden de denegación de entrada o un mandamiento de cesación y desistimiento, o ambos.  Si dicta una orden de denegación de entrada, el Servicio de Aduanas y Protección de Fronteras de los Estados Unidos (CBP) recibe instrucciones de impedir la entrada en los Estados Unidos de mercancías infractoras procedentes de cualquier fuente (órdenes de denegación de entrada generales) o de entidades específicamente identificadas (órdenes de denegación de entrada limitadas).  El Presidente puede anular una orden de la USITC en un plazo de 60 días.
271. Entre el 1º de enero de 2005 y el 30 de septiembre de 2007 se iniciaron 88 nuevas investigaciones en el marco del artículo 337;  todas salvo tres de ellas se referían a presuntas infracciones de patentes, en algunos casos en combinación con infracciones de otros derechos de propiedad intelectual.  Las investigaciones abarcaban productos de 29 interlocutores comerciales.
  En el período comprendido entre el 1º de enero de 2005 y el 30 de septiembre de 2007, la USITC dictó 24 órdenes de denegación de entrada, de las cuales 17 eran órdenes de denegación de entrada limitadas y siete órdenes de denegación de entrada generales, junto con mandamientos de cesación y desistimiento.
  Al 1º de octubre de 2007 había 66 órdenes de denegación de entrada pendientes, en comparación con 61 órdenes comunicadas en el anterior examen de los Estados Unidos, que afectaban a las importaciones de una gama de productos, entre ellos maquinaria y equipo, productos eléctricos y electrónicos, algunos bienes de consumo duraderos, gafas, bebidas no alcohólicas y cigarrillos.
272. La Ley contra la Falsificación de Mercancías Manufacturadas de 2006 (P.L. 109-181) modificó las disposiciones del Código Penal Federal que prohíben el tráfico de mercancías y servicios falsificados, a fin de incluir el tráfico de etiquetas o embalajes similares de cualquier tipo o naturaleza que lleven una marca falsificada y que se pretenda utilizar en las mercancías o servicios para los cuales se ha registrado la marca auténtica, o en relación con ellos.  La Ley prevé la incautación de todo artículo que lleve una marca falsificada o consista en ella, así como de cualquier otro bien utilizado para infringir la prohibición de las marcas falsificadas.

273. El valor de las mercancías infractoras de las que se incautó la CBP en el ejercicio fiscal 2006 ascendió a 155,4 millones de dólares EE.UU., y el número de incautaciones, a 14.675, un aumento del 66 por ciento en el valor en comparación con el ejercicio fiscal 2005.  El calzado representó el 41 por ciento del valor total de las mercancías incautadas en el ejercicio fiscal 2006.  La CBP también se incautó en el ejercicio fiscal 2006 de una gran cantidad de prendas de vestir, bolsos de mano, ordenadores y productos electrónicos de consumo.  El Departamento de Justicia presenta informes periódicos sobre sus actividades en materia de observancia en varios foros.  En el Informe del Consejo Nacional para la Coordinación de la Observancia de las Leyes de Propiedad Intelectual de 2007, publicado en enero de 2008, figura un informe sobre las actividades del Departamento de Justicia en materia de observancia.

� Información en línea de la CBP "Protecting Our Borders Against Terrorism".  Consultada en:  http://www.cbp.gov/xp/cgov/toolbox/about/mission/cbp.xml.


� El Portal de Datos Seguros del ACE puede consultarse en:  https://ace.cbp.dhs.gov.


� CBP (2006b).


� La CBP está facultada para exigir fianzas con arreglo al 19 U.S.C. 1623.


� Información en línea de la CBP, "Questions and Answers on CBP Bonds".  Consultada en:  http://www.cbp.gov/linkhandler/cgov/toolbox/publications/trade/qa_bonds.ctt/q_and_a_bonds.doc.


� Ley Pública 109-347.


� Véase OMC (2006).


� Artículo 203 b).


� Federal Register, 73 FR 90, 2 de enero de 2008.  Con arreglo a este documento, es preciso facilitar la siguiente información 24 horas antes del embarque de la carga en un puerto marítimo extranjero:  nombres y direcciones del fabricante o proveedor, transitario, vendedor, comprador, y primera parte que recibe las mercancías después de su despacho por el Servicio de Aduanas;  lugar donde se realiza la carga de contenedores;  números de importador designado y consignatario;  y país de origen de las mercancías y código del Arancel Armonizado.  Además, la CBP propone que los transportistas presenten el "plan de estiba del buque" y determinados "mensajes sobre la situación de los contenedores" 48 horas después de la salida del buque hacia los Estados Unidos, o antes de la llegada del buque a los Estados Unidos para viajes de menos de 48 horas.


� CBP (2006a).


� Información en línea de la CBP, "Secure Freight Initiative at a Glance".  Consultada en:  http://www.usembassy.org.uk/press_release/12oct07-secure_freight/CBP_Fact_Sheet--SFI--Secure_Freight_ Initiative_at_a-glance.pdf.


� Véase OMC (2006).


� Artículo 205.


� Información en línea de la CBP.  Consultada en:  http://www.cbp.gov/xp/cgov/border_security/ international_activities/csi/csi_in_brief.xml.


� Artículo 231.


� Ley Pública 110-53, artículo 1701.


� Artículo 1701 b) 2).


� Artículo 1701 b) 4) E).


� Información en línea de la CBP, Remarks by CBP Commissioner at the Center for Strategic and International Studies, 11 de julio de 2007.  Consultada en:  http://www.cbp.gov/xp/cgov/newsroom/ commissioner/speeches_statements/commish_remarks_csc.xml.


� Artículo 215 de la Ley de Seguridad Portuaria.


� Artículo 219 de la Ley de Seguridad Portuaria.


� Información en línea de la CBP, "New C-TPAT Minimum Security Criteria".  Consultada en:  http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/commercial_enforcement/ctpat/security_criteria/.


� La CBP define a los importadores estadounidenses como empresas estadounidenses (que pueden ser filiales estadounidenses de empresas extranjeras) autorizadas para importar en los Estados Unidos como "importadores registrados" mediante el depósito de una fianza de entrada única o continua.


� CBP (sin fecha).


� Información en línea de la CBP, "U.S., New Zealand Establish Joint Trade Security Arrangement", 29 de junio de 2007.  Consultada en:  http://www.cbp.gov/xp/cgov/newsroom/news_releases/ 062007/06292007_2.xml.


� Documento G/VAL/N/1/USA/1 de la OMC, de 1º de abril de 1996.  La respuesta de los Estados Unidos a la lista de cuestiones relativas a la valoración en aduana figura en el documento G/VAL/2/Rev.1/Add.1 del GATT, de 16 de julio de 1981.


� Documento L/5005 del GATT, de 17 de julio de 1980.


� Federal Register, 73 FR 4254, 24 de enero de 2008.


� Las notificaciones de los Estados Unidos en materia de normas de origen figuran en los documentos de la OMC G/RO/N/1/Add.1 de 22 de junio de 1995, G/RO/N/6 de 19 de diciembre de 1995, G/RO/N/12 de 1º de octubre de 1996 y G/RO/N/18 de 3 de noviembre de 1997.


� La legislación sobre normas de origen no preferenciales figura en:  19 USC 1304 y Nota General 3 del Arancel Armonizado de los Estados Unidos (trato NMF);  19 USC 2511 y siguientes, 19 USC 3592, y 19 CFR 177.21 (contratación pública);  19 CFR 102.0 y 19 CFR 134 (marcado del país de origen);  y 19 CFR 102.21 (textiles y vestido).  Véase también OMC (2006).


� 19 USC 2518.


� Apéndice 4.1-B del CAFTA-DR.


� 19 USC 2136.


� Proclamación 7995 de 31 de marzo de 2006, Federal Register 71 FR 16969, 4 de abril de 2006;  y Proclamación 8096 de 29 de diciembre de 2006, Federal Register 72 FR 451, 4 de enero de 2007.


� 19 USC 2434.


� 19 USC 2432.


� El Arancel Armonizado figura en un documento producido y actualizado periódicamente por la Comisión de Comercio Internacional.  Consultado en:  http://www.usitc.gov/tata/hts/index.htm.


� Las autoridades de los Estados Unidos han proporcionado, en el contexto del presente examen, los equivalentes ad valorem de los tipos arancelarios no ad valorem.


� Las líneas arancelarias correspondientes a los tipos dentro de contingente y fuera de contingente aplicables al mismo producto se cuentan como una.


� Documento WT/LET/493 de la OMC, de 17 de mayo de 2005.


� Documento WT/L/638 de la OMC, de 6 de diciembre de 2005.


� Documento WT/L/675 de la OMC, de 19 de diciembre de 2006.


� Véanse las notas generales del Arancel Armonizado 3(a), 4, 7, 10, 11, 16 y 17, donde figuran las disposiciones relativas a estos programas preferenciales.


� Jones (2007).


� U.S. Senate Committee on Finance, Press Release, "Grassley, Baucus Solicit Input for Miscellaneous Tariff Bill", 25 de abril de 2006.  Consultado en:  http://finance.senate.gov/ press/Gpress/2005/prg042506.pdf.


� 19 USC 58c.


� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004.


� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004.


� Artículo 892(e) de la Ley para la Creación de Empleo en los Estados Unidos de 2004.


� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004.


� Esa carga, establecida como parte de la Ley de Desarrollo de los Recursos Hídricos de 1986 (26 USC 4461) se denomina "impuesto" en la Ley, y "gravamen" en el reglamento (19 CFR 24.24).  La lista de puertos que reciben fondos federales para mantenimiento figura en 19 CFR 24.24.


� Documento WT/TPR/M/126/Add.3 de la OMC, de 22 de noviembre de 2004.


� Documento WT/TPR/M/160/Add.1 de la OMC, de 27 de septiembre de 2006.


� United States v. United States Shoe Corp., 523 US 360 (1998), 31 de marzo de 1998.  El artículo 11116(b)(1) de la Ley de Transporte Seguro, Responsable, Flexible y Eficiente (Ley Pública Nº 109-59) enmendó el impuesto de mantenimiento de puertos para eximir a las exportaciones.


� 26 USC 4001 y siguientes.


� 26 USC 5051.


� 26 USC 5041.


� Documento TN/RL/W/27 de la OMC, de 22 de octubre de 2002.


� Documento TN/RL/W/27 de la OMC, de 22 de octubre de 2002.


� Documentos de la OMC TN/RL/W/98 de 6 de mayo de 2003, TN/RL/W/130 de 20 de junio de 2003, TN/RL/W/168 de 10 de diciembre de 2004 y TN/RL/W/208 de 5 de junio de 2007, y otros documentos de la serie TN/RL.


� 19 CFR partes 351, 353 y 355 62 FR 27295, de 19 de mayo de 1997 (derechos antidumping, reglamento definitivo);  19 CFR parte 351 63 FR 65347, de 25 de noviembre de 1998 (derechos compensatorios, reglamento definitivo);  19 CFR 351.222 b) 64 FR 29818, de 3 de junio de 1999 (Reglamento propuesto relativo a la revocación de derechos antidumping);  19 CFR 351.222 b) y 19 CFR 351.222 c) 64 FR 51236, de 22 de septiembre de 1999 (Reglamento enmendado relativo a la revocación de órdenes en materia de medidas antidumping y de derechos compensatorios);  19 CFR parte 351 63 FR 13516, de 20 de marzo de 1998 (procedimientos para la realización de exámenes quinquenales ("por extinción") de las órdenes de imposición de derechos antidumping y compensatorios);  19 CFR partes 351 y 354 63 FR 24391, de 4 de mayo de 1998 (procedimientos en materia de derechos antidumping y compensatorios).


� Las normas y procedimientos para los exámenes por extinción figuran en el Federal Register, volumen 63, 5 de junio de 1998, y están disponibles en línea en:  ftp://ftp.usitc.gov/pub/notices/sunrules.pdf.


� USDOC (1998).


� Documentos WT/DS268/AB/R y WT/DS268/R de la OMC, de 29 de noviembre de 2004 y 16 de julio de 2004, respectivamente.  


� Los reglamentos figuran en 70 FR 62061, de 28 de octubre de 2005.


� Enmienda de la Directiva sobre fianzas 99-3510-004.  Información en línea del Servicio de Aduanas y Protección de Fronteras "Questions and Answers on CBP Bonds".  Consultada en:  http://www.cbp.gov/linkhandler/cgov/toolbox/publications/trade/qandabonds.ctt/q_and_a_bonds.doc.


� Documento WT/DS343/9, WT/DS345/8 de la OMC, de 1º de agosto de 2007.


� Documento WT/DS345/R de la OMC, de 29 de febrero de 2008.


� Título X de la Ley de Créditos Presupuestarios para la Agricultura, el Desarrollo Rural, la Administración de Productos Alimenticios y Farmacéuticos y los Organismos Conexos de 2001 (P.L. Nº 106�387).  Consultado en:  http://thomas.loc.gov.


� Información en línea del Servicio de Aduanas y Protección de Fronteras de los Estados Unidos.  Consultada en:  http://www.cbp.gov/xp/cgov/import/add_cvd/cont_dump/.


� Las cuantías mostradas en la cuenta de compensación representan los derechos estimados depositados por el importador a la entrada de los productos importados.


� Documentos de la OMC WT/DS217/1 de 9 de enero de 2001, WT/DS217/R de 16 de septiembre de 2002 y WT/DS217/AB/R y WT/DS234/AB/R de 16 de enero de 2003.


� Documentos de la OMC WT/DS217/49 de 2 de mayo de 2006, WT/DS217/50 de 24 de agosto de 2006, WT/DS217/51 de 24 de abril de 2007 y WT/DS217/52 de 27 de agosto de 2007.


� Para más detalles véase http://ia.ita.doc.gov/stats/inv-initiations-2000-current.html.


� Calculada a partir de los datos de la USITC.  Consultado en:  http://info.usitc.gov/oinv/sunset.nsf/ 0a915ada53e192cd8525661a0073de7d/96daf5a6c0c5290985256a0a004dee7d/$FILE/orders-date-tbl.pdf.


� USITC (2006).


� Documento G/ADP/N/153/USA de la OMC, de 13 de marzo de 2007.


� Documentos G/ADP/D69/1, G/L/781, WT/DS346/1 de la OMC, de 26 de junio de 2006.


� Para una lista completa de los casos finalizados por la ITA véase "Sunset Review Schedule and Disposition".  Consultado en:  http://www.usitc.gov/ussunset.htm;  y "Five-Year ("Sunset") Review Status".


� Para información detallada sobre las revocaciones, véase la información en línea de la ITA.  Consultada en:  http://ia.ita.doc.gov/sunset/ssy2krev.html.


� Para más información sobre los exámenes por extinción, véase la información en línea de la ITA.  Consultada en:  http://ia.ita.doc.gov/sunset/ssy2krev.htm y http://ia.ita.doc.gov/sunset/ssy2kcon.htm.


� Documentos de la OMC WT/DS335/1 de 17 de noviembre de 2005-WT/DS335/R de 30 de enero de 2007 (Ecuador);  WT/DS343/1 de 27 de abril de 2006-WT/DS343/9, WT/DS345/8 de 1º de agosto de 2007 (Tailandia) ;  G/ADP/D67/1, G/L/778, WT/DS344/1 de 1º de junio de 2006-WT/DS344/6 de 22 de mayo de 2007 (México).  G/ADP/D70/1;  G/L/786, WT/DS350/1 de 3 de octubre de 2006;  WT/DS350/8 de 4 de octubre de 2007 (CE).


� Documentos WT/DS322/R y WT/DS322/AB/R de la OMC, de 20 de septiembre de 2006 y 9 de enero de 2007, respectivamente.


� Documento WT/DS344/R de la OMC, de 20 de diciembre de 2007.


� Documento G/ADP/D46/2, G/L/604/Add.1, WT/DS281/8 de la OMC, de 21 de mayo de 2007.


� Información en línea de la ITA.  Consultada en:  http://ia.ita.doc.gov/stats/inv-initiations-2000-current.html.


� Los países afectados eran la Argentina (2);  Bélgica (1);  el Brasil (3);  Corea (5);  Hungría (1);  la India (7);  Indonesia (3);  el Irán (2);  Italia (3);  Noruega (1);  Sudáfrica (1);  Tailandia (1);  y Turquía (2).


� De las 31 órdenes vigentes a finales de 2007, 17 correspondían a productos de hierro y acero;  6 a productos alimenticios;  4 a sustancias químicas;  2 al papel;  una a semiconductores y otra a baterías de cocina.  Documento G/SCM/N/170/USA de la OMC, de 14 de marzo de 2008.


� USITC (2006).


� USDOC, ITA, Aviso de modificación definitiva de la práctica de un organismo con arreglo al artículo 123 de la Ley de los Acuerdos de la Ronda Uruguay, 68 FR 37125, 23 de junio de 2003;  y documentos de la OMC WT/DS212/RW de 17 de agosto de 2005, WT/DS212/18 de 30 de septiembre de 2005 y WT/DS212/19 de 18 de noviembre de 2005.


� Documentos WT/DS296/AB/R y WT/DS296/11 de la OMC, de 27 de junio de 2005 y 11 de agosto de 2005, respectivamente.


� Documento WT/DS311/1, G/L/679, G/SCM/D60/ de la OMC, de 19 de abril de 2004.


� Federal Register, 11 de marzo de 2005 (volumen 70, Nº 47).


� La lista completa de los productos sujetos a licencia está disponible en la información en línea de la ITA.  Consultada en:  http://ia.ita.doc.gov/steel/ license/SMProducts_byhts.html.


� Información disponible en:  http://www.otexa.ita.doc.gov/cita.htm.


� El texto completo del memorándum de entendimiento está disponible en la información en línea del Representante de los Estados Unidos para las Cuestiones Comerciales Internacionales (USTR).  Consultado en:  http://www.ustr.gov/assets/World_Regions/North_Asia/China/asset_upload_file91_8344.pdf.


� Información en línea de la OTEXA.  Consultada en:  � HYPERLINK "http://otexa.ita.doc.gov/fr2006/chiestlim07C.htm" ��http://otexa.ita.doc.gov/ fr2006/chiestlim07C.htm�, http://otexa.ita.doc.gov/fr2006/chin13(07-07).htm, y � HYPERLINK "http://otexa.ita.doc.gov/fr2006/chin14.htm" ��http://otexa.ita.doc.gov/ fr2006/chin14.htm�.


� Reglamento de Control de Activos Cubanos (31 CFR 515), Reglamento de Control de Activos Extranjeros (31 CFR 500), Reglamento sobre Transacciones Iraníes (31 CFR 560), Reglamento sobre Sanciones a Birmania (31 CFR 537) y Reglamento sobre Sanciones al Sudán (31 CFR 538).


� Documento G/LIC/N/3/USA/5 de la OMC, de 29 de febrero de 2008.


� Federal Register, 70 FR 72373, 5 de diciembre de 2005.


� El formulario de registro está disponible en:  � HYPERLINK "http://ia.ita.doc.gov/steel/license" ��http://ia.ita.doc.gov/steel/license�.


� 15 USC 717b.


� Los requisitos para obtener una constatación positiva figuran en 50 CFR 216.24(f).


� Información en línea de la Administración Nacional de los Océanos y la Atmósfera, "Tuna/Dolphin Embargo Status Update", 21 de marzo de 2007.  Consultada en:  http://swr.nmfs.noaa.gov/psd/embargo2.htm.


� Tribunal de Apelación del Noveno Circuito de los Estados Unidos, Earth Island Institute contra Gutierrez, Nº 04-17018, 27 de abril de 2007.


� 22 USC 1978.


� 16 USC 1537.


� 16 USC 1537.


� Información en línea del Departamento de Estado de los Estados Unidos, "Sea Turtle Conservation and Shrimp Imports", 2 de mayo de 2006.  Consultada en:  http://www.state.gov/r/pa/prs/ps/2006/65731.htm.


� Véanse, por ejemplo, los documentos de la OMC G/TBT/N/USA/155, 159, 203, 205, 207, 209, 210, 223, 231, 235, 245, 248, 249, 275 a 277, 287, 295, 296, 298 a 300, y 306 a 310.


� 19 USC 2531 y siguientes.


� 5 USC 551 y siguientes.


� Documento G/TBT/2/Add.2 de la OMC, de 19 de febrero de 1996.


� Documento G/TBT/2/Add.2 de la OMC, de 19 de febrero de 1996.


� Documento WT/TPR/M/160/Add.1 de la OMC, de 27 de septiembre de 2006.


� Documentos G/TBT/N/USA/124 a 297 de la OMC, con exclusión de las notificaciones contenidas en los documentos con los símbolos "Add" y/o "Corr".


� Documentos G/TBT/10.7/N/49 y G/TBT/10.7/N/50 de la OMC, ambos de fecha 3 de marzo de 2006.


� Documentos de la OMC G/TBT/M/41 de la OMC, de 12 de junio de 2007;  G/TBT/M/39 de 31 de julio de 2006;  G/TBT/M/38 de 23 de mayo de 2006;  G/TBT/M/37 de 22 de diciembre de 2005;  y G/TBT/M/36 de 4 de agosto de 2005.  En relación con el etiquetado del país de origen, véase también el capítulo IV 2) v).


� Federal Register, 58 FR 69681, 30 de diciembre de 1993.


� Información en línea de la Oficina de Publicaciones Oficiales del Gobierno de los Estados Unidos, "Acceso GPO".  Consultada en:  http://www.gpoaccess.gov/fr/index.html.
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� FPDS (2005) y (2004).


� FPDS (2005).


� NASBO (2007).


� BEA (2007e).


� Información en línea de la OFPP.  Consultada en:  http://www.whitehouse.gov/omb/ procurement/index.html.
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� USPTO (2007).


� Información en línea de USPTO.  Consultada en:  http://www.uspto.gov/web/ offices/com/speeches/05-03.htm.


� USPTO (2006).


� Para más detalles, véase la información en línea de USPTO.  Consultada en:  http://www.uspto.gov/web/patents/ accelerated/ae_stat_charts.pdf.


� 57526 Federal Register, volumen 72, Nº 195, 10 de octubre de 2007, Departamento de Comercio, Oficina de Patentes y Marcas de los Estados Unidos [Expediente Nº PTO-P-2007-0031], Directrices para el Examen de Determinación de la Obviedad con arreglo a la norma contenida en 35 U.S.C. 103, en vista de la Decisión del Tribunal Supremo en el caso KSR International Co. contra Teleflex Inc.


� USPTO (2006).


� Información en línea de la USPTO.  Consultada en:  http://www.uspto.gov.
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